Propuestas Correlacionadas con la Ley de Amparo Vigente
Artículo 101


Artículo 101.  En los casos a que se refiere el artículo 95, fracción VI, de esta ley, la interposición del recurso de queja suspende el procedimiento en el juicio de amparo, en los términos del artículo 53, siempre que la resolución que se dicte en la queja deba influir en la sentencia, o cuando de resolverse el juicio en lo principal se hagan nugatorios los derechos que pudiera hacer valer el recurrente en el acto de la audiencia, si obtuviere resolución favorable en la queja.

PROPUESTAS

Artículo 101.- En los casos a que se refiere el artículo 83, fracción VI, la interposición del recurso de revisión suspende el procedimiento en el juicio de amparo en los términos del artículo 53, siempre que la resolución que se dicte en la revisión deba influir en la sentencia, o cuando de resolverse el juicio en lo principal se hagan nugatorios los derechos que pudiera hacer valer el recurrente en el acto de la audiencia, si obtuviere resolución favorable en la revisión.
 (Germán Eduardo Baltazar Robles, Tomo I, página 84)

Adicionar un artículo 86 bis, con el mismo texto del actual artículo 101, ajustando únicamente la fracción al caso de procedencia de la revisión, que se propone incluir en la fracción V del artículo 83. (Sergio Pallares y Lara, Tomo I, página 505)

Suprimir el artículo 101 para pasar a ser el número 86 bis. (Sergio Pallares y Lara, Tomo I, página 518)

ARTÍCULO 101. En los casos a que se refiere el artículo 95, fracción VI, de esta ley, la interposición del recurso de queja suspende el procedimiento en el juicio de amparo, en los términos del artículo 53, siempre que la resolución que se dicte en la queja deba influir en la sentencia, o cuando de resolverse el juicio en lo principal se hagan nugatorios los derechos que pudiera hacer valer el recurrente en el acto de la audiencia, si obtuviere resolución favorable en la queja. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2210)

Artículo 101.- Párrafo primero igual.

También con la interposición del recurso de queja en término del artículo 95, fracción IV BIS, se suspende el procedimiento, cuando la resolución que se dicte en la queja deba influir en la ejecución de la sentencia que concedió el amparo. (Jerónimo Eulogio Quiroz Gutiérrez, Tomo V, página 44)

Artículo 102.  Cuando la Suprema Corte de Justicia o el Tribunal Colegiado de Circuito desechen el recurso de queja por notoriamente improcedente, o lo declaren infundado por haberse interpuesto sin motivo alguno, impondrán al recurrente o a su apoderado, o a su abogado, o a ambos, una multa de diez a ciento veinte días de salario; salvo que el juicio de amparo se haya promovido contra alguno de los actos expresados en el artículo 17.

PROPUESTAS

Artículo 102.- Cuando el Presidente de la Suprema Corte de Justicia o del Tribunal Colegiado de Circuito, o el Pleno de la Suprema Corte de Justicia, sus Salas o el Tribunal Colegiado de Circuito, desechen el recurso de revisión por notoriamente improcedente, o lo declaren infundado por haberse interpuesto sin motivo alguno, impondrán al recurrente, o a su apoderado o a su abogado o a ambos, una multa de diez a ciento veinte días de salario; salvo que el juicio de amparo se haya promovido contra alguno de los actos expresados en el artículo 17.(Germán Eduardo 
Baltazar Robles, Tomo I, páginas 84 y 85)

Enmienda.

Adicionar después del término salario: MÍNIMO.

Motivos.

Por la diversidad de salarios, de permanecer la multa sin especificar cuál de ellos, se puede cometer una seria injusticia, por lo que resulta equitativo que se imponga una multa en salarios mínimos. (Fidencio Ramírez y Fidel Herrera Beltrán , Tomo II, página 1156)

Artículo 103.  El recurso de reclamación es procedente contra los acuerdos de trámite dictados por el presidente de la Suprema Corte de Justicia o por los presidentes de sus Salas o de los Tribunales Colegiados de Circuito.

Dicho recurso se podrá interponer por cualquiera de las partes, por escrito, en el que se expresen agravios, dentro del término de tres días siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la resolución impugnada.

El órgano jurisdiccional que deba conocer el fondo del asunto resolverá de plano este recurso, dentro de los quince días siguientes a la interposición del mismo.

Si se estima que el recurso fue interpuesto sin motivo, se impondrá al recurrente o a su representante, o a su abogado, o a ambos, una multa de diez a ciento veinte días de salario

PROPUESTAS

El trámite en el amparo directo.

Una de las actividades que representan mayor cúmulo de trabajo en la Suprema Corte de Justicia, actuando en  Pleno o en Salas, y en los Tribunales Colegiados, es la relativa al trámite de los asuntos que se encomienda a los presidentes en turno de esos tribunales. Resulta evidente que el tiempo que dichos funcionarios  deben  destinarle  al  conocimiento  y resolución del trámite, reduce considerablemente el que deben emplear en el estudio de los proyectos de sentencia que serán vistos en cada sesión.

Por otra parte, no parece conveniente que a través del recurso de reclamación, el presidente del tribunal respectivo participe en el análisis y resolución de un asunto en el que está siendo cuestionado uno de los actos que emitió en materia de trámite; participación que en ocasiones se da incluso a título de ponente al haberle tocado en turno la elaboración del proyecto en el recurso previsto por el artículo 103 de la Ley de Amparo.

Ante tal  panorama,  resulta  conveniente  una reforma legal que por una parte libere al presidente de esos tribunales de la carga extra de trabajo derivada del trámite de asuntos, que por cierto no le es remunerada; y por otra parte convierta a ese recurso en una verdadera instancia revisora de actos de una autoridad inferior.

Estimo que la solución a esos dos problemas puede darse a través de investir al secretario de acuerdos de la Suprema Corte de Justicia, de las Salas de la misma y de los Tribunales Colegiados de Circuito, de la facultad de resolver los asuntos de trámite, supeditado a la vigilancia del presidente y controlado en sus actividades mediante el recurso de reclamación.

Para ello se propone la reforma a los siguientes artículos de la Ley de Amparo.

PRIMERA PROPUESTA: Reforma al primer párrafo del artículo 103.

Artículo  103. El recurso de reclamación es procedente contra los acuerdos de trámite dictados por el presidente de la Suprema Corte de Justicia o por los presidentes de sus Salas o de los tribunales Colegiados de Circuito.

REFORMA:

Artículo 103. El recurso  de reclamación  es procedente contra los acuerdos de trámite dictados por el secretario de acuerdos de la Suprema Corte de Justicia o por los secretarios de acuerdos de sus Salas o de los Tribunales Colegiados de Circuito. (Sergio Pallares y Lara, Tomo I, páginas 518 a 520)

Como se advierte de la lectura de estos preceptos legales (3º bis, 81 y 103), tienen íntima vinculación con el tema de que trata este trabajo, pues las tres disposiciones legales contemplan la posibilidad de imponer una multa al quejoso, o al recurrente, a sus representantes, en su caso, a su abogado, o a ambos, cuando en el juicio de amparo se dicte el sobreseimiento, se niegue la protección constitucional, o desista el quejoso, si se advierte que se promovió el juicio con el propósito de retrasar la solución del asunto del que emana el acto reclamado o de entorpecer la ejecución de las resoluciones respectivas, o de obstaculizar la legal actuación de la autoridad, y tratándose del recurso de reclamación, si se interpuso sin motivo, y en ambos casos, si el infractor actuó de mala fe, según apreciación de la autoridad que conozca del juicio constitucional.

Conviene precisar, que la mala fe que se requiere en el infractor (quejoso, recurrente, sus representantes, o su abogado), y a la cual hace referencia el segundo párrafo del articulo 3o Bis de la Ley de Amparo, según se puntualizó en el dictamen de las Comisiones Unidas Primera de Justicia y Primera Sección de Estudios Legislativos, de dieciséis de diciembre de 1983, en donde se discutió la modificación de los montos de las multas, propuestas en la iniciativa Presidencial respectiva, tuvo por objeto evitar la practica viciosa de algunos litigantes que acuden al amparo con fines dilatorios; pero, a la vez, se procuró no desalentar a los gobernados para el ejercicio de la acción de amparo, ni para la interposición de los recursos, así como tampoco sancionar con multas a los agraviados de bajos ingresos.

Siendo así, la práctica ha demostrado que la finalidad perseguida con esa reforma legal, no ha alcanzado el éxito deseado, porque se advierte que el litigante que formula la demanda de amparo, en favor del quejoso, a sabiendas de que se va a concluir con un sobreseimiento, por ser indefectiblemente improcedente la acción constitucional, porque muchas veces ya ha existido con antelación otro juicio de amparo promovido por el mismo quejoso, cuestionando el mismo acto reclamado, de iguales autoridades responsables; o bien porque es notoriamente extemporánea su promoción, o lo que es aún más grave, en ocasiones se presenta el amparo con el único objeto de entorpecer la ejecución de una sentencia definitiva que ha alcanzado la autoridad de cosa juzgada, pues respecto de ella, ya se agotó el juicio correspondiente en todas sus instancias, e incluso la sentencia ya ha sido materia de examen en un juicio de amparo directo; sin embargo, a través de un nuevo juicio de amparo indirecto promovido por quien, en ocasiones se dice tercero extraño (muchas veces sin serlo), cuestiona que debió ser llamado a ese juicio, y de esta manera, al obtener del Juez de Distrito la suspensión del acto reclamado, con una garantía que resulta muy cómodo entregarla por el quejoso, ya que luego vendrá la práctica de acciones dilatorias a fin de retrasar la resolución final del juicio en primera instancia, dentro del breve término en que debe pronunciarse conforme a la ley, y para ello, se invocará por el impetrante la necesidad de desahogar pruebas fuera del lugar del juicio, y se propondrán otras a sabiendas de que son totalmente improcedentes, con el objeto de que sean desechadas, y así dar paso al recurso de queja, con el cual, se logrará la suspensión del procedimiento hasta que este medio de impugnación sea resuelto, y así sucede que al llegar finalmente al momento de dictarse la sentencia, el juzgador constitucional se encontrará con que, aún justificado plenamente que el juicio de garantías se promovió con la deliberada intención de retrasar la solución del asunto del que emana el acto reclamado, o de entorpecer la ejecución de la resolución respectiva, estará imposibilitado para imponer alguna sanción al quejoso, porque éste, en ejercicio legítimo de su propio derecho, habrá señalado los estrados del juzgado para oír sus notificaciones, y así, aun cuando se le imponga alguna multa, la autoridad exactora estaría imposibilitada para hacerla efectiva; y por cuanto a su abogado, éste conocedor del derecho, se habrá escudado en el anonimato para evitar cualquier sanción a su conducta, falta de ética profesional, al promover un juicio que de antemano sabia estaba destinado al sobreseimiento, por actualizarse algunas de las causales que al efecto establece el artículo 73, de la Ley de Amparo, y así, impunemente podrá seguir aconsejando a los quejosos que usen el juicio de amparo como medio para entorpecer la pronta administración de la Justicia tutelada por el articulo 17 Constitucional.

En términos semejantes acontece cuando el abogado que patrocina al quejoso, sabe anticipadamente, que el acto dictado por la autoridad responsable, se encuentra perfectamente ajustado a la ley que lo rige, y por ende, que no infringe ninguna garantía tutelada a favor del quejoso, y no obstante, con el objeto de retrasar la resolución del asunto intenta el juicio de garantías en el que, sin poder cuestionar alguna ilegalidad del acto, se concreta a expresar a manera de conceptos de violación, los antecedentes del juicio natural, la forma en que se han desahogado las pruebas, transcribirá las sentencias de primera y segunda insancias, así como el contenido íntegro de los artículos 14 y 16 constitucionales, y con ello, después de diez hojas o más, se concretará a pedir que le sea concedida la protección constitucional al quejoso.

En esas circunstancias, resultará notorio la mala fe del peticionario de garantías, que en realidad debe ser la del abogado que lo induce a la conducta procesal que observó en el trámite del juicio de garantías, que es el único dato objetivo que puede tomar en cuenta el juzgador para determinar la buena o mala fe en un procedimiento, y de esta manera, si el quejoso no señala su domicilio particular, sino sólo los estrados del tribunal para oír notificaciones, difícilmente podrá ser objeto de una multa en los términos de las disposiciones legales antes transcritas; y en cuanto a su abogado, en esas ocasiones cuidará de no aparecer como tal en la demanda de garantías, y para ello bastará no proporcionar su nombre y menos su domicilio, para no ser objeto de  alguna sanción, toda vez que esto último no lo exige la actual Legislación de Amparo. 

Lo propio acontece, en términos más o menos semejantes, cuando el quejoso hace valer el recurso de reclamación, contra los acuerdos de trámite dictados por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por los Presidentes de sus Salas, o de los Tribunales Colegiados de Circuito, pues en esta hipótesis se considera que el recurso fue interpuesto sin motivo, y que se actuó de mala fe, entre otros supuestos, cuando los agravios sean notoriamente inoperantes porque no combaten las resoluciones del acuerdo reclamado, lo que genera  que  resulte  notoria  la  interposición  del  recurso para  retardar innecesariamente la resolución definitiva del asunto, como lo ha considerado el Tribunal Pleno de la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis XXV/89, aprobada en sesión celebrada el jueves dieciocho de mayo de mil novecientos ochenta y nueve, por unanimidad de votos, que es del tenor literal siguiente:

"MULTAS  EN  EL  RECURSO  DE  RECLAMACION. PROCEDE IMPONERLAS CUANDO SE INTERPONE "SIN MOTIVO Y CON MALA FE.  De acuerdo con lo dispuesto por los artículos 3o. bis y 103 de la Ley de Amparo, procede imponer una multa al recurrente o  su apoderado, a su abogado, o a ambos, cuando de las circunstancias del caso se advierten elementos suficientes para considerar que el recurso fue interpuesto sin motivo y que se actuó de mala fe; lo cual sucede, entre otros supuestos, cuando los agravios son notoriamente inoperantes porque no combaten las consideraciones del acuerdo reclamado y a la vez, resulta notorio que la interposición de recurso busca retardar innecesariamente la resolución definitiva. Consultable en el IUS 8, con el registro número 205,969.

Precisado lo anterior, aun en el supuesto de que en las hipótesis referidas, el quejoso haya señalado perfectamente bien su domicilio particular y no exista constancia de que se trata de una persona de bajos ingresos, lo que puede motivar sea sujeto de la imposición de una multa por promover el juicio de amparo con el solo objeto de retrasar la resolución del asunto, o al intentar el recurso de reclamación sin motivo, cabe hacerse la siguiente interrogante:

¿Hasta qué punto será correcto sancionar a los quejosos con las multas previstas en los artículos 3o bis, 81, y 103, de la Ley de Amparo, por haber incurrido en una conducta que dada su ignorancia del derecho, es tomada por el asesoramiento del abogado que formuló la demanda de garantías, y así, después de sufrir el engaño de éste, porque no podrá obtener resolución favorable en el juicio de amparo, después de haber realizado el pago de unos honorarios mal devengados, todavía se le suma a su cargo la multa que le imponga el órgano de control constitucional, por la mala fe demostrada al acudir al juicio de amparo, o bien por hacer valer el recurso de reclamación, expresando conceptos de violación o agravios, según el caso, que sean notoriamente inoperantes, y que demuestran sólo su conducta de retrasar innecesariamente la resolución definitiva del asunto de donde emana el acto reclamado?.

¿Qué acaso con ello, no se causa mayor perjuicio al quejoso, quien sin advertir la mala conducta del abogado que lo patrocina, pierde la fe en la institución a la que en última instancia puede acudir en busca del respeto de sus garantías individuales?.

Siendo así, se advierte que la intención legislativa plasmada en el texto de los preceptos legales al inicio transcritos, no  ha logrado en lo absoluto evitar la práctica viciosa de muchos litigantes que, sin ningún escrúpulo inducen a sus clientes a formar parte como quejosos y acudir al juicio de amparo con fines únicamente dilatorios, induciéndolos a conductas que denotan mala fe, y que finalmente pueden ser sancionadas, pero que no podrán repercutir en ellos, porque no existe actualmente la obligación legal de que impriman su nombre, su número de cédula profesional y su firma que avale y respalde la solicitud del quejoso, que demanda el amparo y protección de la Justicia Federal, y así, en tanto cobren honorarios, evaden la responsabilidad que el ejercicio de todo derecho legítimo lleva implícito cuando éste no se ejerce en los términos y con las condiciones que fijan las leyes respectivas, y lejos de coadyuvar por el respeto a las garantías constitucionales en favor del quejoso, lo alientan a introducirse en un litigio constitucional en el que finalmente no sólo no obtendrán ningún beneficio, sino que por el contrario podrán resultar sancionados por culpa del mal asesoramiento jurídico que tengan.

Planteada de esta manera la problemática actual que se vive con la aplicación de las disposiciones legales de los artículos 3º. bis, 81, y 103 de la Ley de Amparo, lo cual ha sido comprendido por los juzgadores de amparo, y ello ha ocasionado que en muy contados casos se imponga la multa correspondiente al quejoso, permite sostener que es necesaria una reforma a la Ley de Amparo, a fin de suprimir las multas de que se trata y que puedan imponerse al quejoso, prevaleciendo las que corresponden imponer, y quizás con mayor severidad, al abogado que lo patrocine; empero, para ello, es menester también adicionar la Ley de Amparo para establecer que toda solicitud de garantías, requiere que el quejoso esté patrocinado por un licenciado en derecho, esto es, por un profesional capacitado legalmente para proveer a la defensa y el respeto de las garantías individuales de su cliente, quien deberá autorizar con su firma, la promoción respectiva, citando el número de su cédula profesional, la cual de encontrarse registrada en el órgano de control constitucional respectivo, habrá de señalar el dato relativo, y así, no será necesario que acompañe copia certificada de la misma, lo que sí requerirá, en caso contrario; en el entendido de que deberá continuar con el patrocinio del negocio hasta su conclusión, debiendo señalar además su domicilio.

De esta manera, se busca que la solicitud de amparo esté formulada por quien tenga la aptitud legal de saber orientar al quejoso, acerca de la necesidad o no de acudir a ese medio extraordinario de defensa, si acaso el acto de la autoridad resulta violatorio de garantías en perjuicio de su cliente.

La modificación propuesta podría cuestionarse diciendo que atenta contra el derecho de petición previsto por el artículo 80 constitucional que establece la posibilidad de dirigirse a cualquier funcionario o empleado público de manera pacífica y respetuosa, y que a tal solicitud deba recaer un acuerdo escrito, el que debe hacerse del conocimiento en breve término al peticionario, sin embargo, tal garantía constitucional no puede interpretarse en el sentido de que el peticionario pueda dejar de cumplir las formalidades y requisitos que establezcan las leyes, en la especie sería la Ley de Amparo.

Además, no puede señalarse que el requerimiento de que una demanda de amparo vaya firmada por un abogado titulado, se necesite disponer de recursos económicos suficientes para pagar a quien lo patrocine, porque teniendo el estado a su cargo la administración de justicia en forma gratuita como lo establece el articulo 17 constitucional, también el propio estado ha tomado la preocupación de establecer instituciones de carácter público que prestan servicio de asesoramiento jurídico en forma gratuita, y no sólo eso, sino que también existen instituciones de derecho privado, dedicadas al mismo fin. De esta manera, se pueden citar dentro de los primeros, al Instituto Federal de Defensoría Pública, a la Procuraduría de la Defensa del Trabajo, a la Procuraduría Agraria, a la Procuraduría de la Defensa del Menor y la Familia, a la Procuraduría del Ciudadano (como se denomina a la Defensoría de Oficio en el Estado de Puebla); así como dentro del segundo grupo, encontramos los Bufetes Jurídicos Gratuitos de diversas instituciones de educación superior que están siempre respaldados por abogados titulados. De esta manera no podría decirse que las personas de bajos recursos económicos no tendrían acceso a la protección de las garantías individuales. 

Tampoco podría señalarse que con las reformas propuestas, se prohibe el derecho de autodefensa, sino que por el contrario, la pretensión buscada es precisamente que la defensa del gobernado sea adecuada al último nivel que tiene para la protección de sus garantías individuales. Al respecto, conviene recordar para hacer un símil, que tratándose de la medicina, estando elevado a rango constitucional el derecho a la salud pública, se encuentra que en las farmacias existe cierto tipo de medicamentos, cuya venta requiere necesariamente de una receta médica expedida por un profesionista legalmente registrado ante la Secretaria de Salud Pública  quien para ello debe acreditar tener los conocimientos suficientes por haber cursado la carrera profesional correspondiente. De ahí que, si lo que se busca a través de la medicina es que no se cause un daño a la persona por autorecetarse, de la misma manera se buscará en el derecho, que el quejoso que puede resentir la violación a sus garantías individuales, pueda obtener su tutela a través de estar legalmente patrocinado por quien pueda, en forma capaz y responsable, conducirlo en el ejercicio del derecho de petición que estará expedito para que obtenga el respeto a sus garantías individuales.

Por otro lado, la garantía de defensa que consagra el artículo 14 constitucional, no debe entenderse otorgada en forma ilimitada, sino con sujeción al respecto de otras normas constitucionales de igual jerarquía que tiendan a lograr un justo equilibrio entre la agilización de la administración de justicia y la seguridad jurídica de las partes en el proceso, lo cual podría lograrse con mayor éxito, mediante la inclusión en la ley reglamentaria de que se trata, del requisito anotado para la admisión y procedencia del juicio constitucional.

Además, se busca que la garantía de audiencia y defensa establecida en el precitado precepto constitucional, sea adecuada y oportuna para la defensa del gobernado, pues en la medida en que se encuentre debidamente patrocinado por un profesionista del derecho, podrá hacer los planteamientos adecuados en defensa de sus intereses, aportar y rendir las pruebas que estime pertinentes y convenientes, de tal suerte que no sea la falta de un debido asesoramiento jurídico la causa que origine que quede indefectiblemente en estado de indefensión, al no lograr la protección constitucional por haberse realizado un mal planteamiento en la demanda de garantías.

En otro aspecto, la  reforma  propuesta no implicaría contravenir el artículo 17 constitucional, dado que no se impediría al afectado obtener la actividad jurisdiccional, porque sólo se condicionaría que su solicitud se encause por los medios que el propio Estado pone al alcance del gobernado para la tutela de sus intereses, es decir, que como se ha visto, el propio Estado se ha preocupado por poner al alcance del gobernado instituciones de carácter público que sin necesidad de pagar algún precio por sus servicios, otorgan de manera gratuita el asesoramiento para garantizar la tutela de los derechos en general y en especial para la salvaguarda de las garantías individuales. 

Atento a los razonamientos antes expresados, se considera que la reforma propuesta tiende a garantizar al quejoso que sus solicitudes de amparo puedan llevar un mayor grado de posibilidad de obtener resolución favorable, dado que si el abogado a quien consulten para el patrocinio de la defensa de sus intereses, advierte la ineficacia de solicitar la protección constitucional, bien por existir alguna causal de improcedencia o, en su caso, por no advertir la violación de alguna garantía constitucional, deberá hacérselo saber de esa manera, y no darle falsas expectativas de obtener algo que ya de por sí se encuentra perdido y con ello se evitará que quien acude al juicio de garantías no sólo se vea desalentado con una resolución contraria a sus intereses, sino que también pueda ser sujeto de una multa por una conducta que en realidad no le es imputable, y sí por el contrario, permitirá, al verdadero responsable de esa práctica indebida, sea sancionado como en derecho corresponda. (Eric Roberto Santos Partido, Tomo I, páginas 556 a 566)

Para el propósito de este trabajo, es de aludir también al diverso numeral 103 de la misma Ley de Amparo, que establece el recurso de reclamación, el cual procede contra los acuerdos de trámite dictados por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia o por los Presidentes de sus Salas o de los Tribunales Colegiados de Circuito, señalando que tal medio de impugnación debe hacerse valer dentro del término de veinticuatro horas, siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la resolución impugnada.

Se tiene, pues, que una vez recibido el escrito por medio del cual se interpone el recurso, el Presidente del Tribunal Colegiado de Circuito manda solicitar a la autoridad contra quien aquel se hace valer, requiriéndola para que en un plazo improrrogable remita copia de la resolución recurrida, constancia de notificación a las partes y de todas las demás que se estimen necesarias para resolver al respecto; igualmente, se envían a dicha autoridad sendas copias del escrito por el que se hace valer el recurso, para que se distribuyan entre las demás partes en el juicio de amparo (éste trámite no se encuentra señalado en el artículo 98, segundo párrafo de la Ley). 

A continuación, se dictará un nuevo proveído acordando sobre la admisión, es decir, si se admite o no, contra el cual podrá interponerse a su vez el recurso de reclamación, que requiere también de un acuerdo de admisión y turno al ponente, ocupándose a diverso personal para realizar dichos trámites, interviene el actuario, notificando a las partes por lista ese auto, etc., se da vista al Representante Social, para que formule pedimento, si lo estima pertinente y se turna al ponente, quién elaborará proyecto de resolución, el cual en la respectiva sesión de Pleno del Tribunal, y una vez aprobado el proyecto, se deberá engrosar la ejecutoria, notificar a las partes y a la autoridad contra la que se interpuso la queja.

En resumen, con optimismo, puede afirmarse que un término razonable para obtener la resolución del recurso, podría ser el de dos meses, plazo en el cual, se mantiene suspenso, en la mayoría de los casos, el juicio de amparo, con el consecuente perjuicio de las partes; pero tal plazo es sin tener en consideración el recargo de trabajo que se padece en casi todos los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Federación, el cual puede provocar una mayor demora para resolver el recurso.

¿ Qué sucede cuando el informe no se rinde?

¿ Qué, cuando se rinde incompleto y las partes no aportan pruebas para demostrar que el recurso debe ser declarado fundado?

Es claro que no se obtiene resolución favorable; éste es un riesgo adicional que el inconforme corre, al quedar expuesto a que se rinda un informe incompleto, lo que sucede con frecuencia; o bien equivocado, sobre los hechos materia del recurso de queja. 

Es evidente que esto no fue el propósito del legislador, pero sí resulta contrario a los postulados del artículo 17 de la Carta Magna.

Ahora, al poder impugnarse ante el propio juez de Distrito el acuerdo de trámite que dictó, a propósito incluso de alguna petición de parte (v.g. desechamiento de pruebas), se evitarían los diversos acuerdos que debe emitir el Presidente del Colegiado, la formación  de  un  toca,  noticia  a  Estadística, notificaciones, etc.; igualmente la formación del informe, remisión de autos; casi siempre, integrar un legajo con copias fotostáticas que el secretario ha de certificar, y enviar, y en general lo ya descrito. 

El trámite del recurso que ahora se propone, podría reducirse, simplemente, a señalar un término, de tres días, por ejemplo, para su interposición, el que se computaría a partir de que surtiera efectos la notificación del proveído que se pretendiera impugnar; se ordenaría dar vista a las otras partes, por igual término, para que expresaran lo que a su interés conviniera y la resolución del recurso se debería emitir dentro del plazo de tres días. 

El propio Juez tiene a su alcance todos los medios de conocimiento necesarios para confirmar el acuerdo recurrido, de ser procedente; a la luz de los agravios, de  hecho, o de derecho, que le fueran argumentados y de existir alguna equivocación, el propio juez podría introducir las enmiendas necesarias para continuar con un debido procedimiento. Todo ello, sin menoscabo al  principio de igualdad procesal de las partes, a quienes se dio oportunidad de alegar lo que a su interés conviniera, y los que, por otra parte, no pudiendo ya impugnar lo resuelto  a  propósito  del  recurso,  sin  embargo, conservarían su derecho a expresar alguna inconformidad con lo ahí establecido, al interponer, en su caso, el recurso de revisión en contra de la sentencia, cuando ésta sea contraria a sus intereses. Tales alegaciones serían examinadas, preferentemente, por el Tribunal Colegiado, y según lo alegado, podría ordenarse la reposición del procedimiento para los efectos pertinentes y si se tratara de prueba indebidamente admitida, por ejemplo, el propio tribunal,  dado  que  no  existe  reenvío,  resolvería íntegramente la cuestión, prescindiendo de la prueba ya desahogada, considerada por el a quo.

Conforme a estos lineamientos genéricos, puede advertirse que la propuesta de establecer el recurso de revocación ante el Juez de Distrito, o ante la autoridad que conoce del juicio de amparo indirecto, Unitario o Superior de la responsable, en el caso del artículo 37 de la Ley de la Materia, contra acuerdos de trámite dictados en el principal o en el incidente de suspensión, contribuye a obtener una inmediata reparación a un posible error de apreciación, evitando a las partes perjuicios por la demora en la resolución de sus conflictos, así como recargo de labores en los Tribunales Colegiados, al integrar los tocas relativos al recurso de queja a que se refiere la fracción VI, (primera parte) del artículo 95 de la Ley de Amparo, con los diversos trámites legales necesarios para su resolución; todo ello, contribuiría a lograr una administración de Justicia más rápida y expedita. 

No podemos desconocer, por otra parte, que tan amplia posibilidad que se otorgaría a las partes en los juicios de amparo indirecto, para impugnar, ante el propio órgano de control constitucional, los acuerdos de trámite ya mencionados, en la práctica podría resultar contraproducente,  dado un eventual abuso  en  la interposición del recurso, volviendo más graves aún, las cargas de trabajo de las mismas unidades jurisdiccionales; para evitarlo, es necesario tomar ciertas medidas lo cual no hace nugatorio el derecho a defenderse, ni implicaría, la que se propone, el pago de costas, prohibidas constitucionalmente, ya que, tal medida preventiva consistiría en la eventual imposición de una multa, por el equivalente de diez o ciento ochenta veces el salario mínimo diario vigente en el Distrito Federal, tomando en cuenta  las  circunstancias  del  caso,  en  términos semejantes a los previstos en los artículos 3º.- bis y 81 de la Ley de la Materia. Tal multa sería impuesta, en su caso, en la resolución que se emita a propósito del recurso de revocación (también se podría denominar Reclamación, cuya existencia se reconoce en la Ley de Amparo) pero no se mandaría a hacer efectiva, sino hasta que el juicio de amparo se resolviera en definitiva y se advirtiera que tal recurso fue hecho valer sin motivo; desde luego, debe entenderse obligatoria la imposición de la multa, sin que haya lugar a considerar si hubo o no mala fe, pero pudiendo señalarse otras excepciones, análogas a las que ya contempla la propia Ley de la Materia.

En conclusión:

Tomando en consideración la problemática real de los justiciables en los juicios de amparo, los intereses legítimos que les asiste para una pronta y expedita administración de justicia, y el deber correlativo a proporcionarla, por parte del Estado, se propone la modificación de la vigente Ley de Amparo, en los términos que han quedado expuestos. (Francisco Guillermo Baltazar Alvear, Tomo I, páginas 612 a 617)

En otro aspecto, debe precisarse que como los actos del Presidente por disposición expresa de la Ley de Amparo no tienen efectos definitivos, la determinación que al efecto se tomare admitirá el recurso de reclamación y será entonces cuando los otros dos integrantes de dicho órgano confirmen o revoquen la determinación del Presidente.

Es factible pensar que con esto, no se resuelva el problema, porque entonces los Tribunales Colegiados se habrán de llenar de recursos de reclamación; sin embargo, si se reforma también la ley, en la medida de que de estimarse infundado el recurso de reclamación, se imponga una  sanción económica a la parte quejosa que lo formule y una suspensión temporal en el ejercicio profesional del abogado que lo asesore, de acuerdo  con la gravedad del caso ya que siendo perito en derecho conoce perfectamente que el recurso no puede prosperar, con ello quedaría totalmente  limitado dicho medio impugnativo para que, únicamente en los casos de error de apreciación del Presidente o de criterio de éste, pueda prosperar la reclamación correspondiente. (Manuel Ernesto Saloma Vera, Tomo II, página 724)

ART. 103.-  El recurso de reclamación, es procedente contra los acuerdos de trámite....

Si se estima, que el recurso fue interpuesto sin motivo, se impondrá al recurrente una multa de diez a ciento veinte días de salario, y a su abogado una suspensión en el ejercicio de la profesión, de quince días a seis meses. (Manuel Ernesto Saloma Vera, Tomo II, página 727)

72.- Finalmente, la reclamación, en mi concepto, esta bien, salvo la revisión que debe hacerse de la redacción.( Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, página 1083)

ARTICULO 103

La propuesta intenta evitar prácticas dilatorias en los procesos de amparo se aumenta, de ahí el aumento en  la sanción pecuniaria.

TEXTO CON MODIFICACIÓN

ARTICULO 103.- El recurso de reclamación es procedente contra los acuerdos de trámite dictados por el presidente de la Suprema Corte de Justicia o por los presidentes de sus Salas o de los Tribunales Colegiados de Circuito.

Dicho recurso se podrá interponer por cualquiera de las partes, por escrito, en el que se expresen agravios, dentro del término de tres días siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la resolución impugnada.

El órgano jurisdiccional que deba conocer el fondo del asunto resolverá de plano este recurso, dentro de los quince días siguientes a la interposición del mismo.

Si se estima que el recurso fue interpuesto sin motivo, se impondrá al recurrente o a su representante, o a su abogado, o a ambos, una multa de cien a trescientos días de salario. (María Simona Ramos Ruvalcaba, Tomo II, páginas 1431 a 1434)

ARTÍCULO 103. El recurso de reclamación es procedente contra los acuerdos de trámite que trasciendan al resultado del fallo , dictados por el presidente de la Suprema Corte de Justicia o por los presidentes de sus Salas o de los Tribunales Colegiados de Circuito.

Dicho recurso se interpondrá por escrito directamente ante el órgano jurisdiccional responsable  por conducto de su oficialía de partes en el que el recurrente  expresará  los agravios, dentro del término de tres días siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la resolución impugnada.

El Pleno de la Suprema Corte de Justicia o de alguna de sus Salas o del Tribunal Colegiado de Circuito será el órgano jurisdiccional que deba conocer el fondo del asunto y resolverá de plano este recurso, dentro de los quince días siguientes a la interposición del mismo.

Si se estima que el recurso fue interpuesto sin motivo, se impondrá al recurrente o a su representante, o a su abogado, o a ambos, una multa de diez a ciento veinte días de salario. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2210 y 2211)

Se estima conveniente establecer la adhesión a los recursos de queja y reclamación, previstos respectivamente en los artículos 95 y 103 de la Ley de Amparo, a fin de que siguiendo el mismo criterio de la revisión adhesiva, se otorgue oportunidad a la parte que obtuvo resolución favorable a sus intereses, la posibilidad de formular agravios que permitan robustecer el criterio recurrido, cuya adhesión seguirá la suerte procesal del recurso, con lo que se estaría observando cabalmente el principio de equidad procesal y salvaguardando los derechos de las partes.

REFORMA

ARTÍCULO 103. El recurso de reclamación es procedente contra los acuerdos de trámite dictados por el presidente de la Suprema Corte de Justicia o por los presidentes de sus Salas o de los Tribunales Colegiados de Circuito.

Dicho recurso de podrá interponer por cualquiera de las partes, por escrito, en el que se expresan agravios, dentro del término de tres días siguientes al en que surta sus efectos la notificación de la resolución impugnada.

En los casos a que se refiere este artículo, la contraparte del reclamante, puede adherirse a la reclamación interpuesta por el recurrente, dentro del té4rmino de tres días, contados a partir de la fecha en que se le notifique la admisión del recurso, expresando los agravios correspondientes; en este caso, la adhesión al recurso sigue la suerte procesal de éste.

El órgano jurisdiccional que deba conocer el fondo del asunto resolverá de plano este recurso, dentro de los quince días siguientes a que sea interpuesto el recurso de reclamación en vía adhesiva o a que haya transcurrido el término que tuvo la contraparte para interponerlo.

Si se estima que el recurso fue interpuesto sin motivo, se impondrá al recurrente o a su representante, o a su abogado, o a ambos, una multa de diez a ciento veinte días de salario. (Juan José Paullada Figueroa, Tomo V, páginas 270 y 271)

ARTÍCULO 103. El recurso de reclamación es procedente contra los acuerdos de trámite dictados por el presidente de la Suprema Corte de Justicia o por los presidentes de sus Salas o de los Magistrados Instructores de los Tribunales Colegiados de Circuito. (Gloria Tello Cuevas, Tomo V, página 295)

Capítulo XII

De la ejecución de las sentencias

Artículo 104.  En los casos a que se refiere el artículo 107, fracciones VII, VIII y IX, de la Constitución Federal, luego que cause ejecutoria la sentencia en que se haya concedido el amparo solicitado, o que se reciba testimonio de la ejecutoria dictada en revisión, el juez, la autoridad que haya conocido del juicio o el Tribunal Colegiado de Circuito, si se interpuso revisión contra la resolución que haya pronunciado en materia de amparo directo, la comunicará, por oficio y sin demora alguna, a las autoridades responsables para su cumplimiento y la harán saber a las demás partes.

En casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso, podrá ordenarse por la vía telegráfica el cumplimiento de la ejecutoria, sin perjuicio de comunicarla íntegramente, conforme al párrafo anterior.

En el propio oficio en que se haga la notificación a las autoridades responsables, se les prevendrá que informen sobre el cumplimiento que se dé al fallo de referencia.

PROPUESTAS

Otra de las tantas cuestiones injustas a nuestro juicio que nos presenta la actual Ley de Amparo, se da en el recurso de revisión en juicios de amparo penales en los que se concede el amparo y protección de la justicia federal al quejoso y éste se encuentra privado de su libertad.

El efecto actual, para aquel que se encuentra privado de su libertad, ya sea por la orden de aprehensión, por un auto de formal prisión, por la negativa de fianza o por cualquier otra causa, es de que éste sigue privado de su libertad, cuando la autoridad responsable interpone revisión.

El efecto del recurso de revisión en esos casos, es suspensivo, porque no permite que la sentencia dictada por el Juez de distrito pueda ejecutarse.

La experiencia nos demuestra, que muchas de las veces el agraviado sufre las consecuencias de una prisión preventiva larga y tormentosa injustamente, cuando el recurso de revisión es resuelto en forma negativa a la autoridad responsable; demostrándonos, también la experiencia, que la tramitación de los recursos en amparo son sumamente tardados, en esos casos, en perjuicio grave para el quejoso.

Creemos justo, que existiendo en nuestras diversas legislaciones el efecto devolutivo en las sentencias que pueden ser recurridas, podría adicionarse el Capítulo XII del Título Primero de la Ley de Amparo, con una disposición que diga: “Tratándose de sentencias de amparo dictadas por el Juez de Distrito o por la autoridad que conozca del juicio de amparo que se promueva en contra de actos relativos a procedimientos penales en los que el quejoso se encuentre privado de su libertad en virtud del acto reclamado, éste podrá ser puesto en libertad provisionalmente mientras se resuelve el recurso de revisión, si la autoridad responsable lo interpusiere; tomándose desde luego las medidas necesarias para el aseguramiento del quejoso”.

O bien, puede establecerse que la autoridad responsable que en asuntos criminales en los que el quejoso esté privado de su libertad, concedido el amparo por el juez de Distrito o por la autoridad que conozca del juicio, interponga recurso de revisión que fuere declarado improcedente, estará obligada al pago de los daños y perjuicios causados al agraviado que serán determinados por la autoridad que conozca del juicio de amparo. Ello, a fin de evitar que al autoridad responsable interponga maliciosamente el recurso de revisión cuando el quejoso se encuentra privado de su libertad. (Jorge Arellano Medina, Tomo II, páginas 816 y 817)

La ejecución.

Los artículos 104 a 111 de la Ley de Amparo se refieren a la ejecución de las sentencias y deben ser motivo de una revisión a fondo, en primer lugar, para incluir en este capítulo las ejecuciones que se efectúen con exceso o con en defecto y la ejecución en materia suspensional, a que se refiere el artículo 95, fracciones II, III, IV y IX. 

En segundo lugar, se debe, desde el primer requerimiento que se haga a la autoridad para que cumpla, apercibirla de un medio de apremio que, en un primer instante deberá ser exclusivamente  dinero en cantidad que haga pensar a la autoridad si continúa en su actitud de rebeldía o no, ya que hay jueces de Distrito que imponen multas por un peso, lo que a nadie puede molestar y la razón que se ha proporcionado es que la cantidad a que se refiere el artículo 59 del Código Federal de  Procedimientos Civiles como multa, para hacer cumplir sus determinaciones  es de $1,000.00.  Se corre el punto decimal tres cifras, con lo que la multa.  Esto es un absurdo, porque la sanción es risible y no sirve para que el infractor corrija su conducta y cumpla con lo ordenado por la autoridad judicial.   Y la suma importante con que se aperciba a la autoridad, puede duplicarse o triplicarse la sanción antes de enviar el expediente a la Suprema Corte. ( Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, páginas  1095 y 1096)

El capítulo relativo al incidente de ejecución de sentencias me parece correcto en lo general, sin embargo creo que los artículos 104, 105 y 106 podrían fusionarse en un solo precepto, pues el procedimiento a seguir para ejecutar las sentencias dictadas en los amparos indirectos y directos es el mismo.

Por otro lado creo que es importante que quede aclarado de manera expresa que el cumplimiento sustituto de las sentencias de amparo, es aplicable tanto en el juicio de garantías indirecto como en el directo, pues por una parte el artículo 106 actual, remite al artículo 105 vigente, pero sobre todo no existe razón alguna para que el cumplimiento sustituto solo sea procedente en los amparos tramitados ante Jueces de Distrito, máxime que como ya lo dije anteriormente, el último párrafo de la fracción XVI del artículo 107 constitucional, al hablar del cumplimiento sustituto no excluye a ninguna de las dos clases de amparo. No obsta la idea anterior el hecho de que hay que ser cauteloso en el tema del cumplimiento sustituto de las sentencias de amparo, ya que éstas deben tener efectos restitutorios, toda vez que deben de poner al quejoso en el estado jurídico en que se encontraba antes de ser afectado en sus garantías individuales, sin embargo en casos extraordinarios a criterio del tribunal que conoció del amparo o de la Corte, deberá decretarse el cumplimiento sustituto.

Como dije al tratar el recurso de queja, el cumplimiento defectuoso de los autos de suspensión o de las sentencias de amparo, por haberlos cumplido de más o de menos, en la realidad implica un incumplimiento de la responsable, razón por la cual es necesario que la sentencia o el auto de suspensión se cumplan cabalmente y ello sólo puede lograrse a través del incidente de ejecución, por eso es importante que en este capítulo se establezca que el incidente respectivo abarca el incumplimiento absoluto de las sentencias y del auto de suspensión, la repetición del acto reclamado, así como el incumplimiento parcial de dicha sentencia o auto. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, páginas 1651 y 1652)

ARTICULO 103.-   En los casos a que se refiere  el artículo 107, fracciones VII, VIII y IX de la Constitución Federal, luego que cause ejecutoria la sentencia en que se haya concedido el amparo o que se reciba el testimonio de la ejecutoria en revisión, se comunicará por oficio y sin demora a las autoridades responsables para su cumplimiento. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1921)

ARTÍCULO 104. *(se suprime) Cuando cause ejecutoria la sentencia en que se haya concedido el amparo solicitado, o que se reciba testimonio de la ejecutoria dictada en revisión, el Juez, o el magistrado del Tribunal Unitario de Circuito, la autoridad que haya conocido del juicio o el Tribunal Colegiado de Circuito, si se interpuso revisión contra la resolución que haya pronunciado en materia de amparo directo, la comunicará, por oficio y sin demora alguna, a las autoridades responsables para su cumplimiento y la harán saber a las demás partes.

En casos urgentes y de notorios perjuicios para el quejoso, podrá ordenarse por la vía telegráfica el cumplimiento de la ejecutoria, sin perjuicio de comunicarla íntegramente, conforme al párrafo anterior.

En el propio oficio en que se haga la notificación a las autoridades responsables, se les prevendrá que informen sobre el cumplimiento que se dé al fallo de referencia., dentro del término de veinticuatro horas siguientes a  dicha notificación. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2211)

Artículo 105.  Si dentro de las veinticuatro horas siguientes a la notificación a las autoridades responsables la ejecutoria no quedare cumplida, cuando la naturaleza del acto lo permita, o no se encontrare en vías de ejecución en la hipótesis contraria, el juez de Distrito, la autoridad que haya conocido del juicio o el Tribunal Colegiado de Circuito, si se trata de revisión contra resolución pronunciada en materia de amparo directo requerirán, de oficio o a instancia de cualquiera de las partes, al superior inmediato de la autoridad responsable para que obligue a ésta a cumplir sin demora la sentencia; y si la autoridad responsable no tuviere superior, el requerimiento se hará directamente a ella. Cuando el superior inmediato de la autoridad responsable no atendiere el requerimiento, y tuviere, a su vez, superior jerárquico, también se requerirá a este último.

PROPUESTAS

COMENTARIO: Para el cumplimiento de las ejecutorias, el primero párrafo no señala cuál es el significado de los supuestos... “cuando la naturaleza del acto lo permita, o no se encontrare en vías de ejecución”.
Si el objeto de concesión del amparo es restituir al gobernado en el goce de la garantía violada, y hacerlo implica diligencia y prontitud.  Es fundamental determinar el significado de estos supuestos, cuya imprecisión genera exceso y defecto en el cumplimiento de las ejecutorias, pues en la práctica, el temor de retrasar su diligencia, atropella los tiempos previstos en la ley de la cual emana el acto reclamado. Contemplados como necesarios para la elaboración de las resoluciones. (José Francisco Becerril Mendoza, Tomo III, páginas 2048 y 2049)

Cuando no se obedeciere la ejecutoria, a pesar de los requerimientos a que se refiere el párrafo anterior, el juez de Distrito, la autoridad que haya conocido del juicio o el Tribunal Colegiado de Circuito, en su caso, remitirán el expediente original a la Suprema Corte de Justicia, para los efectos del artículo 107, fracción XVI de la Constitución Federal, dejando copia certificada de la misma y de las constancias que fueren necesarias para procurar su exacto y debido cumplimiento, conforme al artículo 111 de esta Ley.

Cuando la parte interesada no estuviere conforme con la resolución que tenga por cumplida la ejecutoria, se enviará también, a petición suya, el expediente a la Suprema Corte de Justicia. Dicha petición deberá presentarse dentro de los cinco días siguientes al de la notificación de la resolución correspondiente; de otro modo, ésta se tendrá por consentida.

El quejoso podrá solicitar que se dé por cumplida la ejecutoria mediante el pago de los daños y perjuicios que haya sufrido. El juez de Distrito, oyendo incidentalmente a las partes interesadas, resolverá lo conducente. En caso de que proceda, determinará la forma y cuantía de la restitución.

PROPUESTAS

El segundo supuesto de procedencia de la queja se da cuando lo que se recurre es una determinación de la autoridad responsable, caso en que procede la queja por exceso o defecto en el cumplimiento de las resoluciones sobre suspensión provisional o definitiva y sentencias que conceden el amparo, así como falta de cumplimiento al auto de libertad bajo caución; en estos casos la queja no constituye técnicamente un recurso, pues procesalmente éstos proceden contra las autoridades que tramitan un juicio y no contra los actos realizados por las partes en ese procedimiento, como es el caso de las autoridades responsables en el juicio de amparo; además, en los recursos se actualiza una extensión del problema tratado en la determinación recurrida, es decir, la litis analizada en el acto recurrido debe analizarse nuevamente en el recurso, para determinar si fue correcta o no la resolución que se combate; esto no sucede en el caso de la queja cuando se promueve contra actos de la autoridad responsable, como se verá a continuación.

Si en este caso la queja no es en realidad un recurso, queda el problema de determinar su naturaleza procesal, con relación a la cual y toda vez que el elemento común en estas situaciones es la pretensión del recurrente de que se declare el incumplimiento o desobediencia que se imputa a la autoridad responsable respecto de las determinaciones tomadas por las autoridades federales en el trámite y resolución de un juicio de amparo, debe considerarse que la naturaleza de la institución es la de un incidente de incumplimiento o desobediencia, con una litis propia que versa únicamente sobre la obediencia de la responsable a las determinaciones federales y no un recurso, pues como resultado de la queja se obtiene una declaración de que la conducta de la autoridad responsable se adecua o no a lo ordenado dentro de un juicio de amparo, pero no puede obtenerse ninguna modificación a determinación alguna dictada dentro de ese juicio por la autoridad que lo tramite o haya tramitado.

La concepción anterior armoniza las instituciones previstas en la ley de Amparo con relación al cumplimiento de las ejecutorias, cuya naturaleza de incidente ha sido definida ya en la jurisprudencia sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 195, Tomo II, octubre de 1995, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, cuyo texto es como sigue
: 

“INEJECUCION DE SENTENCIA. QUEDA SIN MATERIA EL INCIDENTE CUANDO LOS ACTOS DENUNCIADOS COMO REPETICION DE LOS RECLAMADOS HAN QUEDADO SIN EFECTO.  Cuando los actos denunciados como repetición de los reclamados en un juicio de garantías en que se concedió el amparo al quejoso, hayan quedado sin efecto en virtud de una resolución posterior de la autoridad responsable a la que se le atribuye la repetición de dichos actos, el incidente de inejecución de sentencia queda sin materia, al no poderse hacer un pronunciamiento sobre actos insubsistentes.”

Así como en la jurisprudencia sustentada por la anterior Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 303, Tomo VI, del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, cuyo texto es como sigue
: 

“REPETICION DEL ACTO RECLAMADO, INCIDENTE DE. QUEDA SIN MATERIA SI EN EJERCICIO DE SU COMPETENCIA EL SUPERIOR JERARQUICO DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE DEJA SIN EFECTO EL ACTO QUE LE DIO ORIGEN.  Si durante el trámite del incidente de inejecución de sentencia por repetición del acto reclamado, la autoridad competente superior jerárquico de la autoridad responsable emite una resolución mediante la cual deja sin efectos la que dio origen a dicho incidente y se restablecen las cosas al estado que tenían antes de la violación de garantías, sin que la quejosa haga manifestación alguna, no obstante la vista que se le dio con la resolución de mérito, como el propósito del artículo 108 de la Ley de Amparo no es el de que se llegue a la imposición de las sanciones ahí especificadas, sino el de que las sentencias de amparo sean debidamente cumplidas, resulta indudable que el incidente de que se trata ha quedado sin materia al quedar sin efectos jurídicos el acto que le dio origen, siendo suficiente para arribar a esta conclusión, el que la autoridad responsable lo haya manifestado así y su dicho se apoye con las copias certificadas de la resolución correspondiente, sin que sea necesario que el quejoso exprese su conformidad por escrito, si el mismo fue debidamente notificado y nada expuso en contrario.”

Considerar los casos de queja por exceso, defecto o desobediencia, como presupuestos para el trámite de un incidente, traería como consecuencia la posibilidad, para la parte afectada, de ofrecer y desahogar pruebas para demostrar sus afirmaciones, sin quedar sujeta al informe que rinda la autoridad responsable, lo que garantizaría el respeto a las formalidades esenciales del procedimiento tal como éstas han sido consideradas en la jurisprudencia sustentada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 133, tomo II, diciembre de 1995, Novena Epoca del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, cuyo texto es como sigue
:

“FORMALIDADES ESENCIALES DEL PROCEDIMIENTO. SON LAS QUE GARANTIZAN UNA ADECUADA Y OPORTUNA DEFENSA PREVIA AL ACTO PRIVATIVO.  La garantía de audiencia establecida por el artículo 14 constitucional consiste en otorgar al gobernado la oportunidad de defensa previamente al acto privativo de la vida, libertad, propiedad, posesiones o derechos, y su debido respeto impone a las autoridades, entre otras obligaciones, la de que en el juicio que se siga "se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento". Estas son las que resultan necesarias para garantizar la defensa adecuada antes del acto de privación y que, de manera genérica, se traducen en los siguientes requisitos: 1) La notificación del inicio del procedimiento y sus consecuencias; 2) La oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la defensa; 3) La oportunidad de alegar; y 4) El dictado de una resolución que dirima las cuestiones debatidas. De no respetarse estos requisitos, se dejaría de cumplir con el fin de la garantía de audiencia, que es evitar la indefensión del afectado.”

Cuando la queja se promueve contra determinaciones de la autoridad responsable, se advierte que el Juez de Distrito o el Tribunal Colegiado de Circuito, que haya tramitado el juicio de amparo indirecto o directo, resuelve en primera instancia sobre la desobediencia alegada por el recurrente, y corresponde siempre a la Suprema Corte resolver la cuestión en última instancia, mediante el recurso de inconformidad o la “queja de queja”.


Todos los demás casos de procedencia de la queja se refieren a resoluciones de las autoridades responsables, que implican el análisis de la obediencia o desobediencia de dichas responsables a las determinaciones dictadas dentro de los juicios de amparo, ya sea directo o indirecto, y por lo mismo su naturaleza no es de resoluciones dictadas dentro del juicio de amparo por la autoridad que lo tramita, sino que constituyen conflictos autónomos sobre la conducta de una de las partes en el citado juicio (la autoridad responsable) en relación con las determinaciones de la autoridad que lo tramita; luego, contra ellas técnicamente no procede un recurso, y por lo mismo, la controversia sobre su obediencia o desobediencia a las determinaciones pronunciadas dentro del juicio de amparo constituyen una litis autónoma de la constitucional que se dirime en el juicio de garantías, por lo que su resolución debe darse en forma incidental, pues es innegable su estrecha relación con el juicio de garantías propiamente dicho, a fin de que se decida sobre la desobediencia imputada por el interesado a la autoridad responsable, incidente dentro del cual debe pronunciarse una resolución de la autoridad que tramitó el juicio de amparo, por ser quien emite la determinación cuya desobediencia se estudia, independientemente de que contra dicha resolución proceda el recurso de revisión, pues se trataría de una interlocutoria dictada en un incidente, solución que mantiene la coherencia lógica del sistema de recursos.

Lo anterior justificaría, además, la eliminación del recurso de inconformidad que actualmente establece el artículo 105 de la Ley de Amparo y que contradice lo dispuesto por el artículo 82, que establece como recursos en el juicio de amparo únicamente la queja, la revisión y la reclamación, sin mencionar la inconformidad.

2. El recurso de inconformidad

Por lo que hace a la inconformidad, actualmente se establece contra las resoluciones dictadas en el incidente de inejecución de sentencia, pero su naturaleza es, al igual que la revisión, la de una apelación; es decir, la apertura de la segunda instancia para que el superior jerárquico, en este caso la Suprema Corte, confirme, modifique o revoque la resolución del inferior, incluso con litis abierta porque el tribunal Ad Quem puede investigar e integrar más elementos de convicción que los aportados en primera instancia y resolver libremente, sin sujetarse a los términos de la promoción de inconformidad.

Por ello, como ya precisamos, consideramos que debe eliminarse como figura autónoma e incluirse dentro de los casos de procedencia del recurso de revisión, para mantener la coherencia y unidad del sistema de recursos.

Uno de los principales problemas del juicio de amparo es obtener el cumplimiento completo y correcto de las ejecutorias en las que se concede la protección federal contra leyes y actos inconstitucionales.

En el sistema de la ley de amparo actual, existen varias figuras relacionadas con el tema apuntado y, si bien todas tienden a lograr la ejecución de las sentencias, los medios previstos se encuentran desarticulados, ya que cada uno de ellos tiene como materia diferentes aspectos, al grado tal que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha determinado que cada medio es autónomo y excluyente de los demás:

“SENTENCIAS DE AMPARO. PROCEDIMIENTOS PREVISTOS EN LA LEY DE AMPARO PARA LOGRAR SU CUMPLIMIENTO.  El sistema dispuesto por la Ley de Amparo para lograr el cumplimiento de las sentencias que concedan la Protección Federal se compone de diversos procedimientos, excluyentes entre sí, cuya procedencia depende de que se actualice alguno de los siguientes supuestos: 1o. Desacato a la sentencia de amparo cuando la autoridad responsable, abiertamente o con evasivas, se abstiene totalmente de obrar en el sentido ordenado por la sentencia, o bien no realiza la prestación de dar, hacer o no hacer que constituye el núcleo esencial de la garantía que se estimó violada en la sentencia, sino que desarrolla actos que resultan intrascendentes, secundarios o poco relevantes para dicho cumplimiento. En este supuesto: a) Si el juez o tribunal que conoce del asunto declara que no se ha cumplido la sentencia a pesar de los requerimientos dirigidos a la autoridad responsable y a su superior jerárquico (artículo 105, primer párrafo), remitirá de oficio el asunto a la Suprema Corte, iniciándose el incidente de inejecución (artículo 105, segundo párrafo) que puede conducir a la destitución de la autoridad responsable en términos del artículo 107, fracción XVI, constitucional; b) Si el juez o tribunal resuelve que la responsable cumplió la sentencia, procede la inconformidad en contra de su decisión (artículo 105, tercer párrafo), cuya resolución podría conducir a la destitución de la autoridad responsable y su consignación ante un juez de Distrito, si la Suprema Corte comprueba que ésta incurrió en evasivas o procedimientos ilegales para incumplir, dando la apariencia de acatamiento; c) Si el quejoso elige que la sentencia de amparo se dé por cumplida mediante el pago de una indemnización, procede el incidente de pago de daños y perjuicios (artículo 105, último párrafo). 2o. Cumplimiento excesivo o defectuoso de la sentencia de amparo. En este supuesto, el quejoso puede acudir al recurso de queja en contra de los actos de la autoridad responsable (artículo 95, fracciones II y IV) y en contra de la resolución que llegue a dictarse, procede el llamado recurso de queja de queja (artículo 95, fracción V), cuya resolución no admite a su vez medio de impugnación alguno. 3o. Repetición del acto reclamado cuando la autoridad reitera la conducta declarada inconstitucional por la sentencia de amparo. En este supuesto: a) Si el juez o tribunal resuelve que la autoridad incurrió en esta repetición, procede el envío de los autos a esta Suprema Corte para que determine si es el caso de imponer la sanción de destitución y su consignación ante un juez de Distrito; b) Si el juez o tribunal resuelve que la autoridad no incurrió en repetición del acto reclamado, procede la inconformidad en contra de su decisión (artículo 108), cuya resolución podría conducir, en caso de ser fundada, y una vez agotados los trámites legales, a la destitución de la autoridad y a la consignación señalada. En estos supuestos, los procedimientos que podrían conducir a la destitución de la autoridad responsable se tramitarán sin perjuicio de las medidas que deban tomarse hasta obtener el cumplimiento del fallo protector.” (Pleno. Incidente de inconformidad 114/94. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, Tomo II, octubre de 1995, p. 160).

Lo anterior provoca que se complique innecesariamente la solución al problema fundamental: obtener el cumplimiento de las sentencias o, dicho de otra forma, determinar si alguna autoridad ha obedecido la sentencia de amparo o no y, en su  caso, obligarla a cumplirla.

Sin embargo, consideramos que no debe perderse de vista que no sólo la sentencia que concede el amparo debe ser cumplida por las autoridades responsables y sus subalternas, sino otras resoluciones dictadas dentro del juicio, como los autos de suspensión, tanto de oficio como provisional y definitiva, consideramos conveniente ampliar el concepto al de cumplimiento de las determinaciones tomadas dentro del juicio de amparo.

Por otra parte, tanto en la inejecución como en el exceso o defecto en el cumplimiento y en la repetición del acto reclamado, el problema fundamental es el mismo: determinar si la autoridad responsable ha obedecido o no alguna determinación dictada dentro del juicio de amparo; el hecho de que la desobediencia sea total (inejecución), se manifieste en un exceso o defecto (queja) o se manifieste insistiendo en volver a realizar un acto ya declarado inconstitucional (repetición), resulta un aspecto de naturaleza secundaria, pues en todos ellos subyace la falta de respecto de la autoridad responsable y sus subalternas hacia las determinaciones tomadas por el juez o tribunal que conoce del juicio de garantías.

Ello nos lleva a considerar una alternativa al tratamiento de este problema.

Partiendo de la base de que, como ya precisamos al hablar de la queja por exceso o defecto, así como del recurso de inconformidad, los actos y omisiones de las autoridades responsables no pueden ser objeto de recurso dentro del juicio de amparo, puesto que tales autoridades son partes en dicho procedimiento.

En la teoría del derecho procesal general se admite que la ejecución de una sentencia es materia de un incidente, normalmente denominado incidente de ejecución, en el que se llevan a cabo los actos necesarios para obtener el cumplimiento de la resolución dictada en el juicio; este incidente se encuentra previsto actualmente en el artículo 105 de la Ley de Amparo.

Las consecuencias de que no se cumpla con la sentencia de amparo varían según se trate de un incumplimiento total, caso en el que se envían los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, quien debe aplicar una sanción extrema: la separación del cargo y la consignación ante un juez de Distrito; la gravedad de la sanción indicada ha provocado que, en la práctica, no se aplique y nuestro Máximo Tribunal se vea en la necesidad de gestionar en vía “administrativa” y “pedir por favor” a las autoridades que cumplan con las ejecutorias, lo que, a la vez que daña la imagen de la Suprema Corte y del Poder Judicial de la Federación, ocasiona que las autoridades ordinarias, sobre todo de tipo administrativo, pierdan el respeto que deberían guardar hacia los tribunales federales cuando actúan como órganos de control de constitucionalidad.

Si el problema es un cumplimiento inadecuado, por exceso o defecto en la actuación de la autoridad responsable, se combate mediante el “recurso” de queja que ya hemos examinado y para promoverlo se tiene el plazo de un año, que consideramos excesivo y contrario al principio de seguridad jurídica.

Finalmente, la repetición del acto reclamado también es motivo a la separación del cargo y a la consignación ante el juez de Distrito.

Ahora bien, la disgregación normativa de estos medios provoca que la solución al problema se complique y dilate, pues si se incumple por completo una ejecutoria, después de tramitar el incidente de inejecución, se obtiene un acto de la autoridad responsable que deja sin materia dicho incidente, sin que en él pueda examinarse si el cumplimiento es correcto o se incurrió en exceso o defecto, y algo parecido ocurre en la repetición del acto reclamado.

Insistimos en que la naturaleza de fondo del problema consiste en determinar si la autoridad responsable obedece o no las determinaciones dictadas dentro del juicio de amparo, por lo que proponemos la integración de todos los medios previstos actualmente en la Ley de Amparo sobre este tema, en un sólo incidente al que podría denominarse incidente de desobediencia, en el que la parte interesada pueda gestionar la determinación de que se ha incurrido en desobediencia, sea total (inejecución y repetición) o parcial (exceso o defecto) y la aplicación de sanciones graduales que verdaderamente obliguen a las autoridades responsables a cumplir con las determinaciones dictadas en los juicios de garantías.

La tramitación de dicho incidente deberá corresponder a la autoridad que haya conocido del juicio y, por ser un incidente, la interlocutoria que lo resuelva sería impugnable por medio del recurso de revisión, lo que mantendría la sencillez del sistema de recursos.

Por otra parte, la posibilidad de imponer una sanción fija: la separación del cargo y la consignación, limita las posibilidades reales de obtener el cumplimiento de las resoluciones de amparo, puesto que la propia gravedad de la sanción ocasiona que no se aplique.

Por ello proponemos que la separación del cargo y la consignación se mantenga como sanción máxima, pero que se complemente con sanciones económicas (multas) graduales.

Así, dictada una resolución en el juicio de amparo y agotado el plazo para su cumplimiento, de oficio o a petición de la parte interesada se abrirá el incidente de desobediencia, dentro del cual se pedirá informe a la responsable para que pueda justificar su proceder; esto en virtud de que como parte dentro del juicio goza de la garantía de audiencia.

Por tratarse de un incidente, las partes podrían aportar pruebas (otro elemento esencial de la garantía de audiencia), para lo cual se señalaría una audiencia incidental de pruebas, alegatos y resolución.

Si se resolviera que la autoridad responsable ha incurrido en desobediencia a la determinación dictada dentro del juicio de garantías, se le requeriría para que en el plazo de tres días justifique haber dado cumplimiento correcto a la resolución, realizando los actos conducentes o anulando los que fuera necesario.

Además, al determinarse que existió desobediencia, deberá imponerse una sanción al servidor público titular del órgano de autoridad desobediente; la sanción podría consistir en una multa de diez a quinientos días de salario; consideramos que estos límites permitirían sancionar adecuadamente la desobediencia, atendiendo a su gravedad, sin dejar de ser un castigo de cierta relevancia.

Si a pesar de ese primer requerimiento no se obtuviera el cumplimiento correcto de la ejecutoria, sea por omisión total o porque el cumplimiento sea defectuoso o excesivo, el tribunal que conozca del incidente deberá calificar este último aspecto, en su caso, y podrá requerir por una segunda ocasión a la responsable para que cumpla correctamente con la resolución.

Dado que a estas alturas ya estaría determinado que existió desobediencia por parte de la autoridad responsable, y que ésta subsiste, en los mismos términos o con variantes secundarias, como podría ser el exceso o defecto en el cumplimiento, al hacerse el segundo requerimiento deberá imponerse una segunda multa, esta vez de quinientos a mil días de salario, procediéndose a continuación en los mismos términos previstos para el primer requerimiento.

Si a pesar del segundo requerimiento no se obtuviera el cumplimiento correcto de la resolución de amparo, deberá determinarse así y aplicar la sanción máxima: separar del cargo al servidor público responsable de la desobediencia y consignarlo ante el juez de Distrito que corresponda, para ser sancionado conforme al Código Penal para el Distrito Federal.

Ahora bien, dado que la pena por el delito de desobediencia establecida en el Código Penal no es demasiado elevada, consideramos que deberá complementarse con la inhabilitación para ocupar cualquier empleo, cargo o comisión públicos, que podría ir de uno a diez años. 

También debería establecerse que el pago de las multas impuestas en el incidente de desobediencia se cubran con el patrimonio personal del servidor público responsable y prohibirse expresamente que se apliquen recursos públicos para cubrirlas, pues de otra forma los responsables no son los que cumplen las sanciones impuestas.

Nuestro Máximo Tribunal ha establecido que cuando cambian los servidores públicos titulares de los órganos que deben cumplir las resoluciones de amparo, debe requerirse nuevamente su cumplimiento; esto debería establecerse expresamente en la ley pero, además, debería también precisarse que el cambio de los titulares no impida que se ejecuten las sanciones aplicadas a los titulares substituidos, a fin de evitar que por este medio se burle el cumplimiento de las determinaciones de amparo.

Finalmente, dado que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sido reconocida como tribunal de constitucionalidad, consideramos que el recurso de revisión contra las resoluciones dictadas en el incidente de desobediencia deberá ser competencia de los Tribunales Colegiados de Circuito y sólo se reservaría a nuestro Máximo Tribunal el conocimiento del recurso contra la aplicación de la sanción máxima consistente en la separación del cargo, la consignación y la inhabilitación.

Por lo antes expuesto, propongo que se reestructure el sistema de recursos de la Ley de Amparo en los siguientes aspectos:

1. Eliminar la queja como recurso autónomo.

2. Los casos actualmente previstos como supuesto de procedencia de la queja, en que se recurren determinaciones de los Tribunales Unitarios de Circuito, de los Jueces de Distrito o de la autoridad que conoce del juicio conforme al artículo 37 de la Ley de Amparo, deben incluirse dentro de los casos de procedencia del recurso de revisión.

3. Los casos previstos actualmente como hipótesis de procedencia del recurso de queja, en que se recurren actos de autoridades responsables, deberán trasladarse al capítulo dedicado a los problemas de incumplimiento o desobediencia de las determinaciones dictadas en los juicios de amparo.

4. Eliminar el recurso de inconformidad y sustituirlo por la revisión ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación, generalizando la procedencia de la revisión contra todas las resoluciones interlocutorias que se pronuncien en un juicio de amparo.

5. Establecer el “incidente de desobediencia” como figura procesal autónoma, para determinar si una autoridad, distinta a la que tramita el juicio de amparo, incurre en exceso, defecto o incumplimiento de una determinación dictada en un juicio de amparo, o no, debiéndose incluir en el mismo los problemas de repetición de acto reclamado; contra la determinación que resuelva dicho incidente procederá la revisión, por tratarse de una interlocutoria.

6. Implementar un sistema de sanciones progresivas a la desobediencia: una primera multa de diez a quinientos días de salario; una segunda multa de quinientos a mil días de salario y, finalmente, la sanción máxima sería la separación del cargo y la inhabilitación por uno a diez años, para ocupar cualquier empleo, cargo o comisión públicos, seguidas de la consignación ante el Juez de Distrito para ser juzgado por desobediencia.

7. Establecer que las multas serán pagadas del patrimonio del servidor público sancionado y prohibir que se apliquen a ellas recursos públicos. (Germán Eduardo Baltazar Robles, Tomo I, páginas 52 a 57, 59 a 60, 69 a 79)

ADICIONAR UN CUARTO PARRAFO AL ARTICULO 105 DE LA LEY DE AMPARO, PASANDO EL ACTUAL PARRAFO A SER EL QUINTO PARRAFO DEL PROPIO ARTICULO, PARA QUEDAR COMO SIGUE:

“ARTICULO 105.-  ………………………………………….

…………………………………………………………………………..

Si se estima que la inconformidad anterior careció de motivo, se impondrá al promovente o a su abogado, o a ambos, una multa de diez a ciento veinte días de salario.

El quejoso ………………………………………………….… 

…………………………………………………..”

MOTIVO

Se ha podido apreciar que al no haber sanción para la información en contra de la resolución que tiene por cumplida una ejecutoria, está se utiliza sin medida, y la sanción propuesta es igual a la señalada en el último párrafo del Artículo 104.(Armando Díaz Olivares, Tomo I, página 95)

Pasando a otra cuestión, los artículos 104 y 105 de la Ley de Amparo al referirse al cumplimiento de las sentencias, obligan  a hacerlo dentro de un término de 24 horas a partir de la fecha en  que se les comunique, plazo que me parece es demasiado breve basándome también en el cúmulo de asuntos que manejan muchas de esas autoridades, especialmente las judiciales y, en muchos otros casos, la falta de medios para la ejecución.

En relación a esto, propongo la modificación de ese término, a cinco días.(Ma. De los Angeles Eduwiges Chavira Martínez, Tomo I, páginas 455 y 456)

3.- Dispone el artículo 107 Constitucional en su fracción XVI segundo párrafo: 

107.-

XVI: - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

“Cuando la naturaleza del acto lo permita, la Suprema Corte de Justicia, una vez que hubiera determinado el incumplimiento o repetición del acto reclamado, podrá disponer de oficio el cumplimiento substituto de las sentencias de amparo, cuando su ejecución afecte gravemente a la sociedad o a terceros en mayor proporción que los beneficios económicos que pudiera obtener el quejoso, Igualmente, el quejoso podrá solicitar ante el órgano que  corresponda, el cumplimiento substituto de la sentencia de amparo, siempre que la naturaleza del acto lo permita.”

Lo anterior no ha sido aun establecido como tal en la Ley Reglamentaria, puesto que el texto del artículo 105 de la Ley de Amparo en su último párrafo dice: 

105.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

“El quejoso podrá solicitar que se dé por cumplida la ejecutoria mediante el pago de los daños y perjuicios que haya sufrido. El juez de Distrito, oyendo incidentalmente a las partes interesadas, resolverá lo conducente.  En caso de que proceda, determinará la forma y cuantía de la restitución.”

Lo anterior genera una antinomia, fácil de resolver en cuanto a los principios de hermenéutica aplicables, pero que hace oscura la ley y permite confusiones. La restitución en el goce de las Garantías, en ocasiones, puede afectar a terceros o generar un desequilibrio entren la pretensión del quejoso y las consecuencias ocasionadas por el acatamiento del fallo. En otras ocasiones, la ejecución sustituta permite una restitución más adecuada y congruente con la realidad. Por tanto, se sugiere modificar el artículo 105 de la Ley de Amparo en su último párrafo para quedar como sigue:

105.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

“Cuando la naturaleza del acto lo permita, la Suprema Corte de Justicia, una vez que hubiera determinado el incumplimiento o repetición del acto reclamado, podrá disponer de oficio el cumplimiento substituto de las sentencias de amparo, cuando su ejecución afecte gravemente a la sociedad o a terceros en mayor proporción que los beneficios económicos que pudiera obtener el quejoso, Igualmente, el quejoso podrá solicitar que se dé por cumplida la ejecutoria mediante el pago de los daños y perjuicios que haya sufrido. El juez de Distrito, oyendo incidentalmente a las partes interesadas, resolverá lo conducente, siempre que la naturaleza del acto lo permita.” (Jorge Chessal Palau, Tomo II, páginas  790 a 792)

La oposición de que se haga por parte del quejoso en los términos de los artículos 105 y 108, a la sentencia que tenga por cumplida la de amparo, debe integrarse al capítulo de recursos, como una queja.( Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, página 1096)

Por último, la reforma del artículo 107, fracción XVI de 1994, no fue feliz, en dos aspectos:

* La caducidad del procedimiento, que ya he dicho jamás debe existir.

La facultad que se otorga a la Suprema Corte para disponer de oficio que haya cumplimiento sustituto en las sentencias, por varias razones: porque no siempre la violación de garantías se traduce en un beneficio económico; porque de esa manera queda impune la autoridad que cometió la violación de garantías, pues ni se le separa del cargo, ni es consignada, con lo que se fomenta la violación de los preceptos constitucionales y porque se dispone de un bien del quejoso sin su anuencia, lo que es violatorio del artículo 14 de la Constitución, aun cuando la reforma la haya hecho el Constituyente Permanente. ( Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, páginas 1096 y 1097)

Enmienda.

SE PROPONE LA INCLUSIÓN DEL ARTÍCULO 105 BIS, CON LA SIGUIENTE REDACCIÓN:

ART. 105 BIS.- CUANDO LA EJECUTORIA CONSTITUYA JURISPRUDENCIA, SE ORDENARÁ A LA AUTORIDAD RESPONSABLE, QUE DEROGUE O ABROGUE LA LEY, REGLAMENTO O DISPOSICIÓN DE ALCANCE GENERAL DECLARADOS INCONSTITUCIONALES.

Motivos.

Por respeto al principio de división de poderes que rige nuestro orden constitucional, establecido en el artículo 49 de la Carta Magna, corresponde al poder encargado de la función legislativa, como uno de los depositarios de la soberanía del pueblo mexicano, como creador vía proceso legislativo, de la ley declarada inconstitucional, suprimir parcial o totalmente su vigencia, ya que al Poder Judicial de la Federación le corresponde el ejercicio de la función jurisdiccional. (Fidencio Ramírez y Fidel Herrera Beltrán , Tomo II, páginas 1156 y 1157)

Señalamiento de un término adecuado para el cumplimiento de ejecutorias emitidas en los juicios de amparo.

Al respecto, proponemos la modificación de los artículos 105. 106 y 107 de la Ley de Amparo, que establecen un término perentorio de 24 horas para dar cumplimiento a la ejecutoria de amparo; lo que es imposible de acatar en materia laboral, cuando se trata de dictar un nuevo laudo, lo que requiere un lapso de varios días, conforme a lo dispuesto en los artículos 888, 889 y 890 de la Ley Federal del Trabajo.(Antonio Montes Peña, Tomo II, página 1256)

Se estima prudente incluir en el capítulo relativo a la ejecución de sentencias concesorias de amparo la facultad del Juez de Distrito para iniciar de oficio el incidente de cumplimiento sustituto en el caso de que las autoridades responsables hayan alegado y demostrado que existe imposibilidad jurídica o material para cumplir con la sentencia de amparo. (Emilio Alberto Hassey Domínguez, Tomo III, página 1609)

La fracción IX del artículo 73 de la Ley de Amparo señala la improcedencia del juicio de garantías cuando se haya consumado de manera irreparable el acto de autoridad, situación que es lógica si se toma en cuenta que el objeto de las sentencias de amparo es restituir al quejoso en el estado en que se encontraba antes de cometerse la violación. No obstante ello el último párrafo del artículo 105 de la Ley de Amparo permite el cumplimiento sustituto de la sentencia de amparo, es decir en lugar de restituir al quejoso en el estado en que se encontraba antes de que se violaran sus garantías individuales, la ejecución de la sentencia de amparo se haría liquidando los daños y perjuicios que causo al quejoso el acto de autoridad violatorio de sus garantías.

Si bien estoy de acuerdo con el cumplimiento sustituto como un caso de excepción
, creo que deberían limitarse los casos en los que procede, pues en la ley no se establecen.  (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1638)

ARTICULO.-   Si dentro de las veinticuatro horas siguientes a la notificación de las autoridades responsables la ejecutoria no quedare cumplida, se remitirá el expediente original a la Suprema Corte de Justicia, para los efectos del artículo 107, fracción XVI de la Constitución Federal, dejando copia certificada de los mismos y de las constancias que fuesen necesarias para procurar su exacto y debido cumplimiento.

Cuando la parte quejosa no estuviere  conforme con la resolución que tenga por cumplida la ejecutoria, se enviará también, a petición suya, el expediente  a la Suprema Corte de Justicia.  Dicha petición  deberá presentarse dentro de los cinco días siguientes al en que surta efectos la notificación de la resolución correspondiente, de no hacerlo, se dará vista al Ministerio Público, para los efectos  previstos en el artículo 113 de esta Ley.

Se podrá solicitar que se de por cumplida la ejecutoria mediante el pago de daños y perjuicios.  El Juez de Distrito oyendo incidentalmente  a la interesada resolverá lo conducente.  En caso de que proceda, determinará la forma y cuantía.

MOTIVOS.-   Se ha observado que las ejecutorias de amparo tardan en cumplirse con motivo de los requerimientos a los superiores jerárquicos e inclusive por el cambio del titular encargado de cumplimentar el fallo.  Por ello,  en el precepto se elimina el innecesario procedimiento de dar  vista a los superiores jerárquicos y así fortalecer a la institución de amparo.

Por último, se fortalece a la institución del  Ministerio Público al darle participación  con el no desahogo del auto que tiene por cumplida la ejecutoria. (David Ancira Martínez, Tomo III, páginas 1921 y 1922)

Ahora bien, respecto al último párrafo, la Ley debe determinar con claridad, cuál es el supuesto en el que el quejoso puede solicitar que la sentencia de amparo se de por cumplida mediante el pago de los daños y perjuicios, los términos y condiciones, y si el Juez de Distrito es la única autoridad que puede resolver esta causa.  De otro modo, queda a la pragmática interpretación del juzgador y no a la literalidad de la norma. (José Francisco Becerril Mendoza, Tomo III, página  2049)

SEGUNDA.-  Derogar del artículo 107 constitucional en su Fracción XVI, segundo párrafo, parte in fine que expresa: 

“Igualmente, el quejoso podrá solicitar ante el órgano que corresponda, el cumplimiento substituto de la sentencia de amparo, siempre que la naturaleza del acto lo permita.”

Lo anterior, por contrario al interés público y social y, por ende, a la naturaleza jurídica del juicio constitucional.

Por otro lado, se debe derogar del artículo 105 de la Ley de Amparo, en su último párrafo, el cual se refiere al cumplimiento sustituto de ejecución de sentencias federales por contravenir lo dispuesto por el artículo 80 de ese mismo ordenamiento jurídico, así como la ratio essendi de la misma ley.

Cabe señalar que dicho párrafo expresa:

“El quejoso podrá solicitar que se dé por cumplida la ejecutoria mediante el pago de los daños y perjuicios que haya sufrido.  El juez de distrito, oyendo incidentalmente a las partes interesadas, resolverá lo conducente.  En caso de que proceda, determinará la forma y cuantía de la restitución”.

Atento a lo anterior, podemos aseverar que en caso de seguirse observando dicho precepto se estará beneficiando únicamente a un individuo lo cual es contrario al bien común que es lo que persigue nuestra Ley de Amparo. (Mario Luis Pérez Méndez, Tomo III, páginas 2061 y 2062)

Del pago de daños y perjuicios en ejecución de sentencia.

TEXTO ACTUAL. El quejoso podrá solicitar que se dé por cumplida la ejecutoria mediante el pago de los daños y perjuicios que haya sufrido. El juez de Distrito, oyendo incidentalmente a las partes interesadas, resolverá lo conducente. En caso de que proceda, determinará la forma y cuantía de la restitución.

JUSTIFICACIÓN. Nuevamente insistimos en que los conceptos deben tender a una protección eficaz de las garantías individuales, por lo que la reparación mediante el pago de daños y perjuicios debe suprimirse. (Luis Orlando Hernández, Tomo III, página 2080)

En dicho precepto encontramos el procedimiento para hacer el cumplimiento de las ejecutorias y que de su simple lectura pudiera advertirse que es muy contundente y que debido a ello las autoridades responsables que incumplen pudieran incluso ser separadas de su cargo, sobre todo cuando en dicho precepto se habla de un término de 24 horas, el cual debe permanecer por la premura del cumplimiento.

Sin embargo, es conocido de todos que la realidad se aparta totalmente a lo que contempla dicho precepto ya que tanto en los Juzgados de Distrito como en los Tribunales Colegiados de Circuito existen innumerables resoluciones que tienen más de dos años y aun se encuentran en la fase de incumplimiento. De ahí que consideramos que el precepto a estudio se aplique con todo rigor y que deje de ser letra muerta, es decir no proponemos reforma a su contenido sino que sólo solicitamos su aplicación a fin de que éste no quede sólo utilizado como doctrina en las cátedras de amparo. (Ignacio Quesada Castillo, Tomo III, páginas 2118 y 2119)

ARTÍCULO 105. Si dentro de las veinticuatro horas siguientes a la notificación a las autoridades responsables la ejecutoria no quedare cumplida, cuando la naturaleza del acto lo permita, o no se encontrare en vías de ejecución en la hipótesis contraria, el Juez de Distrito, el magistrado del Tribunal Unitario de Circuito, la autoridad que haya conocido del juicio o el Tribunal Colegiado de Circuito, si se trata de revisión contra resolución pronunciada en materia de amparo directo requerirán, de oficio o a instancia de cualquiera de las partes, al superior jerárquico de la autoridad responsable para que obligue a ésta a cumplir sin demora la sentencia; y si la autoridad responsable no tuviere superior, el requerimiento se hará directamente a ella. Cuando el superior inmediato de la autoridad responsable no atendiere el requerimiento, y tuviere, a su vez, superior jerárquico, también se requerirá a este último.

Cuando no se obedeciere la ejecutoria, a pesar de los requerimientos a que se refiere el párrafo anterior, el Juez de Distrito,  el  magistrado del Tribunal Unitario de Circuito ,la autoridad que haya conocido del juicio o el Tribunal Colegiado de Circuito, en su caso, declarará el incumplimiento y remitirá el expediente original a la Suprema Corte de Justicia, para los efectos del artículo 107, fracción XVI de la Constitución Federal, dejando copia certificada de la misma y de las constancias que fueren necesarias para procurar su exacto y debido cumplimiento, conforme al artículo 111 de esta ley.

Cuando la parte interesada no estuviere conforme con la resolución que tenga por cumplida la ejecutoria, se enviará también, a petición suya, el expediente a la Suprema Corte de Justicia. Dicha petición deberá presentarse dentro de los cinco días siguientes al de la notificación de la resolución correspondiente; de otro modo, ésta se tendrá por consentida.

El quejoso podrá solicitar que se dé por cumplida la ejecutoria mediante el pago de los daños y perjuicios que haya sufrido  ,siempre y cuando la naturaleza del acto reclamado lo permita. El Juez de Distrito o el magistrado del Tribunal Unitario de Circuito, oyendo incidentalmente a las partes interesadas, resolverá lo conducente. En caso de que proceda, determinará la forma y cuantía de la restitución.

Si la autoridad responsable carece de medios económicos para cubrir la indemnización a que se haga acreedor el agraviado, deberá notificarlo inmediatamente al órgano de control constitucional para que éste ordene su cumplimiento por cualquiera de los medios permitidos por las leyes fiscales aplicables. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2212 y 2213)

Igualmente debe de acontecer con el cumplimiento y ejecución de las sentencias de amparo, para mantener inviolado el orden constitucional y efectivamente restituir al quejoso en el uso y goce de su garantía individual transgredida. (Román Díaz Vázquez, Tomo III, página 2291)

Consideraciones.- El crecimiento lógico y natural de la población, la globalización y otros factores de índole tanto interna como externa, ha producido efectos en la vida económica y social del país, que se han traducido en problemas laborales, penales, civiles y administrativas que después de ventilarse ante las instancias correspondientes, llegan hasta los tribunales de amparo.

El aumento destacado, ha hecho que nuestra institución haya tenido que multiplicar sus órganos con el consiguiente esfuerzo de sus funcionarios, que en muchas de las veces, podría catalogarse como sebrehumano.

Es un hecho conocido que los Tribunales de control constitucional conceden, en muchos casos, el amparo de la Justicia Federal.

Buena parte de ese trabajo, que llega tanto a los Juzgados de Distrito como a los Tribunales, se debe a cuestiones relacionadas con el cumplimiento de las sentencias, que muchas veces llegan hasta la H. Suprema Corte de Justicia de la Nación, misma que ha tenido que crear todo un aparato jurídico-administrativo para resolver esas cuestiones se ha tenido que editar un manual y emitir numerosas jurisprudencias y tesis, entre las que destaca una que propone el trámite de un incidente innominado para aclarar los efectos de una sentencia y su cumplimiento.

Desde mi particular punto de vista, la problemática se produce, la mayoría de las veces, sin ser las únicas, por dos cuestiones a saber.

1º Falta de precisión de los efectos de las sentencias, y

2º Imprecisión en el momento de atender al cumplimiento por parte de las responsables, en mérito a una interpretación errónea o imprecisa de la sentencia amparadora, dictada por un Tribunal Colegiado en el recurso de revisión.

En lo tocante al punto segundo con el fin de evitar en muchos de los casos, recursos que producen carga excesiva de trabajo, rezago e incumplimiento del carácter sumario del Juicio de Garantías, se debe plasmar en los artículos 104, 105 y demás relativos que los Tribunales Colegiados de Circuito, que revocan sentencias de primer grado, deberán tener a cargo la vigilancia del cumplimiento de las sentencias, pues son ellos los que conocen los límites exactos de la concesión, de ese modo se evitaría que los Jueces de Distrito Tribunales Unitarios de Circuito y las autoridades a que se refiere el Artículo 37 de la Ley de Amparo, interpreten erróneamente el sentido y alcance de la resolución de los Tribunales Colegiados al resolver en el recurso de revisión que la justicia ampara y protege.

Con ello también se disminuiría la carga en los Tribunales Colegiados al no tener que resolver el llamado recurso de queja de la queja, también denominado requeja. (Francisco Javier Teodoro Arcovedo Montero, Tomo IV, páginas 2550 a 2552).

ARTÍCULO 105 .- Si dentro de las veinticuatro horas siguientes a la notificación a las autoridades responsables la ejecutoria no quedare cumplida, cuando la naturaleza del acto lo permita, o no se encontrare en vías de ejecución en la hipótesis contraria, el juez de Distrito, la autoridad que haya conocido del juicio o el Tribunal Colegiado de Circuito, si se trata de revisión contra resolución pronunciada en materia de amparo directo requerirán, de oficio o a instancia de cualquiera de las partes, al superior inmediato de la autoridad responsable para que obligue a ésta a cumplir sin demora la sentencia; y si la autoridad responsable no tuviere superior, el requerimiento se hará directamente a ella.  Cuando el superior inmediato de la autoridad responsable no atendiere el requerimiento, y  tuviere, a su vez, superior jerárquico, también se requerirá a este último.

Cuando no se obedeciere la ejecutoria, a pesar de los requerimientos a que se refiere el párrafo anterior, el juez de Distrito, la autoridad que haya conocido del juicio o el Tribunal Colegiado de Circuito, en su caso, remitirán el expediente original a la Suprema Corte de Justicia, para los efectos del artículo 107, fracción XVI, de la Constitución Federal, dejando copia certificada de la misma y de las constancias que fueren necesarias para procurar su exacto y debido cumplimiento, conforme al  artículo 111 de esta Ley.

Cuando  la parte interesada no estuviere conforme con la resolución que tenga por cumplida la ejecutoria, se enviará también, a petición suya, el expediente a la Suprema Corte de Justicia.  Dicha petición deberá presentarse dentro de los cinco días siguientes al de la notificación de la resolución correspondiente; de otro modo, ésta se tendrá por consentida.

Siempre que la naturaleza del acto lo permita,  el quejoso podrá solicitar que se dé por cumplida la ejecutoria mediante el pago de los daños y perjuicios que haya sufrido.  El juez de Distrito, oyendo incidentalmente a las partes interesadas resolverá lo conducente.  En caso de que proceda, determinará la forma y cuantía de la restitución.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación y los Tribunales Colegiados de Circuito, cuando la naturaleza del acto lo permita, de oficio, podrán disponer el cumplimiento sustituto de la sentencia de amparo, cuando su ejecución afecte gravemente a la sociedad o a terceros, en mayor proporción que los beneficios económicos que pudiera obtener el quejoso, en términos del artículo 107, fracción XVI, de la Constitución General de la República. (Salvador Bravo Gómez, Tomo V, páginas 24 a 26)

Artículo 105.- Los párrafos primero, segundo y tercero igual.

Siempre que la naturaleza del acto lo permita, el quejoso podrá solicitar que se de por cumplida la ejecución mediante el pago de los daños y perjuicios que haya sufrido. El Juez de Distrito, oyendo incidentalmente a las partes interesadas, resolverá lo conducente. En caso de que proceda, determinará la forma y cuantía de la restitución.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación cuando la naturaleza del acto lo permita, de oficio, podrá disponer el cumplimiento substituto de la sentencia de amparo, cuando su ejecución afecte gravemente a la sociedad o a terceros en mayor proporción que los beneficios económicos que pudiera obtener el quejoso, en términos del artículo 107, fracción XVI, de la Constitución Federal. (Jerónimo Eulogio Quiroz Gutiérrez, Tomo V, página 44)

I.- La primera propuesta es al artículo 105 de la Ley de Amparo, en el sentido de que debe incrementarse el término concedido a la autoridad responsable para dar cumplimiento a la Ejecutoria Federal, en virtud de estimarlo bastante corto para tales efectos, pues la postulancia me ha dado como experiencia en comprender que dicha autoridad por dar cumplimiento al mencionado requerimiento lo realiza en muchas de las ocasiones, simplemente por cumplir sin realizarlo, con la debida minuciosidad, pues en los multicitados casos se requiere de diversos elementos para realizarlas, en una forma debida, y por lo tanto el suscrito propongo se les de a dichas autoridades un término de cinco días. (Luciano Ortíz Coranguez, Tomo V, página 51)

JUSTIFICACIÓN

Se  propone  adicionar este articulo con un párrafo sexto, por el cual se facultaría a las autoridades competentes en materia  de  amparo  para disponer   de   oficio   el cumplimiento substituto de las ejecutorias dictadas en  los juicios de amparo, a través de la instauración del incidente de pago de daños y perjuicios, siempre que la naturaleza del acto lo permita, en aquellos casos  en  los  que  exista imposibilidad   material para restituir al quejoso en el pleno goce de sus garantías violadas o que en virtud de su ejecución se afecte el interés social. La incorporación de esta medida, permitirá darle celeridad  al cumplimiento de sentencias de amparo, en aquellos casos en que la parte quejosa no ejercite su derecho a iniciar el incidente en comento.

Se  propone  para que  los interesados
cubran previamente el pago de los derechos, que de conformidad con las disposiciones legales conducentes  procedan  por concepto de inscripción de las ejecutorias que se refieran a bienes inscritos en el Registro Público de la Propiedad.

EL TEXTO QUE SE PROPONE

Artículo 105.-

El juez de Distrito, la autoridad  que  haya conocido del juicio o el Tribunal Colegiado de Circuito
deberán disponer de oficio el cumplimiento substituto de las sentencias de amparo,  mediante  la instauración
del incidente de pago de daños y perjuicios, en aquellos casos en que exista    imposibilidad material para restituir al quejoso en el pleno goce de sus garantías violadas o que con su ejecución, se acredite que se afecta el interés social.

Las ejecutorias que se dicten con respecto a bienes inscritos en el Registro Público de la Propiedad, para surtir efectos    frente    a terceros,     deberán anotarse previo el pago de   los   derechos respectivos, de conformidad  con  las disposiciones  legales aplicables. (Manuel Fuentes Muñiz, Tomo V, páginas 170 y 171)

10.- Se propone reformar el último párrafo del artículo 105, para quedar como sigue:

“Art. 105.- 

...

...

El quejoso, o la autoridad responsable, podrán solicitar que se dé por cumplida la ejecutoria, mediante el pago de los daños y perjuicios que se le hayan ocasionado al agraviado, a través del incidente de cumplimiento sustituto, y con los siguientes medios: el pago de dinero, la permuta y la compensación.

La solicitud se hará por escrito, y se presentará ante el Juez de Distrito que conoce del asunto, quien analizará la procedencia del incidente y en caso, de que exista motivo manifiesto de improcedencia la desechará de plano y continuará con el trámite a que alude el presente artículo; En caso contrario se tendrá por admitida, y en el mismo auto, se señalará día y hora par ala celebración de la audiencia, la cual se llevará a cabo dentro del término de quince días hábiles, contados a partir de que se haya promovido el incidente.

Con el escrito que presente la parte que solicite el incidente se dará vista a la contraria, para que manifieste lo que a su derecho corresponda y ofrezca las pruebas que considere pertinentes, dentro del término de tres días, contadas para la autoridad responsable a partir del que reciba el oficio de notificación y para el quejoso a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación respectiva.

En el presente incidente únicamente son admisibles las pruebas documentales y pericial, cuyo ofrecimiento y desahogo se llevará a cabo conforme a lo establecido en el numeral 151 (reformado) de éste último ordenamiento legal.

Abierta la audiencia a que se refiere el presente incidente se procederá a recibir por orden las pruebas que las partes hayan ofrecido, los alegatos por escrito; acto continúo se dictará el fallo correspondiente.

El Juez al dictar la resolución a que se refiere el párrafo anterior determinará la cuantía de la restitución que se le haga al quejoso, analizando ante todo la naturaleza del acto reclamado y las pruebas que le sean ofrecidas por las partes.

Contra la resolución que se dicte en el presente incidente procede el recurso de queja, en términos de lo dispuesto por los artículos 95, fracción X, 97, fracción II y 99 párrafo primero de esta ley”. (Gustavo Aquiles Gasca, Tomo V, páginas 244 Y 245)

Con esta reforma se pretende que las autoridades responsables que tengan que cumplimentar las ejecutorias dispongan de un plazo suficiente para acreditar ante el juez de distrito del conocimiento que han acatado su fallo.

REFORMA

ARTICULO 105. Si dentro de las setenta y dos horas siguientes a la notificación a las autoridades responsables la ejecutoria no quedare cumplida, cuando la naturaleza del acto lo permita, o no se encontrare en las vías de ejecución en la hipótesis contraria, el juez de Distrito, la autoridad que Colegiado de Circuito, si se trata de revisión contra resolución pronunciada en materia de amparo directo requerirán, de oficio o a instancia de cualquiera de las partes, al superior inmediato de la autoridad responsable para que obligue a ésta a cumplir sin demora la sentencia; y si la autoridad responsable no atendiere el requerimiento, y tuviere, a su vez, superior jerárquico, también se requerirá a este último.

Cuando no se obedeciere la ejecutoria, a pesar de los requerimientos a que se refiere el párrafo anterior, el Juez de Distrito, la autoridad que hay conocido del juicio o el Tribunal Colegiado de Circuito, en su caso, remitirán el expediente original a la Suprema Corte de Justicia, para los efectos del artículo 107, fracción XVI de la Constitución Federal, dejando copia certificada de la misma y de las constancias que fueren necesarias para procurar su exacto y debido cumplimiento, conforme al artículo 111 de esta Ley.

Cuando la parte interesada no estuviere conforme con la resolución que tenga por cumplida la ejecutoria, se enviará también, a petición suya, el expediente a la Suprema Corte de Justicia. Dicha petición deberá presentarse dentro de los cinco días siguientes al se la notificación de la resolución correspondiente, de otro modo, ésta se tendrá por consentida.

El quejoso podrá solicitar que se dé por cumplida la ejecutoria mediante el pago de los daños y perjuicios que haya sufrido. El juez de Distrito, oyendo incidentalmente a las partes interesadas, resolverá lo conducente. En caso de que proceda. Determinará la forma y cuantía de la restitución. (Juan José Paullada Figueroa, Tomo V, páginas 271 a 273)

Artículo 106.  En los casos de amparo directo, concedido el amparo se remitirá testimonio de la ejecutoria a la autoridad responsable para su cumplimiento. En casos urgentes y de notorios perjuicios para el agraviado, podrá ordenarse el cumplimiento de la sentencia por la vía telegráfica, comunicándose también la ejecutoria por oficio.

En el propio despacho en que se haga la notificación a las autoridades responsables, se les prevendrá que informen sobre el cumplimiento que se dé al fallo de referencia.

Si dentro de las veinticuatro horas siguientes a la en que la autoridad responsable haya recibido la ejecutoria, o en su caso, la orden telegráfica, no quedare cumplida o no estuviere en vías de ejecución, de oficio o a solicitud de cualquiera de las partes, se procederá conforme al artículo anterior.

PROPUESTAS

Señalamiento de un término adecuado para el cumplimiento de ejecutorias emitidas en los juicios de amparo.

Al respecto, proponemos la modificación de los artículos 105. 106 y 107 de la Ley de Amparo, que establecen un término perentorio de 24 horas para dar cumplimiento a la ejecutoria de amparo; lo que es imposible de acatar en materia laboral, cuando se trata de dictar un nuevo laudo, lo que requiere un lapso de varios días, conforme a lo dispuesto en los artículos 888, 889 y 890 de la Ley Federal del Trabajo.(Antonio Montes Peña, Tomo II, página 1256)

COMENTARIO: Al igual que en amparo indirecto, el tercer párrafo de este artículo, no establece reglas claras cuándo se remite al artículo anterior.  De hecho, incurre en la misma omisión con iguales consecuencias.

Un ejemplo de lo importante que es determinar el significado de... “estar en vías de ejecución”, es el que se presenta frecuentemente en la tramitación de los juicios laborales.

En efecto, los artículos 885 al 890 de la Ley Federal del Trabajo, establecen el procedimiento a seguir para la elaboración del laudo que da por concluido el juicio.

En suma, son veinticinco los días que requiere la junta de conciliación y arbitraje para elaborar el proyecto de resolución, estudiarlo, discutirlo y votarlo y proceder a su aprobación.

Luego entonces, jurídica y materialmente es imposible dar cumplimiento a las ejecutorias en el término de veinticuatro horas, señalado por el artículo 106 de la Ley de Amparo.

Esto es, si la autoridad de amparo, por ejemplo, al resolver la ejecutoria otorgó a la autoridad responsable libertad de jurisdicción siguiendo los lineamientos ordenados, se concluye, que al dictar un nuevo laudo, implica necesariamente el estudio y valoración de las constancias de autos, en los nuevos términos que fueron precisados por la Judicatura, lo cual conlleva necesariamente al procedimiento que establecen los artículos antes mencionados, pues sería ilógico dictar otro laudo en el reducido término de 24 horas, ya que es física, material e intelectualmente imposible, acordar la recepción del expediente laboral, elaborar el proyecto de resolución, distribuir los ejemplares para su estudio a los representantes de la Junta, citar a los mismos a una sesión de discusión y votación, y llevar a cabo el engrose y firma del laudo.

Proceder en contrario viola las disposiciones que contiene la Ley Federal del Trabajo, emitiendo una resolución contraria a derecho por no cumplirse con las formalidades del procedimiento.

Por lo cual, se colige, es necesario llevar a cabo el procedimiento antes mencionado, no obstante se pronuncie en cumplimiento de una ejecutoria. (José Francisco Becerril Mendoza, Tomo III, páginas 2049 a 2051)

ARTÍCULO 106. En los casos de amparo directo, concedido el amparo se remitirá testimonio de la ejecutoria a la autoridad responsable para su cumplimiento. En casos urgentes y de notorios perjuicios para el agraviado, podrá ordenarse el cumplimiento de la sentencia por la vía telegráfica, comunicándose también la ejecutoria por oficio.

En el propio despacho en que se haga la notificación a las autoridades responsables, se les prevendrá que informen sobre el cumplimiento que se dé al fallo de referencia.

Si dentro de las veinticuatro horas siguientes a la en que la autoridad responsable haya recibido la ejecutoria, o en su caso, la orden telegráfica, no quedare cumplida o no estuviere en vías de ejecución, de oficio o a solicitud de cualquiera de las partes, se procederá conforme al artículo anterior. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2213)

Artículo 107.  Lo dispuesto en los dos artículos precedentes se observarán (sic) también cuando se retarde el cumplimiento de la ejecutoria de que se trata por evasivas o procedimientos ilegales de la autoridad responsable o de cualquiera otra que intervenga en la ejecución.

Las autoridades requeridas como superiores jerárquicos incurren en responsabilidad, por falta de cumplimiento de las ejecutorias, en los mismos términos que las autoridades contra cuyos actos se hubiese concedido el amparo.

Artículo 108.  La repetición del acto reclamado podrá ser denunciada por parte interesada ante la autoridad que conoció del amparo, la cual dará vista con la denuncia, por el término de cinco días, a las autoridades responsables, así como a los terceros, si los hubiere, para que expongan lo que a su derecho convenga. La resolución se pronunciará dentro de un término de quince días. Si la misma fuere en el sentido de que existe repetición del acto reclamado, la autoridad remitirá de inmediato el expediente a la Suprema Corte de Justicia; de otro modo, sólo lo hará a petición de la parte que no estuviere conforme, la cual lo manifestará dentro del término de cinco días a partir del siguiente al de la notificación correspondiente. Transcurrido dicho término sin la presentación de la petición, se tendrá por consentida la resolución. La Suprema Corte resolverá allegándose los elementos que estime convenientes.

Cuando se trate de la repetición del acto reclamado, así como en los casos de inejecución de sentencia de amparo a que se refieren los artículos anteriores, la Suprema Corte de Justicia determinará, si procediere, que la autoridad responsable quede inmediatamente separada de su cargo y la consignará al Ministerio Público para el ejercicio de la acción penal correspondiente.

PROPUESTAS

(Propuesta de redacción) DEL CUMPLIMIENTO DE LAS RESOLUCIONES PRONUNCIADAS EN LOS JUICIOS DE AMPARO 

Artículo 108.- El incidente de desobediencia a las determinaciones pronunciadas en el juicio de amparo procede con motivo de:

I.- El incumplimiento total, así como el exceso o defecto en el cumplimiento del auto en que se hubiera concedido al quejoso la suspención de plano, la provisional o la definitiva; en estos casos, el incidente podrá promoverse por el interesado en cualquier momento, mientras no cause ejecutoria la sentencia definitiva que se dicte en el juicio de amparo, sin perjuicio de que el tribunal que conozca del juicio abra de oficio el incidente, en el caso de incumplimiento total.

II.- El incumplimiento total, así como el exceso o defecto en el cumplimiento de la sentencia que hubiera concedido el amparo al quejoso, dictada por los Tribunales Colegiados de Circuito, por los Tribunales Unitarios de Circuito, por los Jueces de Distrito o por el superior del tribunal responsable, en su caso; el plazo para promover el incidente en este caso, será de treinta días hábiles, contados a partir del siguiente al en que se tenga conocimiento del acto que lo motive; cuando el incidente se promueva contra omisiones, el plazo citado se contará a partir del día siguiente al en que venza el plazo legal dentro del cual debió realizarse el acto omitido y, si no existiera disposición legal expresa sobre dicho plazo, se tomará el genérico de tres días.
 En caso de incumplimiento total, el incidente podrá iniciarse de oficio por la autoridad que conozca del juicio de garantías.

III.- El incumplimiento al auto que haya concedido al quejoso la libertad bajo caución conforme al artículo 136; el incidente podrá promoverse en cualquier momento mientras no cause ejecutoria la sentencia que se dicte en el juicio de amparo.

IV.- La repetición del acto reclamado en un juicio en que se haya concedido al quejoso el amparo; el plazo para promover el incidente en estos casos, será de treinta días hábiles, contados a partir del siguiente al en que se tenga conocimiento de la repetición.

Artículo 108 Bis. El interesado promoverá el incidente por escrito, ante la autoridad que conozca o haya conocido del juicio de amparo, en el que se expresarán los hechos y razones en que apoye su pretensión y ofrecerá las pruebas que estime conducentes, acompañando copia de la promoción para cada una de las partes del juicio y para la autoridad contra la cual se promueva. 

La autoridad que conozca del incidente señalara fecha  para una audiencia de pruebas, alegatos y resolución, y ordenará que con las copias del escrito se emplace a las demás partes y a la autoridad contra la que se promueva, quienes podrán contestar lo que a sus derechos convenga y ofrecer pruebas dentro del plazo de cinco días hábiles, contados a partir del siguiente al en que surta efectos la notificación respectiva. Transcurrido dicho plazo, se calificarán las pruebas ofrecidas conforme a lo dispuesto por los artículos 150 a 153 de esta ley, sin perjuicio de que se reciban en la audiencia incidental; el desahogo de la audiencia produce el efecto de citación para resolución; la interlocutoria se dictará dentro de los diez días siguientes. 

En caso de que en la interlocutoria que resuelva el incidente se determine que la autoridad incurrió en desobediencia a una resolución pronunciada en el juicio de amparo, por haberse actualizado cualquiera de las hipótesis previstas en el artículo anterior, la autoridad que conozca del incidente impondrá a la autoridad desobediente una multa de diez a quinientos días de salario y la requerirá para que dentro de los tres días siguientes dé correcto y completo cumplimiento a la determinación dictada en el juicio de amparo. Para efectos de lo anterior, al resolver el incidente deberá determinarse en qué consistió el incumplimiento, el exceso o el defecto en que se hubiese incurrido, así como los actos que deban realizarse y los que deban anularse, en su caso, para subsanar la desobediencia, sin que ello altere los términos de la resolución dictada en el juicio de amparo.

Transcurrido el plazo señalado en el párrafo anterior, si la autoridad requerida no justificare haber dado cumplimiento cabal a la resolución, la autoridad que conozca del incidente la requerirá por segunda ocasión, en los términos previstos en el párrafo anterior y le impondrá una multa de quinientos a mil días de salario. En los mismos términos se procederá cuando la autoridad desobediente incurra en exceso o defecto en el cumplimiento del primer requerimiento.

Transcurrido el plazo correspondiente al segundo requerimiento, si la autoridad requerida no justificare haber dado cumplimiento correcto a la resolución, la autoridad que conozca del incidente separará del cargo a los servidores públicos responsables de la desobediencia, y los consignará ante el Juez de Distrito que corresponda, a fin de que se les juzgue por desobediencia en términos del Código Penal para el Distrito Federal. Independientemente de lo anterior, se les inhabilitará por un plazo de uno a diez años para desempeñar cualquier empleo, cargo o comisión públicos. Siempre que queden firmes la separación del cargo y la inhabilitación, por no haberse recurrido la resolución respectiva o porque la Suprema Corte de Justicia de la Nación la confirmare, deberá publicarse en el Diario Oficial de la Federación y comunicarse a la Secretaría de la Contraloría y Desarrollo Administrativo.

Cuando las autoridades responsables informen haber dado cumplimiento a la resolución dictada en el juicio de amparo, deberán acompañar copia certificada de las constancias que lo justifiquen; con el informe deberá darse vista a las demás partes por el término de tres días, transcurrido el cual, la autoridad que conozca del incidente determinará si la resolución ha quedado cumplida debidamente; en caso de existir defecto o exceso, o subsista el incumplimiento, se continuará con el procedimiento establecido en este artículo. 

En caso de que cambien los servidores públicos titulares de las autoridades que deban dar cumplimiento a las determinaciones dictadas en un juicio de amparo, se requerirá a los nuevos titulares; este requerimiento se considerará, respecto de ellos, como el primer requerimiento a que se refiere este artículo. 

En ningún caso el cambio de los servidores públicos impedirá que se ejecuten las sanciones que se hubieran impuesto a los servidores sustituidos con motivo de la desobediencia.

Las multas previstas en este artículo deberán hacerse efectivas sobre el patrimonio del servidor público sancionado y en ningún caso podrán emplearse recursos públicos para cubrirlas. (Germán Eduardo Baltazar Robles, Tomo I, páginas 86 a 90)

Propongo adicionar el artículo 108 de la Ley de Amparo, con un penúltimo párrafo, a fin de establecer que en tanto no se agoten las instancias previstas en el propio numeral para determinar si existe o no repetición del acto reclamado, no empiece a correr el término para la promoción de un nuevo juicio de amparo.

Esta adición que propongo, es absolutamente indispensable, pues cuando el agraviado promueve el incidente de repetición del acto reclamado, técnicamente no debe promover otro juicio de amparo contra el acto que se estima reiterativo, pues equivaldría a aceptar que se trata de un acto nuevo, lo que es contradictorio con el incidente de repetición; y por otra parte el tiempo que tarda la Suprema Corte de Justicia de la Nación en resolver si existe o no repetición del acto reclamado excede notoriamente el término para promover un nuevo amparo, en caso de que el Alto Tribunal determine que no hubo la repetición. Y claro, en esta última hipótesis, cuando el agraviado promueve finalmente el nuevo amparo, el Juzgado de Distrito simple y sencillamente desecha la demanda de garantías por extemporánea, lo cual convierte la denuncia de repetición del acto reclamado en un verdadero azar. (Bulmaro Corral Rodríguez, Tomo II, páginas 877 y 878)

86.- La oposición de que se haga por parte del quejoso en los términos de los artículos 105 y 108, a la sentencia que tenga por cumplida la de amparo, debe integrarse al capítulo de recursos, como una queja. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, página 1096)

Otro aspecto importante que hay que corregir, es la inconstitucionalidad del segundo párrafo del artículo 108 y de artículo 109, ambos de la Ley de Amparo. En efecto la fracción XVI del artículo 107 constitucional prescribe: …

De la simple comparación de los preceptos legales con el texto constitucional se desprende que hay una contradicción evidente, pues mientras que en la Constitución se indica que la responsable que haya incumplido de manera inexcusable la sentencia de amparo, o repetido sin excusa alguna el acto reclamado, será inmediatamente separada del cargo y consignada ante el juez de distrito. Esta facultad constitucional que se otorga a la Suprema Corte de Justicia de la Nación es natural y congruente con el procedimiento de ejecución y con el rango de la Suprema Corte de Justicia de la Nación como máximo Tribunal del país. En efecto si el Tribunal más importante ha determinado que la responsable de manera inexcusable ha incumplido una sentencia de amparo o ha repetido el acto reclamado, ningún otro tribunal puede contradecir lo dicho por la Corte, razón por la que el Juez ante quien se consigna el hecho no va a juzgar si se cometió un delito o no, pues ello ya fue determinado por el Máximo Tribunal del país, por lo que el juez se limitará a imponer la pena aplicable. Por esta misma razón el Ministerio Público no tiene porque integrar averiguación previa laguna, ni ejercer acción penal, ya que no hay nada que averiguar puesto que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ya estudió y resolvió en definitiva sobre la existencia o no del incumplimiento o repetición y en su caso si hubo excusa o no para ello, por tal motivo como una excepción constitucional al artículo 21 de la ley fundamental, el artículo 107 constitucional en su fracción XVI ordena que sea la propia Suprema Corte de Justicia de la Nación, quien consigne el expediente al Juez de Distrito para que aplique la sanción.

De esta manera se evita el riesgo que el Ministerio Público decida no ejercer acción penal o que el Juez de Distrito determinará que a pesar del incumplimiento o de la repetición del acto reclamado no existiera delito, lo que sería especialmente grave  ya que pondría en duda la autoridad moral y la eficacia de las sentencias del Tribunal más importante del país.

El artículo 109 de la Ley de Amparo también es inconstitucional, pues hay que tomar en cuenta que la destitución del cargo y la consignación no están sujetas a condición alguna, y en el supuesto previsto en el artículo 109 invocado la resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se sujeta a que el Poder Legislativo Federal a través de la Cámara de Diputados decida iniciar un procedimiento de desafuero en contra de la responsable y a que con motivo de ese proceso los diputados resuelvan desaforar al funcionario responsable, por lo que si no se inicia el proceso o iniciado éste el resultado es que no ha lugar al desafuero, entonces la resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación quedaría sin valor alguno. En estas condiciones es necesario que en la nueva Ley de Amparo se adecue el texto legal al constitucional. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, páginas 1652, 1654 y 1655)

4. La siguiente propuesta, es en el sentido de que se modifiquen o se hagan congruentes entre sí los artículos 108 y 208 pues en el primero de ellos, en su tercer párrafo se precisa que cuando se trate de la repetición del acto reclamado o de inejecución de sentencias, la Suprema Corte de Justicia determinará sí procede que la autoridad responsable quede inmediatamente separada de su cargo y la consignará al Ministerio Público para el ejercicio de la acción penal correspondiente, por otra parte el segundo de los artículos mencionados, señala, que si después de concederse el amparo, la autoridad responsable insistiere en la repetición del acto reclamado o tratare de eludir el cumplimiento de la sentencia, inmediatamente será separada de su cargo y consignada al Juez de Distrito para que la juzgue por la desobediencia cometida.

La que será sancionada en los términos que el Código Penal aplicable en materia Federal, señala para el delito de abuso de autoridad.

Las disposiciones anteriores provocan confusión pues por un parte el artículo 108 señala que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por las razones que ahí se indican consignará a la autoridad responsable ante el Ministerio Público para que ejercite la acción penal correspondiente, el otro artículo el 208, precisa que la consignación de la responsable se hará ante el Juez de Distrito par que lo juzgue por la desobediencia cometida, es decir, no queda claro si la autoridad responsable será consignada al Ministerio Público, para que ejercite la acción penal en su contra, o directamente será consignada al Juez de Distrito, por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, para que lo juzgue sin que el Ministerio Público ejercite acción penal.

Por otra parte, y en relación con la propuesta anterior también deberá sacarse del Libro Primero, Título Primero Capítulo XII de la ejecución de sentencias los artículos 109 y 110 y pasarse, al Título Quinto, Capítulo II.

En consecuencia, en primer lugar se propone se modifiquen los artículos 108 y 208, para que en el primero se suprima el último párrafo pues no tiene porque estar en ese artículo la sanción a la autoridad rebelde y en el segundo se señale que la autoridad responsable que insistiera en la repetición del acto reclamado, o no cumpla con la sentencia, inmediatamente será separada de su cargo y consignada al Ministerio Público para el ejercicio de la acción correspondiente pues, conforme a lo establecido en el artículo 21 de la Constitución Federal compete al Ministerio Público el ejercicio de la acción Penal; Y en su segundo término se propone que los artículos 109 y 110, pasen al Capítulo II, del Título Quinto, que se refiere a la responsabilidad de las autoridades, ya que estos artículos quedarían relacionados con el artículo 208, quedando como 208 bis y 208 tris. (Rosa Elena Rivera Barbosa, Tomo III, páginas 1758 y 1759)

Por tanto el artículo 108 deberá quedar como sigue:

“La repetición del acto reclamado podrá ser denunciada por parte interesada ante la autoridad que conoció del amparo, la cual dará vista con la denuncia, por el término de cinco días, a las autoridades responsables, así como a los terceros, si los hubiere, para que expongan lo que a su derecho convenga.  La resolución se pronunciará dentro de un término de quince días.  Si la misma fuere en el sentido de que existe repetición del acto reclamado, la autoridad remitirá de inmediato el expediente a la Suprema Corte de Justicia, de otro modo, sólo lo hará a petición de la parte que no estuviere conforme, la cual lo manifestará dentro del término de cinco días a partir del siguiente al de la notificación correspondiente.  Transcurrido dicho término sin la presentación de la petición, se tendrá por consentida la resolución.   La Suprema Corte resolverá allegándose los elementos que estime convenientes”. (Rosa Elena Rivera Barbosa, Tomo III, páginas 1759 y 1760)

Conforme al artículo 108, la repetición del acto reclamado puede ser denunciada por el interesado ante el tribunal de amparo, el que debe tramitarla y resolverla dentro de quince días.

Al respecto se propone que se establezca un término para presentar la denuncia respectiva y, en general, regular su tramitación a fin de que se precise si se trata de un recurso o de un incidente y, en su caso, el tribunal de amparo pueda desechar tal denuncia por extemporánea o por improcedente.

La imprecisión de tal término origina incertidumbre para los tercero perjudicados, que no pueden tener la certeza de que la sentencia de amparo haya quedado definitivamente cumplimentada en alguna forma.

Además, el agotamiento del recurso de queja por exceso o defecto en la ejecución de la sentencia, previsto por el Artículo 95, fracción IV, debe excluir la posibilidad de, además, denunciar la repetición del acto reclamado.

La redacción que en el particular se propone, es la siguiente: 

Artículo 108.- La repetición del acto reclamado  puede ser denunciada por la parte interesada ante la autoridad que conoció del amparo, mediante escrito al que se acompañarán  las  constancias que se estimen pertinentes y dentro de los quince  días siguientes a la fecha en que se haya tenido conocimiento del acto materia de la denuncia, la que se tramitará en la vía  incidental, siempre y cuando no se haya promovido con anterioridad recurso de queja en términos de la fracción IV del  artículo 95 de esta misma ley.  La autoridad correspondiente dará vista con la denuncia, por el término de cinco días, a las autoridades responsables, así  como a los terceros, en su caso, para que expongan  lo que a su derecho convenga. (Graciela M. Landa Durán, Tomo IV, páginas 2686 y 2687).

C).-  En relación a la PETICION DEL ACTO RECLAMADO.

MOTIVOS.-  Este Instrumento contemplado por la Ley de Amparo ha sido objeto de venganzas o reacciones no de los quejosos sino de abogados en contra de la autoridad por lo que SE SUGIERE.

Incluir una disposición en la que de no resultar repetición del acto reclamado se sancione con multa al promovente, evitando así el uso infundado de este loable instrumento necesario ante verdaderos abusos de autoridad y ante la necesidad de garantizar respecto al Juicio de Amparo. (Ciro Juárez González, Tomo IV, página 2763).
Artículo 109.  Si la autoridad responsable que deba ser separada conforme al artículo anterior gozare de fuero constitucional, la Suprema Corte, si procediere, declarará que es el caso de aplicar la fracción XVI del artículo 107 de la Constitución Federal; y con esta declaración y las constancias de autos que estime necesarias, pedirá a quien corresponda el desafuero de la expresada autoridad.

PROPUESTAS

El artículo 109 es contrario a la fracción XVI del artículo 107 de la Constitución, porque está no “sujeta” a condición la ejecución de la sentencia de amparo, lo que el 109 si hace, al establecer que si la autoridad goza de fuero constitucional debe pedirse la declaración de procedencia en contra del funcionario que incumpla la resolución de amparo.

En mi concepto, si bien el 109 de la Ley de Amparo es congruente con el artículo 110 de la Constitución y si es un precepto “político”, también es verdad que es contrario al texto de la fracción XVI del 107 de la Constitución por lo que, en mi concepto debe eliminarse. (Jesús A. Arroyo Moreno , Tomo II, página 1096)

Otro aspecto importante que hay que corregir, es la inconstitucionalidad del segundo párrafo del artículo 108 y de artículo 109, ambos de la Ley de Amparo. En efecto la fracción XVI del artículo 107 constitucional prescribe: …

De la simple comparación de los preceptos legales con el texto constitucional se desprende que hay una contradicción evidente, pues mientras que en la Constitución se indica que la responsable que haya incumplido de manera inexcusable la sentencia de amparo, o repetido sin excusa alguna el acto reclamado, será inmediatamente separada del cargo y consignada ante el juez de distrito. Esta facultad constitucional que se otorga a la Suprema Corte de Justicia de la Nación es natural y congruente con el procedimiento de ejecución y con el rango de la Suprema Corte de Justicia de la Nación como máximo Tribunal del país. En efecto si el Tribunal más importante ha determinado que la responsable de manera inexcusable ha incumplido una sentencia de amparo o ha repetido el acto reclamado, ningún otro tribunal puede contradecir lo dicho por la Corte, razón por la que el Juez ante quien se consigna el hecho no va a juzgar si se cometió un delito o no, pues ello ya fue determinado por el Máximo Tribunal del país, por lo que el juez se limitará a imponer la pena aplicable. Por esta misma razón el Ministerio Público no tiene porque integrar averiguación previa laguna, ni ejercer acción penal, ya que no hay nada que averiguar puesto que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ya estudió y resolvió en definitiva sobre la existencia o no del incumplimiento o repetición y en su caso si hubo excusa o no para ello, por tal motivo como una excepción constitucional al artículo 21 de la ley fundamental, el artículo 107 constitucional en su fracción XVI ordena que sea la propia Suprema Corte de Justicia de la Nación, quien consigne el expediente al Juez de Distrito para que aplique la sanción.

De esta manera se evita el riesgo que el Ministerio Público decida no ejercer acción penal o que el Juez de Distrito determinará que a pesar del incumplimiento o de la repetición del acto reclamado no existiera delito, lo que sería especialmente grave  ya que pondría en duda la autoridad moral y la eficacia de las sentencias del Tribunal más importante del país.

El artículo 109 de la Ley de Amparo también es inconstitucional, pues hay que tomar en cuenta que la destitución del cargo y la consignación no están sujetas a condición alguna, y en el supuesto previsto en el artículo 109 invocado la resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se sujeta a que el Poder Legislativo Federal a través de la Cámara de Diputados decida iniciar un procedimiento de desafuero en contra de la responsable y a que con motivo de ese proceso los diputados resuelvan desaforar al funcionario responsable, por lo que si no se inicia el proceso o iniciado éste el resultado es que no ha lugar al desafuero, entonces la resolución de la Suprema Corte de Justicia de la Nación quedaría sin valor alguno. En estas condiciones es necesario que en la nueva Ley de Amparo se adecue el texto legal al constitucional. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, páginas 1652, 1654 y 1655)

ARTÍCULO 109. Si la autoridad responsable que deba ser separada conforme al artículo anterior gozare de fuero constitucional, la Suprema Corte, si procediere, declarará que es el caso de aplicar la fracción XVI del artículo 107 de la Constitución Federal; y con esta declaración y las constancias de autos que estime necesarias, pedirá a quien corresponda el desafuero de la expresada autoridad. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2215)

Artículo 110.  Los jueces de Distrito a quienes se hicieren consignaciones por incumplimiento de ejecutoria, o por repetición del acto reclamado, se limitarán a sancionar tales hechos, y si apareciere otro delito diverso se procederá como lo previene la parte final del artículo 208.

PROPUESTAS

El artículo 110 de la Ley de Amparo dispone que los Jueces de Distrito ante quienes se hagan las consignaciones a que se refiere la fracción XVI del artículo 107 Constitucional, deberán actuar conforme a la parte final del artículo 208 de la Ley de Amparo, cuando apareciere otro delito; sin embargo este último precepto no indica que debe hacer el juez de distrito cuando ello suceda, por lo que no es aplicable. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1656)

ARTÍCULO 110. Los Jueces de Distrito a quienes se hicieren consignaciones por incumplimiento de ejecutoria, o por repetición del acto reclamado, se limitarán a sancionar tales hechos, y si apareciere otro delito diverso se  aplicará lo que para tal efecto señala el Código Penal Federal. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2215)
Artículo 111.  Lo dispuesto en el artículo 108 debe entenderse sin perjuicio de que el juez de Distrito, la autoridad que haya conocido del juicio o el Tribunal Colegiado de Circuito, en su caso, hagan cumplir la ejecutoria de que se trata dictando las órdenes necesarias; si éstas no fueren obedecidas, comisionará al secretario o actuario de su dependencia, para que dé cumplimiento a la propia ejecutoria, cuando la naturaleza del acto lo permita y, en su caso, el mismo juez de Distrito o el Magistrado designado por el Tribunal Colegiado de Circuito, se constituirán en el lugar en que deba dársele cumplimiento, para ejecutarla por sí mismo. Para los efectos de esta disposición, el juez de Distrito o Magistrado de Circuito respectivo, podrán salir del lugar de su residencia sin recabar autorización de la Suprema Corte, bastando que le dé aviso de su salida y objeto de ella, así como de su regreso. Si después de agotarse todos estos medios no se obtuviere el cumplimiento de la sentencia, el juez de Distrito, la autoridad que haya conocido del juicio de amparo o el Tribunal Colegiado de Circuito solicitarán, por los conductos legales, el auxilio de la fuerza pública, para hacer cumplir la ejecutoria.

Se exceptúan de lo dispuesto en el párrafo anterior, los casos en que sólo las autoridades responsables puedan dar cumplimiento a la ejecutoria de que se trate y aquéllos en que la ejecución consista en dictar nueva resolución en el expediente o asunto que haya motivado el acto reclamado, mediante el procedimiento que establezca la ley; pero si se tratare de la libertad personal, en la que debiera restituirse al quejoso por virtud de la ejecutoria y la autoridad responsable, se negare a hacerlo u omitiere edictar (sic) la resolución que corresponda dentro de un término prudente, que no podrá exceder de tres días, el juez de Distrito, la autoridad que haya conocido del juicio o el Tribunal Colegiado de Circuito, según el caso, mandarán ponerlo en libertad sin perjuicio de que la autoridad responsable dicte después la resolución que proceda. Los encargados de las prisiones darán debido cumplimiento a las órdenes que les giren conforme a esta disposición, los jueces federales o la autoridad que haya conocido del juicio.

PROPUESTAS

De lo anterior se deduce que las reformas hechas a la fracción XVI del artículo 107 constitucional, aún no han entrado en vigor, pues la única reforma que ha tenido la Ley de Amparo, es la publicada en el Diario Oficial de la Federación, el 8 de febrero de 1999, que se refiere a temas e instituciones muy diversos al cumplimiento de las ejecutorias de amparo. Luego, si después de casi cinco años de estar plasmada en la Constitución la reforma a la fracción XVI del artículo 107, la misma todavía no entra en vigor, sino que debe seguir aplicándose tal y como se encontraba redactada antes de su reforma, lo mejor sería pugnar porque se derogara y se borrara de la Constitución el párrafo tercero de la indicada fracción, no solo por confuso y contrario a la salvaguardia constitucional,  sino también porque resulta innecesario, dado que no han sido reformados hasta hoy los artículos del 104 al 113 de la Ley de Amparo, con posterioridad a la reforma constitucional del 31 de diciembre de 1994.

Resulta pertinente destacar que no existe en la Ley de Amparo una instrumentación adecuada, lo suficientemente clara y explícita,  para obligar a una autoridad contumaz y rebelde a cumplir una ejecutoria de amparo, el procedimiento establecido en el articulo 111 resulta un tanto vago y muy general cuando se refiere al dictado de las "ordenes necesarias",  y lo mismo ocurre al mencionar el auxilio de la fuerza pública,  independientemente  de  las  excepciones  que  contempla. Posiblemente el Constituyente Permanente de 1994 hubiera pensado en alguna fórmula lo suficientemente efectiva y rápida, que se introdujera mediante una reforma substancial al capítulo XII del título primero de la Ley de Amparo, pero a la fecha el Legislativo Federal no lo ha realizado, y así la reforma constitucional en su parte aceptable de los dos primeros párrafos de la fracción XVI del artículo 107, aparece en nuestro Texto Político Supremo pero sin entrar en vigor. (Rodolfo Ricardo Ríos Vázquez, Tomo I, páginas 431 a 432)

El artículo 111 de la Ley de Amparo establece que lo dispuesto para el caso de la repetición del acto reclamado es sin perjuicio de que el tribunal que haya conocido del juicio de garantías haga cumplir la ejecutoria.

Al respecto debo señalar que el procedimiento previsto en el artículo 111 no sólo es aplicable para el caso en que se repite el acto reclamado, sino que también debe aplicarse cuando se trate del incumplimiento de la sentencia, ya sea que este fuere absoluto o parcial. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1656)

Artículo 112.  En los casos a que se refiere el artículo 106 de esta ley, si la Sala que concedió el amparo no obtuviere el cumplimiento de la ejecutoria respectiva, dictará las órdenes que sean procedentes al juez de Distrito que corresponda, quien se sujetará a las disposiciones del artículo anterior en cuanto fueren aplicables.

PROPUESTAS

ARTÍCULO 112. En los casos  de amparo directo, si el órgano jurisdiccional que concedió el amparo no obtuviere el cumplimiento de la ejecutoria respectiva, dictará las órdenes que sean procedentes al Juez de Distrito que corresponda, quien se sujetará a las disposiciones del artículo anterior en cuanto fueren aplicables. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2216)
Artículo 113.  No podrá archivarse ningún juicio de amparo sin que quede enteramente cumplida la sentencia en que se haya concedido al agraviado la protección constitucional o apareciere que ya no hay materia para la ejecución. El Ministerio Público cuidará del cumplimiento de esta disposición.

PROPUESTAS

Luego, se presenta un problema al juez de Distrito, pues por un lado está su deber de vigilar el total cumplimiento de las ejecutorias de amparo, por ser de orden público, y por el otro, no puede, en aras de ese deber, decidir que existe un cumplimiento defectuoso del fallo protector, sin que el peticionario del amparo, previamente, haya interpuesto el recurso de queja a que se refiere la fracción IV del artículo 95 de la invocada Ley de Amparo.

Queda entonces requerir el cumplimiento total de la ejecutoria con apoyo en el artículo 113 de la ley de la materia, que dispone que no podrá archivarse ningún juicio de amparo sin que quede cumplida la sentencia en que se haya concedido al agraviado la protección constitucional o apareciere que ya no hay materia para la ejecución. (Luz María Díaz Barriga, Tomo I, páginas 219 y 220)

Art. 113.- Mismo Texto.

Enmienda.

La siguiente adición:

EL QUEJOSO PODRÁ PEDIR EN CUALQUIER TIEMPO, EL CUMPLIMIENTO DE DICHA SENTENCIA.

Motivos.

La sentencia ejecutoria pronunciada en un juicio de amparo, sobre la base de que preserva las garantías individuales, que son derechos imprescriptibles, debe cumplirse en su integridad sin que se extinga por el transcurso del tiempo el derecho de exigir tal cumplimiento. (Fidencio Ramírez y Fidel Herrera Beltrán , Tomo II, página 1157)

COMENTARIO: La redacción de la antepenúltima parte de este precepto, da lugar a confusión en la medida de que el supuesto... “o apareciera que ya no hay materia para la ejecución”, no establece cuáles son las circunstancias que pueden determinar dicho evento.

En otras palabras, queda al arbitrio del juzgador de amparo y no a la literalidad de la norma, determinar si, en efecto, la ejecutoria no puede cumplirse por consumación del acto reclamado o cambio de situación jurídica. ( José Francisco Becerril Mendoza, Tomo III, páginas 2051 y 2052)

Otro aspecto de suma trascendencia para la vida misma del juicio de amparo en lo que se refiere a las sentencias en las cuales se conceda al quejoso la protección de la justicia federal seria, si bien es cierto que no es materia de estas propuestas, consistiría en no permitir que en esta nueva ley de amparo sé de o exista el procedimiento a que se refiere él articulo 107 base XVI párrafo tercero que textualmente menciona:

”la inactividad procesal o la falta de promoción de la parte interesada, en los procedimientos tendientes al cumplimiento de las sentencias de amparo, produciría su caducidad en los términos de la ley reglamentaria.”

Ya que es bien explorado que la propia autoridad que conoce de juicio de amparo se le dan términos para dictar su sentencia en determinados casos y creemos por demás innecesaria que este párrafo en comento pueda tener vida jurídica ya que sé desvirtuaría en forma total el objetivo fundamental de propio juicio de amparo. el volver al estado en el que se encontraba el acto reclamado hasta antes de que la garantía individual fuera  violada.

Siendo una verdadera obligación de la propia autoridad en dictar en los plazos establecidos su sentencia en cualquier sentido y no es posible pensar en que el propio quejoso tenga que impulsar el procedimiento a fin de que se cumpla la sentencia que le fue favorable.

Nos oponemos rotundamente a que en la nueva ley de amparo se agregue el procedimiento de caducidad de incumplimiento de sentencia, como seria de igual forma el otro procedimiento de caducidad de la instancia por inactividad procesal en el procedimiento de amparo.

Sin olvidar de ninguna manera que otro de los aspectos de suma importancia dentro del Poder Judicial de la Federación es el rezago de asuntos. en este aspecto sé tendría que pensar en mecanismos a través de los cuales se sancionara a los litigantes que abusan del propio juicio de amparo imponiendo en forma valedera multas o hasta suspensión de la profesión.

Ojalá que esta modesta aportación sea tomada en consideración en el nuevo proyecto de la ley de amparo,  que estamos seguros no tendrá mayor modificación sino únicamente adecuaciones que vendrán a hacer mas fácil y más sencillo el procedimiento de amparo. (Guillermo Pacheco de la Rosa, Tomo III, páginas 2139 y 2140)

Lamentablemente, por reforma (31 de mayo de 1994) al artículo 107 Constitucional, se agregó en la fracción XVI, la posibilidad de que opere la caducidad por inactividad procesal, en la fase de ejecución o cumplimiento de la sentencia de amparo, pero afortunadamente no se llegó a reformar, al menos hasta este momento, la Ley de Amparo, para acoger tal innovación, la que resulta contraria al principio de que el cumplimiento de las sentencias (y más aún las de Amparo, por los intereses en conflicto), es de orden público; que ningún juicio de amparo debe archivarse sin que esté cumplida la sentencia (artículo 113 de dicho ordenamiento), pues incluso, se han agregado otras formas de cumplimiento de las sentencias, para alcanzar aquellos postulados. La propuesta entonces, va encaminada a que en la nueva Ley de Amparo, no se establezca la posibilidad de la caducidad por inactividad, en la fase de ejecución. (Dionisio F. Gutiérrez García, Tomo V, página 234)
TITULO SEGUNDO

DEL JUICIO DE AMPARO ANTE LOS JUZGADOS DE DISTRITO

Capítulo I

De los actos materia del juicio

Artículo 114.  El amparo se pedirá ante el juez de distrito:

I.  Contra leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 constitucional, reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, u otros reglamentos, decretos o acuerdos de observancia general, que por su sola entrada en vigor o con motivo del primer acto de aplicación, causen perjuicios al quejoso;

PROPUESTAS

El Poder Judicial Federal, es el órgano de control constitucional en el sistema jurídico mexicano. Esa función, básicamente se lleva a cabo por los jueces de distrito y la Suprema Corte de Justicia de la  Nación. Los Tribunales Colegiados y los Unitarios, participan mínimamente en esa función. Su principal cometido es el control de legalidad. Las anteriores afirmaciones pueden discutirse, sin   embargo, las objeciones se reducen, en tanto se estipule como control constitucional la función de revisar la validez de las leyes,  entendidas tanto formal, como materialmente. Es decir, el control  constitucional es una función de revisión de las leyes, en tanto que la violación a  los artículos 14 y 16 constitucionales tiene normalmente como  criterio de apreciación, el cumplimiento de las leyes ordinarias.

No hay duda de que a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, como nuestro máximo tribunal, debe corresponderle la función señalada, sin embargo, lo que ya no queda tan claro, es por qué  los jueces de distrito participan de esa tarea; sobre todo, si se  atiende a que no son los únicos órganos federales.

Por otro lado, parece un hecho el que la mayoría de los titulares de tales Juzgados de Distrito son de reciente ingreso a la  titularidad. Gran número de ellos surgieron a partir de los recientes  concursos abiertos por el Consejo de la Judicatura. Y los titulares que  provienen de Tribunales Colegiados debieron tener participación en un número muy limitado de amparo contra leyes, a no ser que se tratara de  juicios de amparo directos en los que se discutiera la validez de las disposiciones legales aplicadas en la sentencia definitiva o el  acto que dio origen al juicio ordinario. Los propios magistrados conocemos  de  un número mínimo de esos asuntos. Y por lo tanto, la experiencia actual para resolver los asuntos que envíe la Suprema Corte por declinación de conocimiento quizá no sea suficiente. 

Actualmente, las decisiones de un órgano unitario, el juez de  distrito, en la función constitucional, según los términos  precisados, es decir, en amparo contra leyes, son revisadas por un órgano  colegiado, los once ministros que integran el Pleno de la Corte, y  eventualmente por cinco ministros, que corresponden a las Salas.  Antes, la desproporción entre quien resolvía en primera instancia era mucho mayor, cuando la decisión del juez era revisada por 21 ministros.

En otro orden de ideas, las decisiones de los jueces de distrito,  en materia de impugnación de leyes, son revisadas por la Corte y eventualmente, por los Tribunales Colegiados, cuando también involucran cuestiones de legalidad, de manera que estos asuntos se solucionan con el agotamiento de tres instancias, la del juez de  distrito, la de la Suprema Corte y la del propio Tribunal Colegiado. Así es común, que el amparo biinstancial, normalmente sea un amparo  triinstancial.  Es claro que a esta observación se le pueden oponer objeciones de carácter técnico o formal, pero el hecho es que en  la resolución de estos asuntos participen tres clases de tribunales.

No es fácil imaginarse por qué los jueces de distrito constituyen la primera instancia en esta clase de juicios, si se atiende a su complejidad e importancia. La única explicación que encuentro,  deriva de la costumbre.  Entiendo que por la ausencia de Tribunales Colegiados, históricamente los jueces de Distrito se avocaron al conocimiento de estos asuntos.  Sin embargo, el que dichos órganos judiciales continúen conociendo de los amparos contra leyes, sólo puede explicarse por el afán de que la justicia federal esté  cerca de los afectados y evitar los gastos de traslado a lugares diversos a  los que habitan, es decir, por razones de acceso a la justicia. 

Sin embargo, si se advierte que actualmente los titulares de los Juzgados de Distrito tienen poca experiencia en la función, que  sin perjuicio de esto, los integrantes de Tribunales Colegiados,   poseen, por  el contrario, mayor experiencia, la que incluye la obtenida  durante el  desempeño como juez, y por lo tanto, un relativo conocimiento de  los amparos contra leyes; que ya hay Tribunales Colegiados en  prácticamente todo el país; que la propia carrera judicial exige  una experiencia en cualquier tipo de asuntos; y, sobre todo de  aquéllos donde se ejerce realmente el control constitucional, me parece  que es necesario, para una mayor seguridad del justiciable, que sean los Tribunales Colegiados quienes deban conocer de los juicios de  amparo contra leyes. Ya el mero hecho de que en la solución de estos  asuntos, de suyo complejos, participe más de una sola persona, es una  ventaja. En la doctrina se aduce que el juez ordinario no es lo  suficientemente capaz para resolver problemas de constitucionalidad, según esto, porque se requiere cierto tipo de sensibilidad y experiencia en el manejo de nociones muy abstractas.  Quizá la participación en la resolución de ambos tipos de asuntos supla la deficiencia  señalada. Se trata por lo demás de una situación ya presente en la Suprema  Corte de Justicia cuando simultáneamente realizaba funciones de control constitucional y de legalidad. Además de las ventajas ya  señaladas, hay otra más: si el conocimiento del amparo contra leyes se  reserva en primera instancia a los Tribunales Colegiados, dejaría de ser triinstancial en los casos ya señalados, porque las cuestiones de legalidad, ya no serían revisables por otros órganos diversos. Y   en muchas ocasiones, se convertirían en amparos uniinstanciales, facilitando las labores de la Corte, cuando ya existiera  jurisprudencia, con las consiguientes ventajas en tiempo de los justiciables y el  mejor provecho de la administración de justicia. El incremento de las  cargas de trabajo es insustancial pues de cualquier manera se trata de asuntos de los que conocerán los Tribunales Colegiados por declinación de competencia de la Corte. Sólo se eliminaría una instancia. (Mario Alberto Cantú Barajas, Tomo I, páginas 689 a 692)

Respecto a la fracción I referente al amparo contra leyes, en lugar de mencionar los diversos tipos de ordenamientos generales, sería mejor y más sencillo hablar del Amparo en contra de normas generales y abstractas. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1656)

II.  Contra actos que no provengan de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo.

En estos casos, cuando el acto reclamado emane de un procedimiento seguido en forma de juicio, el amparo sólo podrá promoverse contra la resolución definitiva por violaciones cometidas en la misma resolución o durante el procedimiento, si por virtud de estas últimas hubiere quedado sin defensa el quejoso o privado de los derechos que la ley de la materia le conceda, a no ser que el amparo sea promovido por persona extraña a la controversia.

PROPUESTAS

En relación a la fracción II creo que es mejor decir en contra de qué autoridades procede la demanda, las administrativas, y no señalarlas por exclusión. También sería importante indicar que cuando el acto administrativo emanara de un procedimiento seguido en forma de juicio, el amparo se promovería en contra de la última resolución, a menos que  durante el procedimiento se diera un agravio irreparable, pues en ese caso a partir de éste, previa tramitación de los medios ordinarios de defensa, procedería el amparo indirecto. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1657)

EN MATERIA ADMINISTRATIVA, se considera que el recurso de revisión fiscal no es compatible con la función tradicional que le ha correspondido a los tribunales judiciales que se convierten en un tribunal de alzada para resolver un recurso planteado por la Administración Pública; por tanto, se propone devolver la competencia para conocer de este recurso a un tribunal administrativo, como lo es el Tribunal Fiscal de la Federación, para que resuelva en pleno o la sección correspondiente de la Sala Superior. (José Luis Arellano Pita, Tomo IV, página 2694).

III.  Contra actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo ejecutados fuera de juicio o después de concluido.

Si se trata de actos de ejecución de sentencia, sólo podrá promoverse el amparo contra la última resolución dictada en el procedimiento respectivo, pudiendo reclamarse en la misma demanda las demás violaciones cometidas durante ese procedimiento, que hubieren dejado sin defensa al quejoso.

Tratándose de remates, sólo podrá promoverse el juicio contra la resolución definitiva en que se aprueben o desaprueben.

PROPUESTAS

“EXPOSICIÓN DE MOTIVOS:  Siendo nuestra constitución la fuente de las garantías individuales, o sea, el ordenamiento en el cual éstas se consagran, formando, por ende, parte de la ley fundamental, es lógico y evidente que están investidas de los principios esenciales que caracterizan el cuerpo normativo supremo respecto de la legislación secundaria.

Por consiguiente, las garantías individuales participan del principio de supremacía constitucional, consignado en el artículo 133 de nuestra ley suprema.  Por otra parte, las garantías individuales que forman parte integrante de la constitución, están, como ésta, investidas del principio de rigidez constitucional, en el sentido de que no pueden ser modificadas o reformadas por el poder legislativo ordinario ( o sea por el Congreso de la Unión como órgano legislativo federal y para el distrito federal, y por las legislaturas de los estados), sino por un poder extraordinario integrado en los términos del artículo 135 de la ley fundamental.  Para efectos de las reformas concernientes a la ley de amparo vigente, no debe perderse de vista las garantías de igualdad, libertad, propiedad y seguridad jurídica, consagradas eminentemente en los artículos 14 y 16 constitucionales, respetando sobre todas las cosas la vida, libertad, propiedad, posesión, derechos, así como a la persona, familia, domicilio, papeles y sobre todas las cosas la concurrencia de las fundamentaciones y motivaciones que nuestra carta magna profesa.

DEL JUICIO DE AMPARO ANTE LOS JUZGADOS DE DISTRITO.  DE LOS ACTOS MATERIA DEL JUICIO.

Artículo 114 de la Ley de Amparo:  Se propone la desaparición del final de la fracción III el artículo 114 de la Ley de Amparo, debido a:  Si los conceptos de violación no atacan los fundamentos del fallo impugnado, la Suprema Corte de Justicia, no está en condiciones de estudiar la inconstitucionalidad de dicho fallo, pues hacerlo equivaldría las deficiencias de la quejosas, en un caso no permitido legal ni constitucionalmente sino se está en lo que autoriza la fracción II del artículo 107 reformado de la constitución federal y los dos últimos párrafos del artículo 76 también reformado de la ley de amparo, cuando el acto reclamado no se funda en las leyes declaradas inconstitucionales por la jurisprudencia, la Suprema Corte de Justicia, ni tampoco se trate de una queja en materia penal o en materia obrera en que se encontrara que hubiere habido en contra del agraviado una violación manifiesta de la ley que lo hubiere dejado sin defensa, ni menos que se tratara de un caso de materia penal y que se hubiera juzgado al quejoso por una ley inexactamente aplicable.

El remate es, según la propia ley, un acto después de concluido el juicio, ya que si fuera de otra manera se habría regulado no precisamente en la que alude a los actos emitidos, después de concluido el juicio de referencia.

Por lo anterior expuesto, queda robustecido por el segundo párrafo de la fracción en estudio, la cual se hace mención también a los actos ejecutados en vía del cumplimiento de la sentencia, por lo que interpretando sistemáticamente a esta fracción (III) se concluye que los actos de ejecución de sentencia son actos que se presentarán después de concluido el juicio.  Concluyendo: si se desobedeciere esta disposición, quienes infrinjan deben hacerse acreedores a una sanción pecuniaria.(Reynaldo Herrera Aké, Tomo II, páginas 1280 a 1282)

La fracción III se refiere al amparo indirecto en contra de actos fuera de juicio o concluido, pero en sus párrafos segundo y tercero añade que en casos de ejecución de sentencias o de remate, como si éste no fuera un acto en ejecución de la sentencia, el amparo sólo procederá en contra de la última resolución dictada.

El problema que se ha suscitado es determinar cuál es la última resolución en la ejecución, sin que los tribunales, incluso los de amparo sean coincidentes en cual es la última resolución, por lo que la procedencia o no de esta clases de amparo dependerá del criterio que cada juez tenga, lo que da lugar a un estado de incertidumbre jurídica, por lo que sería bueno que en la reforma en la medida de lo posible se aclarara que se entiende por última resolución en ejecución, sobre todo tomando en cuenta que la ejecución de una sentencia puede tener varias etapas que aunque relacionadas son es independientes v. gr.: una es la etapa de liquidación, otra es la de embargo y una más la de remate, pero todas se dan en ejecución de sentencia. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, páginas 1657 y 1658)

La fracción tercera del referido artículo, al hablar de actos de ejecución de sentencia, da la apariencia de que únicamente es el demandado quien puede acudir vía amparo, sin embargo, es claro que durante el procedimiento de ejecución, las providencias y acuerdos que se dictan con el propósito de llevar a cabo el remate de los bienes embargados o la cumplimentación de la sentencia o laudo, pueden ser impugnados también por la parte actora, evento en el cual, la ley no distingue.

Entonces, se debe precisar que los actos emitidos en ejecución de sentencia, son susceptibles de impugnar vía juicio bi-instancial, sin tener que esperar a que se dicte la última resolución en el procedimiento.  Tal es el caso, por ejemplo en materia laboral, cuando se impugna la resolución que determinó improcedente la revisión de actos del ejecutor. (José Francisco Becerril Mendoza, Tomo III, páginas 2052 y 2053)

IV.  Contra actos en el juicio que tengan sobre las personas o las cosas una ejecución que sea de imposible reparación;

La fracción IV contempla el supuesto del amparo indirecto en contra de actos en el juicio que tengan una imposible reparación. Al respecto el problema que nuevamente se ha replanteado consiste en saber cuáles son los actos irreparables y sobre este tema me adhiero a las ideas del magistrado Leonel Castillo quién después de hacer un estudio analítico e histórico llegó a la conclusión desde mi punto de vista acertada, que los agravios irreparables cometidos durante el procedimiento esencialmente son aquéllos que trascienden el ámbito del derecho procesal y afectan derechos sustantivos de alguna de las partes. Sin embargo este criterio que aunque fue ratificado en contradicción de tesis, en realidad quedo debilitado ya que la resolución de contradicción es bastante mala, lo que creo que dio lugar a nuevas tesis sobre todo de esta última época que se han ido apartando del criterio sustentado por el magistrado Castillo, pero que ciertamente han creado nuevamente cierta incertidumbre sobre que debe entenderse por agravio irreparable. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1658)

EN MATERIA PENAL, es claro que tienen que seguir vigentes las normas que regulan el ejercicio de la acción de amparo cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro o alguno d los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal.

Ahora bien, tratándose de actos emanados de un procedimiento judicial penal, el amparo indirecto procederá contra la orden de aprehensión o el auto de formal prisión, sólo en aquellos casos en que el inculpado, conforme a la legislación aplicable, no tenga derecho al beneficio de la libertad bajo caución. También procederá el amparo indirecto en esta materia cuando, de concederse, ello traerá como consecuencia que se alcance la libertad del quejoso estando detenido, como por ejemplo, cuando se impugna la resolución que niega aquel beneficio, la que declara infundado el incidente de desvanecimiento de datos, etc.

En esta materia penal, la vía de amparo directo procederá contra sentencias definitivas, de cualquier fuero, sólo en aquellos casos en que el sentenciado no alcance ningún beneficio que le permita dejar de compurgar la sanción corporal impuesta, ya sea por sus circunstancias personales o por la naturaleza del hecho delictuoso. (José Luis Arellano Pita, Tomo IV, páginas 2693 y 2694).

V.  Contra actos ejecutados dentro o fuera de juicio, que afecten a personas extrañas a él, cuando la ley no establezca a favor del afectado algún recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto modificarlos o revocarlos, siempre que no se trate del juicio de tercería;

PROPUESTAS

Art. 114 Fracción V.- Contra actos ejecutados dentro o fuera de juicio, que afecten a personas extrañas a él, cuando la ley no establezca a favor del afectado algún recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto modificarlos o revocarlos, siempre que no se trate del juicio de tercería;…

Enmienda.

Derogar la parte donde dice:…cuando la ley no establezca a favor del afectado algún recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto modificarlos o revocarlos, siempre que no se trate del juicio de tercería…”.

Motivos.

Resulta francamente violatorio del segundo párrafo del artículo 14 Constitucional, obligar a un extraño al juicio, para que agote los recursos ordinarios concedidos dentro del mismo, porque respecto de tal extraño, no tuvo la oportunidad de hacer valer sus derechos desde el inicio de ese juicio, no pudo preparar su defensa, ofrecer pruebas, en suma, no se cumplieron las formalidades esenciales del procedimiento respecto del mismo, por lo que resulta violatorio de sus derechos subjetivos públicos, obligarlo a interponer los recursos ordinarios en tales condiciones. También resulta confuso y atentatorio, el cómputo del término, respecto de terceros extraños a juicio.

Debe mantenerse la hipótesis de la procedencia del amparo indirecto haciendo referencia a las personas extrañas a juicio. (Fidencio Ramírez y Fidel Herrera Beltrán , Tomo II, páginas 1158 y 1159)

VI.  Contra leyes o actos de la autoridad federal o de los Estados, en los casos de las fracciones II y III del artículo 1°. de esta ley.

PROPUESTAS

Expuesto todo lo anterior se tiene, por un lado, que la Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Tesis de Jurisprudencia por Contradicción invocada al principio de este estudio, sustentó el criterio de que las violaciones procesales por regla general son impugnables en amparo directo y que sólo por excepción son impugnables en amparo indirecto, en los casos ya señalados;  y por otro lado se tiene que, para que éste tipo de infracciones pueda impugnarse en amparo directo deben encuadrar en materia civil en alguna de las diez primeras fracciones del artículo 159 y en materia penal en alguna de las dieciséis primeras fracciones del artículo 160, y que de no ser así sin embargo si existe analogía con cualquiera de ellas, la violación procesal puede reclamarse en la vía directa.

De todo lo anterior, yo advierto que así como lo entiende la tesis jurisprudencial no existe armonía entre los artículos 107 fracción III inciso a) de la Constitución, 158 primer párrafo, 114 fracciones III, IV y V y los artículos 159 y 160 de la Ley de amparo porque mientras conforme a los tres primeros la regla general es que las infracciones al procedimiento deben impugnarse en amparo directo y sólo por excepción en indirecto; conforme a los segundos 159 y 160 de la Ley de Amparo sólo son impugnables en esta vía las violaciones procesales que se indican y las que con ellas guardan analogía.

En otras palabras, encuentro que si atendemos a lo señalado por los artículos 159 y 160 de la Ley de Amparo sólo son impugnables en amparo directo las violaciones procesales que encuadren expresamente en cualquiera de las fracciones de los preceptos señalados o bien analógicamente, y en caso de no ser así no serían impugnables en tal vía.  Así incluso lo entendieron originalmente los Tribunales Federales tanto así, que se razonaba la analogía; y ahora se tiene que, conforme al criterio jurisprudencial mencionado las violaciones al procedimiento generalmente son impugnables en amparo directo y sólo por excepción lo son en la vía indirecta en los casos que señala el artículo 114 fracciones III, IV y V de la Ley de Amparo.

En la forma últimamente referida se abre más la puerta de las violaciones procesales que pueden impugnarse en amparo, y así va a proliferar aún más este juicio y los Tribunales Federales encargados de su conocimiento, y eso al parecer es lo que se trata de evitar. (Jesús R. Sandoval Pinzón, Tomo I, páginas 393 y 394)

La Ley de Amparo, que en el mismo artículo 107 de la Constitución es señalada como su ley reglamentaria, en ninguna parte alude al Tribunal Unitario de Circuito respecto a  su  competencia  en  los  casos  que  de  esa  fracción  VII  le corresponde, pues el articulo 114 de dicha ley, refiriéndose a tales casos, señala únicamente al juez de distrito ante quien  se pedirá el amparo, y en cuanto a la tramitación del juicio,   que  también indica la propia fracción VII, que se reglamenta en los numerales 151 al 155 de la Ley de Amparo, también aluden sólo al juez de distrito, pero en ningún precepto de esta ley, de los que reglamentan esa clase de juicios biinstanciales,  menciona  a  los  Tribunales Unitarios  de Circuito,  todos  se refieren al juez de distrito. 

Es el artículo 29,  fracción 1,  de la Ley Orgánica del  Poder Judicial de la Federación, es el único que da las atribuciones correspondientes a los Tribunales .Unitarios de Circuito, del  modo siguiente:  

"Art.  29.- Los tribunales unitarios de circuito conocerán:  1.- De los juicios de amparo promovidos contra actos de otros tribunales unitarios de circuito, que no constituyan sentencias definitivas, en términos de lo previsto por  la  Ley  de Amparo  respecto  de  los  juicios  de  amparo indirecto promovidos ante juez de distrito. En estos casos, el tribunal  unitario  competente  será  el  más  próximo  a  la residencia de aquél que haya emitido el acto impugnado".

En  mi  particular  punto de vista,  estimo que esa sola reglamentación  a  manera  de  atribución  a  los  tribunales unitarios de circuito para conocer de los juicios de amparo  indirecto de su competencia, no es suficiente, menos aun, que se encuentra introducida sólo en  la Ley Orgánica del Poder  Judicial    de    la    Federación,    atendiendo    además,    y fundamentalmente,   a   que   por   principios   constitucionales correspondía estar específicamente determinada su regulación en la Ley de Amparo, que es la reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la propia Carta Magna, como incluso se indica en el segundo  de  esos  preceptos,  y   la  Ley  Orgánica  no  es reglamentaria,  ya que  su  función  legal  esta  inmersa  en su propia denominación.


Por lo anterior resumido  estimo que  existe una deficiente regulación legal del amparo indirecto de la competencia de los Tribunales Unitarios de Circuito, pues hasta podría aventurarse a  pensar  que  saldría  de  la  constitucionalidad,  y  debiera corregirse tal deficiencia, en mi concepto, agregándose en la fracción VII del artículo 107 de la Constitución Federal y en los  artículos  114 y  151  a  155,  así  como en  los demás que corresponda de la Ley de Amparo. 

Sin otro particular, y esperando no estar equivocado, de que el tema expuesto pudiera tener algún interés real, jurídico  y constitucional en la institución del amparo, reitero a usted las seguridades de mi atenta y distinguida consideración. (Adolfo Olguín García, Tomo I, páginas 530 a 532)

Planteamiento del problema. 

El juicio de amparo nació como un medio para tutelar la Constitución de las posibles violaciones que cometan las autoridades del estado, en las diversas hipótesis de procedencia establecidas en el artículo 103 constitucional.

Ahora bien, en nuestro régimen dicha finalidad del juicio de amparo se ha ampliado no solamente a tutelar directamente la Constitución, sino que a través de la garantía de legalidad, consagrada en los artículos 14 y 16, se extiende a los ordenamientos legales secundarios; mismo que se puede combatir tanto en vía directa o indirecta, según las diversas hipótesis que prevén los artículos 114 y 158 de la Ley de Amparo.

Como se puede ver, el amparo de legalidad puede tramitarse en la vía indirecta, cuyo procedimiento consta de dos instancias, o en  la vía directa, en el que el conocimiento del acto se hace en una sola  instancia; es aquí donde surge la iniquidad en el juicio de amparo en materia judicial, pues un mismo caso y según las circunstancias en que se pronuncie el mismo puede ser visto en una u otra vía, una, la  indirecta que es más lenta, y otra, la directa que es más ágil; siendo en ese  punto donde surge la propuesta de que sea eliminado el juicio de amparo indirecto judicial y sea resuelto en forma directa que en términos de economía procesal es más expedito.

Desarrollo del Tema.

El amparo es un proceso constitucional autónomo, entendiéndose por proceso un conjunto de actos procedimentales de las partes y  los tribunales que culminan con la resolución, donde se discute si la  actuación de la autoridad responsable violó o no las garantías individuales del gobernado.

El juicio de amparo promovido ante juez de Distrito se entiende que es juicio, toda vez que se siguen todos los actos procedimentales que culminan con la sentencia, sin embargo, el juicio de amparo  directo se ha entendido como un recurso, ello en virtud del control de la  legalidad, tomando en consideración las violaciones indirectas a la  Constitución, en donde el tribunal de amparo se convierte en un tribunal revisor  porque analiza las violaciones a las leyes ordinarias o secundarias, de ahí que se habla de su semejanza con el recurso de casación y en donde la sentencia que se dicta determina la inconstitucionalidad del acto reclamado y, si se cometieron violaciones al procedimiento, se repondrá éste a partir del momento en que se incurrió en la violación.

Con base en lo anterior, se podría sostener que en el juicio de amparo indirecto, de manera natural se ven las violaciones  directas a la Constitución y, en el directo, que es propiamente un recurso  extraordinario de legalidad, se analizan las violaciones indirectas. Pero lo anterior no es así, ya que encontramos en algunas hipótesis de procedencia del amparo indirecto, específicamente las fracciones III y IV del artículo 114 de la Ley de Amparo, que en ellas se contemplan cuestiones específicas de legalidad, pues se pueden impugnar en estos  casos, actos dictados  fuera de juicio o después de concluido, así como aquéllos que son dictados dentro del mismo, que tengan sobre las personas o las cosas una ejecución que sea de imposible reparación, analizándose en éstos si las normas específicas en que se fundan son las exactamente  aplicables al caso que se resolvió; como puede ser, cuando se analiza la personalidad, la procedencia de la vía, un auto de formal prisión, la sentencia que confirma un remate, el auto que desecha parcialmente una demanda y otras que serían innecesario  mencionar.

Ahora bien, podemos advertir que algunos de los ejemplos que enunciamos en el párrafo anterior, pueden ser analizados no sólo en la vía indirecta sino también, en la directa, cuando se dan determinadas condiciones. Así tenemos que en materia de personalidad la resolución que la desestima se combate en forma indirecta, y la que tiene por no acreditada la personalidad del actor, como ya se considera que es una resolución que puso fin a juicio, es impugnable por la vía directa; como ese caso podríamos enumerar muchos, como el desechamiento total de una demanda que es directo, y el desechamiento parcial es  indirecto,  etc.

Como podemos advertir, el juicio de amparo en materia de legalidad no es congruente, pues para un mismo caso establece dos  vías distintas según las circunstancias del mismo, pues en uno se abre una instrucción para reunir pruebas y se sigue el procedimiento y  formalidades para dejar el asunto en estado de sentencia, como lo es en el amparo indirecto, en el otro, que es el amparo directo no. Surgiendo la duda, por qué en un caso es necesario abrir una instancia  para que se agote la instrucción, como lo serían las resoluciones que tienen por reconocida la personalidad al actor; y en esa misma hipótesis de personalidad pero cuando se desconoce la misma, se acude directamente al juicio de amparo. ¿Qué no en las dos se analizó la personalidad, a través de las normas que la rigen?, entonces ¿era necesario abrir un juicio a prueba y dejarlo en estado de resolución? La  respuesta a la primera  interrogante es SI, es el mismo problema, y a la segunda NO, pues no se considera necesario, dado que las constancias ya estaban integradas; por ende se propone que el amparo judicial de legalidad que contemplan las fracciones III y IV del artículo 114 de la Ley de Amparo sean trasladadas a las hipótesis de procedencia que contempla el artículo 158 de la misma ley, para que estas sean analizadas en la vía directa y así resolver el juicio en forma más ágil y menos engorrosa, y con las siguientes ventajas:

c)
Cuando se reclame una ley, no será necesario llamar a juicio a las autoridades que la emitieron.

d)
La autoridad judicial responsable ya no estará legitimada para interponer revisión, lo cual estaría acorde con los criterios jurisprudenciales que en ese sentido se han pronunciado.

Al ser más ágil el proceso se provocaría que ya no fuera utilizado para entorpecer los juicios, y que los hacen largos y tediosos.

Adviértase que no se hace referencia a la fracción V del artículo 114 de la Ley de Amparo, pues en ésta se habla del tercero extraño o cuando la ley o acto reclamado no establezcan ningún recurso, pues en estos casos, generalmente estamos ante violaciones directas a la Constitución, por ende, en estas hipótesis es necesario que el procedimiento de amparo se vea en forma de juicio, por ende, la  vía indirecta es la adecuada. En este caso también hay que contemplar al tercero extraño por equiparación.

Finalmente, para redondear lo anterior se haría necesario, para evitar la proliferación de juicios de amparo directo, se estableciera el amparo uniinstancial adhesivo, para que así en una misma resolución se pudieran analizar todos los aspectos del litigio. (José Manuel de Alba de Alba, Tomo I, páginas 628 a 632)

El amparo ante un Juez de Distrito.

El artículo 114, como prácticamente todos los artículos de la ley, debe ser aligerado, pues se le ha recargado de conceptos, por ejemplo, su fracción I, enumera las leyes, los reglamentos, los tratados pretendiendo ser exhaustiva; pero esa redacción es excesiva pues bastaría decir “que el amparo procede contra las normas generales dictadas por los órganos del Estado, cualquiera que sea su naturaleza, que causen agravio al entrar en vigor o con motivo del primer acto de aplicación”.  De esta manera se hace menos denso el precepto.

No ignoro que no faltará quien pregunte ¿cuáles son esas normas? y la respuesta debe ser: estudia.

Y esta respuesta debe darse; porque la ley procesal es una ley técnica, que supone el conocimiento y manejo de esa técnica, bien entendido que una ley no es un tratado de derecho. 

Las fracciones II y III se refieren a tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, redacción que debe abandonarse y sustituirse por lo que tiene la fracción III, inciso a), del actual artículo 5° que habla de juicios o controversias, con lo que se elimina una enumeración farragosa.

En la fracción II debe eliminarse la frase “a no ser que el amparo sea promovido por persona extraña a la controversia”, porque a esa hipótesis se refiere la fracción V, por lo que es inútil la repetición. 

El párrafo final de la fracción III, que se refiere a los remates limita la procedencia del amparo exclusivamente a la resolución que los apruebe o desapruebe; pero no se refiere a que determinadas leyes permiten remates en bolsa, que por no ser judiciales no son aprobados ni desaprobados por la autoridad judicial; por tanto considero que después de la palabra remates, podría introducirse la palabra “judiciales”, para evitar aplicaciones indebidas y los remates no judiciales, en bolsa,  son actos de imposible reparación.  Y la redacción original es lógica, porque no había remates en bolsa para pagar al acreedor.

La fracción V sólo debe decir: “contra actos ejecutados dentro o fuera del juicio, que afecten a personas extrañas a él”.  El resto de la fracción es inútil porque se refiere al principio de definitividad, cuya violación se sanciona en el artículo 73, fracciones XIII, XIV y XV. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, páginas 1065 y 1066)

Enmienda.

Incorporar la fracción séptima:

contra las determinaciones del agente del ministerio público negándose a ejercitar la acción penal, desistiéndose del ejercicio de la misma o formulando conclusiones inacusatorias, estando probados el cuerpo del delito y La presunta responsabilidad o la responsabilidad penal en su caso, del indiciado o del procesado.

Motivos.

La inclusión del cuarto párrafo del artículo 21 constitucional, que responde a un clamor nacional en cuanto al monopolio absoluto que tuvo antes de dicha enmienda, la institución del ministerio público en el ejercicio de la acción penal; con el otorgamiento a favor de los gobernados del derecho de impugnar por la vía jurisdiccional las determinaciones del representante de la sociedad sobre el no ejercicio y desistimiento de la mencionada acción, crea la necesidad de plasmar en la ley de amparo en forma autónoma, la procedencia del amparo indirecto en esta hipótesis.

Lo anterior se deriva de dos razones fundamentales: surge un nuevo presupuesto jurídico, cuyo contenido es esencialmente distinto a las seis hipótesis del artículo 114 de la ley de amparo y, se trata de una altísima prioridad, cual es la defensa de la sociedad. (Fidencio Ramírez y Fidel Herrera Beltrán , Tomo II, páginas 1159 y 1160)

En el afán de evitar que se establezcan criterios contradictorios por los encargados de aplicar la Ley de Amparo, es conveniente especificar en ella, de manera general en aquellos en que se señalan las circunstancias o caso de sentencia de tribunales judiciales, administrativos o laborales, agregar “agrarios”. 

En el artículo 114 de la ley de amparo fracción segunda, al final del primer párrafo, deberá especificarse:  ni  del Tribunal Superior Agrario.  Esto se justifica, por que de no especificarse tal prohibición se admitiría una cuarta instancia.  Al excluirse a las sentencias  del Tribunal Superior Agrario, se aceptarían las de los tribunales unitarios contra los que no opera el recurso de revisión.

Además deberá adicionarse la fracción VII. Contra sentencias definitivas de los tribunales unitarios agrarios en los casos que se cometan violaciones al dictarse la sentencia o durante el procedimiento, si por virtud de estas los sujetos agrarios hubieren quedado sin defensa o privado de los derechos que la ley agraria les concede. (Andrea Bocanegra Quiroz, Tomo II, página 1290)

Artículo 114, deberá adicionarse con la siguiente fracción:

“VII.- Contra las resoluciones de archivo o no Ejercicio de la acción penal, que pronuncie el Ministerio Público Federal o Local”.

Todos los candidatos a la Presidencia de la República han reiterado su ofrecimiento de acabar con la corrupción en la administración de justicia y han destacado la conducta en ese sentido del Ministerio Público.

Son miles los casos en los que por ignorancia, por soborno o para quitarse trabajo, los Ministerios Públicos pronuncian resoluciones de archivo o no ejercicio de la acción penal.

Los agentes del Ministerio Público, engreídos, más que prepotentes, alegan que ellos tienen, en los términos del artículo 21 Constitucional, el monopolio de la persecución de los delitos.

Una gran mayoría de los que he tratado son incompetentes y flojos y ante estas actitudes el denunciante queda desprotegido.

La única forma pues de que el ofendido pueda probar la improcedencia, mala fe o reflexión de la resolución que de archivo o no ejercicio de la acción penal pronuncie el Ministerio Público, es el derecho al amparo; ley que lo reglamenta y que es una de las mejores legislaciones del mundo. (Félix Galindo D. B., Tomo II, páginas  1370 y 1371)

VI.-  EXPOSICION DE MOTIVOS.-  Considero que la siguiente propuesta es con el fin de proporcionar un medio de defensa mas adecuado a las personas que como ya se ha dicho, carecen de algunas características personales, que pudieran lesionar su ámbito constitucional, y quedar desprotegidas frente al resto de la población.

ARTICULO 114

PROYECTO.-  (se propone adicionar una fracción al artículo citado)  Fracción VII.-  Contra leyes o actos de autoridad que vulneren los derechos o intereses familiares o personales de cualquiera de las personas señaladas en el artículo 7 de esta Ley, afectando el interés supremo de esas personas, afectando el ejercicio de la patria potestad, la tutoría, la guarda y custodia o cualquier depósito de la persona, poniendo en grave riesgo su desarrollo físico o mental.(Alejandro V. Pintos Romero, Tomo II, página 1377)

La propuesta es para ajustar al texto del art. 29, fracción I de la LOPJF.

TEXTO CON MODIFICACIÓN

ARTICULO 114.- El amparo se pedirá ante el juez de distrito, salvo los casos en que se traten de actos atribuidos a un tribunal unitario de circuito que es competencia exclusiva de otro tribunal de la misma categoría, cuando:


I.- Contra leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 constitucional, reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, u otros reglamentos, decretos o acuerdos de observancia general, que por su sola entrada en vigor o con motivo del primer acto de aplicación, causen perjuicios al quejoso;


II.- Contra actos que no provengan de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo.


En estos casos, cuando el acto reclamado emane de un procedimiento seguido en forma de juicio, el amparo sólo podrá promoverse contra la resolución definitiva por violaciones cometidas en la misma resolución o durante el procedimiento, si por virtud de estas últimas hubiere quedado sin defensa el quejoso o privado de los derechos que la ley de la materia le conceda, a no ser que el amparo sea promovido por persona extraña a la controversia.


III.- Contra actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo ejecutados fuera de juicio o después de concluido.


Si se trata de actos de ejecución de sentencia, sólo podrá promoverse el amparo contra la última resolución dictada en el procedimiento respectivo, pudiendo reclamarse en la misma demanda las demás violaciones cometidas durante ese procedimiento, que hubieren dejado sin defensa al quejoso.


Tratándose de remates, sólo podrá promoverse el juicio contra la resolución definitiva en que se aprueben o desaprueben.


IV.- Contra actos en el juicio que tengan sobre las personas o las cosas una ejecución que sea de imposible reparación;


V.- Contra actos ejecutados dentro o fuera de juicio, que afecten a personas extrañas a él, cuando la ley no establezca a favor del afectado algún recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto modificarlos o revocarlos, siempre que no se trate del juicio de tercería;

VI.- Contra leyes o actos de la autoridad federal o de los Estados, en los casos de las fracciones II y III del artículo 1°. de esta ley. (María Simona Ramos Ruvalcaba, Tomo II, páginas 1434 a 1438)

El Juicio de Amparo tiene como propósito la protección de las garantías individuales cuando estas son violadas por algún acto de autoridad y le causan perjuicio al gobernado. 

En diciembre de 1840, en Yucatán, Manuel Crescencio Rejón, presentó el Proyecto de Constitución, mismo que fue aprobado el 31 de marzo de 1841, en el por vez primera se establece en una Constitución, particularmente en su artículo 53, la obligación de la Suprema Corte de Justicia del estado de "Amparar en el goce de sus derechos a los que le pidan su protección contra las Leyes y Decretos de la Legislatura que sean contrarios a la Constitución, o contra las providencias del Gobernador o Ejecutivo reunido, cuando en ellas se hubiera infringido el Código Fundamental o las leyes, limitándose en ambos casos a reparar el agravio en la parte que éstas o la Constitución, hubiesen sido violadas". 

En el Acta de Reformas de 1847, en su artículo 25, el Juicio de Amparo se establece en nuestro país al influjo de las ideas de Mariano Otero. Desde entonces y hasta nuestros días dicho Juicio de Garantías ha permeado en la conciencia de los mexicanos como un instrumento de defensa ante los ataques de los órganos del poder público. En las Constituciones de 1857 y 1917 se establece de nueva cuenta el Juicio de Amparo con las características fundamentales que hasta la fecha tiene.

El contenido del artículo 21 en el texto original de la Constitución de 1917, otorgó al Ministerio Público la facultad de ser el titular del monopolio del ejercicio de la Acción Penal, lo cual significaba que sus resoluciones sobre el ejercicio o no de la acción penal, no eran susceptibles de ser recurridas. 

El Constituyente Permanente aprobó en diciembre de 1994 adiciones y reformas a diferentes artículos de nuestra Norma Fundamental, mismas que fueron publicadas en el Diario Oficial de la Federación el 31 de diciembre de ese año. En particular se adicionó un párrafo cuarto al artículo 21 constitucional que establece: "Las resoluciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio y desistimiento de la acción penal, podrán ser impugnadas por vía jurisdiccional en los términos que establezca la Ley". 

Es el caso, que desde diciembre de 1994 hasta esta fecha el Congreso de la Unión no ha efectuado las adecuaciones jurídicas necesarias en la Norma Secundaria, para el efecto de que esta garantía individual tenga pleno cumplimiento.

Por tanto, teniendo hasta antes de la Reforma Constitucional supradicha el Ministerio Público el monopolio del ejercicio de la acción penal, sus resoluciones eran inimpugnables, por establecer dicha improcedencia del Juicio de Garantías tanto la Norma Fundamental, como la Jurisprudencia del Poder Judicial Federal. 

El presente trabajo propone la adición de una fracción VII, al artículo 114 de la Ley de Amparo, para el efecto de que los particulares que sufren la comisión de un delito puedan inconformarse vía Juicio de Amparo en contra de las resoluciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio o desistimiento de la acción penal.

 Es pertinente destacar que la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de mayo de 1996, establece un recurso de Control Interno que se inicia, desarrolla y concluye dentro de la misma Institución, el Ministerio Público es quien resuelve en el caso de que consulte el no ejercicio de la acción penal o la formulación de conclusiones no acusatorias. Cuenta con quince días el ofendido, a partir de la notificación de la determinación inacusatoria, para desvirtuar y combatir la inercia del Ministerio Público. En el caso que el Procurador resuelva confirmar la resolución de su inferior jerárquico, el asunto queda definitivamente concluido. En la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal existe disposición análoga a la de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República. Más sin embargo, resulta incuestionable la necesidad de que exista un Procedimiento Jurisdiccional para revisar y revocar, en su caso, las resoluciones del Ministerio Público, cuando éste se niegue a ejercitar la acción penal o cuando se desista de ella, sobre todo por formar parte el artículo 21 constitucional del Título Primero, Capítulo Primero de la Constitución, en el cual se establecen las garantías individuales, la violación que a éstas se den, son susceptibles de repararse a través del Juicio de Amparo. Se trata con la propuesta de que exista concordancia entre la Norma Primaria y la Norma Secundaria. Al efecto estimamos pertinente recordar el antecedente de la primera sentencia de amparo dictada en nuestro país. 

El 13 de agosto de 1849, don Pedro Zámano, juez de distrito en San Luis Potosí por ausencia del Propietario, establece en su sentencia: "Visto el antecedente Dictamen y teniendo presente que el artículo 25 de la Acta de Reformas, impone al juzgado de mi cargo la obligación de amparar a cualquier ciudadano contra los ataques violentos, ya sea de los supremos poderes de la nación, ya de los estados: que la circunstancia de no haberse reglamentado el modo y términos en que tal protección debe dispensarse, no es ni puede ser un obstáculo para cumplir con ese sagrado deber, porque a nadie puede ocultarse el modo de sustanciar un expediente y que, de no dar cumplimiento al citado artículo, resultaría una contravención del objeto y fin que los legisladores se propusieron, no menos que una muy notable infracción, que inconcusamente haría responsable al que la cometiera; que una ley desde el momento que se publica debe ser obligatoria; no expresándose en ella lo contrario, como dice muy bien el asesor, y que por lo mismo no se ha podido ni puede dejar de cumplir con la referida disposición constitucional, ..." .

Es pertinente destacar que la jurisprudencia establecida por el Poder Judicial de la Federación en su Novena Epoca, ha establecido la procedibilidad del Juicio de Garantías en el caso que nos ocupa, aun en ausencia de la disposición expresa en la Norma Secundaria, por tratarse de una violación directa a lo dispuesto por el párrafo cuarto, del artículo 21 constitucional.

VII.- Contra las resoluciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio y desistimiento de la acción penal. (Roberto Aguirre Navar, Tomo III, páginas 1713 a 1717)

El presente trabajo tiene relación con el artículo 114 de la Ley de Amparo, reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, proponiendo adicionar una fracción VIII. 

CONSIDERACIONES

En diverso trabajo se propone adicionar una fracción VII al artículo 114 de la Ley de Amparo, en la que, se establece la procedencia del juicio de garantías “contra las resoluciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio y desistimiento de la acción penal”. Por lo que, en este trabajo se propone otra adición bajo la fracción VIII, con el objeto de que el juicio de garantías prospere contra reformas a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuando se modifiquen derechos fundamentales.

Es de todos sabido que el Juicio de Amparo tiene como misión fundamental proteger a las personas, ya sean físicas o morales contra actos de Autoridad que violen o vulneren las garantías individuales, sin embargo se han dado gravisimos casos en los que Autoridad como el Constituyente Permanente, no sólo han violado o vulnerado garantías individuales, sino que las han hecho desaparecer del texto de la Constitución General de la República y aún cuando ha habido opiniones en contrario ha prevalecido el criterio de que, desaparecida la garantía individual de la Constitución, las Autoridades Judiciales Federales no tienen la posibilidad de proteger ese bien jurídico que es precisamente la garantía individual que desaparece, se modifica o se vulnera por el Constituyente Permanente. Los argumentos para apoyar la teoría de que el Constituyente Permanente no puede ser autoridad responsable, ni que pueden ser objeto del Juicio de Garantías las modificaciones, ya sean por adición o por reforma que el Constituyente introduzca a la Constitución, entre otros la circunstancia de que el Poder Judicial se convirtiera en Legislativo, que tendría facultades que pudiesen anular la labor del Constituyente Permanente y otros múltiples argumentos, el propósito sin embargo es valioso, porque lo que se pretende proteger son las garantías individuales existentes.

Ahora bien, desde nuestro especial punto de vista, no existe ningún impedimento legal para que las Autoridades Federales conocieran de juicios de amparo en contra de las reformas  a la Constitución realizadas por el Constituyente, por la sencilla razón de que en concordancia con el artículo 103 de la Constitución y el artículo 1º de la Ley de Amparo, establecen que el propósito o el objeto del juicio de amparo es resolver toda controversia que se suscite por leyes o actos de Autoridad que violen las garantías individuales.

Ahora bien ¿Qué es la Constitución?, evidentemente la Constitución es una Ley, y si la Constitución nos concede una garantía individual la reforma a la Constitución, que es una Ley evidentemente puede ser objeto del Juicio de Amparo, si dentro de la misma se violaron garantías individuales.

La cuestión es muy compleja, porque tendremos que responder a los interrogantes ¿Qué es la Constitución?, ¿Qué disposiciones son parte imprescindible de la Constitución?, ¿Qué es lo que puede ser reformado de la Constitución?, ¿Son inmutables las garantías individuales?, y otras más, sin embargo independientemente de cuales sean las respuestas que se den a esos interrogantes, es evidente que en la Constitución o que a la Constitución se han introducido por el Constituyente, toda una serie de principios que deberían estar en leyes secundarias, no en la Constitución, pero que el Legislador Constituyente Ponente ha considerado que si las introduce en el texto de la Constitución, las sacraliza y por esta virtud van a ser obedecidas sin más, pero se equivoca, puesto que la Constitución al igual que cualquier Ley es violentada, por ello el propósito de introducir a la Constitución disposiciones secundarias, es inútil, pero colma a nuestra Constitución de principios que no pueden ser tocados por el Juicio de Garantías, restringiendo terriblemente la esfera de libertad de seguridad jurídica e igualdad a favor de los Ciudadanos. Tomemos el ejemplo el artículo 3º Constitucional, ha tenido tantas reformas que la garantía que tenemos todos los ciudadanos, como padres de familia de enviar a nuestros hijos a la escuela que nos plazca, esta totalmente encubierta, cuando se piense en el artículo 3º de la Constitución nos viene a la mente las características que deberá tener la educación que imparta el Estado, al carácter obligatorio de la educación primaria, sus características, etc., pero la garantía esta oculta. Otro ejemplo es el artículo 10 que consignaba la garantía individual de poseer en los domicilios de los particulares las armas necesarias para su protección y legítima defensa que fue restringida primero, cuando se añadió: Que para portarlas en las poblaciones se requería el permiso de la Autoridad Administrativa y posteriormente la garantía desapareció cuando en el texto Constitucional se estableció el principio o salvedad a la posibilidad de poseer armas en su domicilio “excepción de las prohibidas por la Ley Federal y de las reservadas para el uso exclusivo del Ejército, Armada, Fuerza Aérea y Guardia Nacional, -y se agregó-, la Ley Federal determinará los casos, condiciones, requisitos y lugares en que se podrán autorizar a los habitantes la portación de armas.

No somos partidarios de la violencia y mucho menos de la portación de armas de fuego, creemos que el Estado Mexicano tiene la obligación de proporcionar seguridad pública a todos, de forma tal de que nadie necesite poseer y mucho menos portar armas, y también creemos que quienes mejor manejan las armas son los expertos que en este caso debe ser nuestro Glorioso Ejército y nuestros Policías, pero resulta de que también hay expertos entre la gente de mal vivir que con facilidad pueden someter a cualquier integrante de la Población con armas que sirven como instrumento principal de sus propósitos criminales y no existe todavía la debida protección por parte de la Autoridad de salvaguardar la integridad física de las personas, ni la inviolabilidad de los domicilios, por ello, las reformas al artículo 10 a que nos hemos referido y la prohibición en la Ley de Armas de Fuego y en los demás ordenamientos que señalan cuales son las armas de uso exclusivo del Ejército, Armada y Guardia Nacional y las prohibidas a los particulares reducen a éstos a una condición lastimosa frente a los delincuentes, pues no es posible poseer armas efectivas que permitan la defensa que la garantía Constitucional pretende, puesto que posiblemente sea más efectivo un buen palo o la lanza que una pistola de menor calibre, y si a eso aunamos que es casi imposible que en forma legítima o ilegítima los Ciudadanos obtengan de las Autoridades competentes el permiso para portar armas, el estado de indefensión se torna dramático, y desesperante, puesto que al que porte armas, no solamente se le decomisan como parte de la pena, sino que es sometido a un proceso penal, y no se diga cuando se trate de las armas prohibidas que al parecer son las más eficaces. Resumiendo lo que queremos decir, es que la garantía desapareció, y al desaparecer las garantías, los ciudadanos fuimos despojados de algo que teníamos con anterioridad a la reforma y que estamos en manos de Constituyente Permanente que en ocasiones dicho esto con todo respeto, puede actuar influenciado por las corrientes políticas imperantes o por factores de poder extraconstitucionales que no vale la pena analizar, por ello, proponemos se adicione con una fracción el artículo 1º Constitucional o bien, se modifique el texto de cualquiera de ellos, para que quedaran perfectamente comprendidos como actos contra los que puede pedirse el amparo, los del Constituyente Permanente, la redacción que se propone es la siguiente:

Articulo 114.-  ....

I  … 

II …

III …

IV …

V …Contra el Constituyente Permanente por derogación o modificación a las garantías fundamentales de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. (Roberto Aguirre Navar, Tomo III, páginas 1720 a 1725)

Restricción de la Procedencia del Juicio de Amparo por Cuantía, Pena y Trascendencia o Importancia de la Causa. Una idea empieza a permear en el medio: debe limitarse la procedencia del juicio de amparo a casos que tengan tal importancia, que justifiquen, en términos de costos, echar a andar la maquinaria judicial. Conforme a esta noción, cada juicio de amparo que se tramita ante los juzgados y tribunales tiene un costo económico para el Estado que no se justifica erogar cuando, por ejemplo, la cuestión de fondo en el litigio no asciende a un moto mayor a cierta cantidad de pesos, mucho menor al costo que significa para el erario; así, según esta opinión, la procedencia del amparo debe restringirse y sólo permitir su interposición cuando la cuantía sea mayor, peculiaridad que lo distinga.   Esta propuesta no debe ser admitida, dado que en el juicio de garantías no se controvierten simples derechos privados, sino cuestiones eminentes públicas: la violación de los derechos del hombre protegidos por la Constitución. (Julio César Vázquez Mellado García, Tomo III, páginas 1774 y 1775)

Los juzgados de distrito especializados en materia de amparo, conocerán de la demanda de garantías únicamente en tratándose de violaciones a los preceptos relativos al capitulo i de las garantías individuales de la constitución general de la república. (Jesús González Moreno, Tomo III, página 1808)

Amparo ordinario

Se designa con este nombre al que, a través de un procedimiento ágil, sumario, sin complicaciones técnicas, esté al alcance de cualquier persona sin una preparación técnica especializada, en los casos en que no se reclamen actos provenientes de autoridades jurisdiccionales, reivindique los propósitos y finalidades originales del juicio de amparo, ideales y aspiraciones que se encuentran muy bien reflejados en la definición de amparo que hace más de cien años formuló el jurista jalisciense Ignacio L. Vallarta en su obra El juicio de amparo y el write of habeas corpus, publicado por primera vez en 1881,  en el que expone:

“El amparo puede definirse diciendo que es el proceso legal intentado para recuperar sumariamente cualquiera de los derechos del hombre consignados en la Constitución y atacados por una autoridad de cualquier categoría que sea, o para eximirse de la obediencia de una ley o mandato de autoridad que ha invadido la esfera federal o local respectivamente.”

Creo que como punto de partida para la elaboración del procedimiento ordinario de amparo podría tomarse la ley de amparo de 1882, con las modificaciones y adiciones que aconsejen la experiencia de más de cien años de su práctica, pero cuidando su sencillez y agilidad. Volver al origen, regresar al punto de partida, pero con la experiencia que da saber dónde y por qué se perdió el rumbo en el primer trayecto de recorrido. Desandar lo andado para volver a andarlo bien.

Amparo barandilla

En otro ensayo también  propuse un tipo de procedimiento para los casos de urgencia, aquellos que, por su naturaleza, lo más importante sea la rapidez y oportunidad de la decisión que el elaborado y puntilloso discurso en que ésta se funde. Se propone un amparo sumarísimo que incluso opere por comparecencia, al cual he llamado amparo de barandilla. Éste obedece éste a la necesidad de llevar o trasladar los principios humanos y jurídicos que inspiran a la justicia de paz al ámbito federal de la protección de las garantías individuales, también llamadas derechos humanos por nuestra Constitución. Quizá en este tipo de procedimiento de amparo lo aconsejable sea que no exista recurso alguno, pero esto habría que discutirlo.

Son innumerables los casos en materia administrativa que en beneficio de la sociedad, no sólo del quejoso, requieren una solución judicial rápida, inmediata, con base en la cual puedan protegerse de modo legítimo los derechos individuales, pero también los sociales, pues al quedar determinado por una autoridad judicial que en el caso concreto el acto de autoridad estuvo ajustado a la Constitución, y que, en consecuencia no viola garantías individuales, propicia el uso legítimo de la fuerza pública, es decir, de que el Estado ejerza su facultad coactiva en beneficio de la sociedad, para hacer cumplir una determinación cuya legalidad quedó plenamente confirmada con la negativa del amparo.

Amparo contra leyes

En cierta ocasión expuse estas ideas al doctor José Luis Soberanes y él sugirió la conveniencia de establecer otro tipo de procedimiento diferenciado de amparo: el amparo contra leyes. La idea me pareció hizo muy interesante pues, creo que debe distinguirse entre el amparo contra actos y el amparo contra leyes, y es necesario iniciar la discusión de qué principios se sustraen al amparo contra actos para darle un tratamiento distinto en el amparo contra leyes. Considero que el tema reviste gran importancia.

Se ha hablado con insistencia de la conveniencia de dar al amparo contra leyes efectos erga omnes. En efecto, algunos distinguidos juristas, entre quienes sobresale Héctor Fix Zamudio, en un intento de finalizar con las graves inequidades, que atribuyen al principio de relatividad de la sentencia en el amparo contra leyes, propusieron que se diera efectos erga omnes a la sentencia en el amparo contra leyes.

Establecer que una vez que se siente Jurisprudencia de la Suprema Corte al declarar la inconstitucionalidad de algún precepto, éste, en forma automática y en la medida en que la Corte lo considere contrario a la Carta Magna, sea abrogado o derogado, según sea el caso. Esto equivaldría a otorgar a la Suprema Corte facultades legislativas de carácter negativo.

Entre los inconvenientes aducidos, se encuentra el del carácter retroactivo que hoy se considera inherente a la sentencia que concede el amparo; por ejemplo, supongamos que se concede el amparo por considerar inconstitucional un tributo, si la sentencia tiene efectos erga omnes, el fisco tendría que devolver todo lo que cobró por ese tributo, no sólo al quejoso que ganó el amparo sino a todo causante que lo haya pagado, lo cual podría conducir al fisco a una grave situación financiera que revertiría en perjuicio de la sociedad misma. Esta situación  podría ser superada de manera fácil con una disposición semejante a la que establece el artículo 105 constitucional: 

La declaración de invalidez de las resoluciones a que se refieren las fracciones I y II de este artículo no tendrá efectos retroactivos, salvo en materia penal, en la que regirán los principios generales y disposiciones legales aplicables de esta materia.

De no aceptarse este sistema, podría optarse por otro más moderado, menos radical, consistente en modificar el artículo 71 constitucional para otorgar a la Suprema Corte el derecho de iniciar leyes. Entiendo que ya hay alguna proposición para facultarla para presentar iniciativas de las leyes que le competan en forma directa (Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, Ley de Amparo, Código Federal de Procedimientos Civiles); sin embargo, mi sugerencia es que ese derecho de iniciar leyes también incluya la derogación o abrogación, según sea el caso, de aquellas sobre cuya inconstitucionalidad se haya pronunciado el más Alto Tribunal, aunque sean criterios que no constituyan jurisprudencia. De esta manera se establecerá un diálogo entre el Legislativo, federal o local, y la Suprema Corte, que tal vez dé como resultado la derogación o abrogación de la ley o, también, que ante los argumentos de los legisladores, este Alto Tribunal cambie su criterio, y si ya se había integrado Jurisprudencia al declarar la inconstitucionalidad de una ley, la interrumpa, y entonces las autoridades continúen con la aplicación de la ley. Me inclino por este último sistema.

Ambos sistemas tienen ventajas y desventajas. La ponderación de las mismas durante la discusión que se realice en el Congreso Nacional de Juristas determinará qué termine que sistema debe adoptarse. De lo que estoy convencido es que el amparo contra leyes no puede subsistir con su regulación actual. 

Estas son las reflexiones en lo que concierne a la estructura y límites del juicio de amparo. A continuación expongo mis inquietudes respecto a otros aspectos que pienso deben someterse a discusión. (José de Jesús Gudiño Pelayo, Tomo III, páginas 1863 a 1867)

ARTICULO 113.-   Se pedirá amparo ante los Juzgados de Distrito :

I.-   Con texto igual al señalado en la fracción I del vigente artículo 114.

II.-   Contra actos que no provengan de los Tribunales Judiciales, administrativos o del trabajo.  Si éstos emanan de un procedimiento seguido en forma de juicio,  sólo podrá promoverse amparo contra la resolución definitiva por violaciones cometidas en ella o durante el procedimiento, siempre que por virtud de ésta última hubiere quedado sin defensa el quejoso o privado de los derechos que la ley de la materia conceda, a no ser que el amparo sea promovido por persona extraña.

Tratándose de actos dictados en averiguación previa, el amparo se promoverá contra la autorización de reserva o la resolución emitida en la revisión de autorización al no ejercicio de la acción penal, por violaciones cometidas en ellas o durante el procedimiento que les antecede.  En ambos supuestos también se podrá formular demanda contra los actos que antecedan a las determinaciones de referencia siempre que tengan sobre las personas o cosas  una ejecución de imposible reparación.

III.-   Contra los actos provenientes de los Tribunales Judiciales, Administrativos o del Trabajo.   Si se trata de actos dictados fuera de juicio, o después de concluido éste, la demanda se formulará contra la última resolución dictada en el respectivo procedimiento.   Si el acto reclamado se dicta dentro del juicio, sólo procederá el amparo contra aquellos que tengan sobre las personas  o cosas una ejecución de imposible reparación ;  procedencia que también será extensiva a los dictados fuera de juicio y después de concluido éste.

Tratándose  de remates, sólo se promoverá el juicio contra la resolución definitiva en que se aprueben o desaprueben ;

IV.-   Texto igual al vigente de la fracción V.

MOTIVOS.-    Se introduce la procedencia del  amparo contra  el acuerdo de reserva y determinaciones de no ejercicio de la acción penal, con el ánimo de perfeccionar la magnífica reforma del artículo 21 Constitucional que prevé la posibilidad de combatir jurisdiccionalmente las determinaciones de no ejercicio de la acción penal acabando con ello con un renglón de impunidad atribuido a deficiencias técnicas del Ministerio Público e inclusive a conductas  de auténtica corrupción.    De ahí que, siendo ejemplo esa reforma, se pretenda combatir determinaciones del titular de la acción penal que indudablemente causan agravio a la víctima u ofendido con el delito tan olvidado  en el sistema  jurídico penal mexicano.

Al mismo tiempo, se aprovecha los criterios  jurisdiccionales  dictados  con motivo de la vigente fracción IV del artículo 114, para hacerla extensiva  a los actos  ejecutados fuera de juicio o después de concluido  y finalmente, se deroga la fracción VI, del vigente precepto, por la reforma propuesta en  el artículo 1º. (David Ancira Martínez, Tomo III, páginas 1924 y 1925)

La figura jurídica de la ampliación de la demanda de amparo no se encuentra regulada en la Ley reglamentaria, no obstante ser procedente de acuerdo con los criterios jurisprudencias emitidos por la Corte.

Por tal razón se estima conveniente que si en la práctica se da la ampliación de la demanda de amparo se legisle en tal sentido, con reglas claras y precisas respecto de los supuestos jurídicos en los que puede ampliarse la demanda de garantías, para con ello facilitar tanto a la autoridad responsable como al quejoso el conocimiento preciso respecto de lo que puede ser materia de ampliación y en qué momento puede darse. (Olga Hernández Espíndola, Tomo III, página 2070)

Reformar la ley de amparo, para modificar el amparo directo e indirecto, y dividirlo en amparo contra cuestiones de legalidad y contra leyes que se estimen inconstitucionales. 

TEXTO ACTUAL. A efecto de ser más breves, omitimos la transcripción de los artículos que regulan el amparo directo e indirecto.

JUSTIFICACIÓN. Consideramos que el propósito fundamental de la reforma es hacer del juicio de amparo una institución que proteja las garantías individuales. El juicio de amparo ha originado severos problemas, por razones que estimamos poco trascendentes argumentar para efectos de la propuesta, podríamos mencionar como ejemplos el incumplimiento de sentencias de amparo por las autoridades responsables, demandas de amparo para dilatar los procedimientos de origen por parte de los quejosos y distintos criterios jurisprudenciales contradictorios.

La propuesta tiene como finalidad evitar la proliferación de juicios innecesarios, facultando al particular alegar cuestiones solamente de legalidad en el amparo indirecto, es decir violaciones a los artículos 14 y 16 constitucionales, y únicamente cuestiones de constitucionalidad de leyes en el amparo directo, al final de un juicio o de un procedimiento seguido en forma de juicio.

Se propone que el amparo indirecto sea ante el juez de Distrito, y solamente su procedencia en los casos en que se aleguen cuestiones de legalidad, se trate de actos dictados en juicio o bien en procedimientos seguidos en forma de juicio. El amparo directo solo procedería contra leyes, ya sean heteroaplicativas o contra el último acto de aplicación. Por tanto todas las disposiciones de la ley de amparo que hablen de legalidad formarán parte del amparo indirecto.

El amparo directo se sustanciaría en forma sucinta, en audiencia pública y sólo procedería el sobreseimiento si la demanda no es presentada en tiempo o cuando haya sido impugnada con anterioridad.

Desde luego la reforma implicaría que las actuales disposiciones del amparo indirecto que se refieran a cuestiones de constitucionalidad de leyes se reubiquen en el amparo directo, y las cuestiones de legalidad del amparo directo se reubiquen en el amparo indirecto.

Si bien es cierto que un quejoso debería presentar dos demandas, una por constitucionalidad la otra por legalidad, la primera sería la única que debería presentar.

La reforma propuesta tendría como efecto que la Suprema Corte de Justicia de la Nación conozca de los recursos por resoluciones de los Tribunales Colegiados de Circuito y éstos por resoluciones de los Jueces de Distrito.

TEXTOS PROPUESTOS. 

ARTICULO 114.- El amparo se pedirá ante el juez de distrito:

I.- Contra las sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo respecto de los cuales no proceda ningún recurso ordinario por el que puedan ser modificados o revocados, ya sea que la violación se cometa en ellos o que, cometida durante el procedimiento, afecte a las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo, y por violaciones de garantías cometidas en las propias sentencias laudos o resoluciones indicados.

Para los efectos de esta fracción, sólo será procedente el juicio de amparo cuando las sentencias definitivas o laudos y resoluciones sean contrarios a la letra de la ley aplicable al caso, a su interpretación jurídica o a sus principios generales de Derecho a falta de ley aplicable, cuando comprendan acciones, excepciones o cosas que no hayan sido objeto del juicio, o cuando no las comprendan todas, por omisión o negación expresa.

II. Contra actos que no provengan de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, y que el acto reclamado emane de un procedimiento seguido en forma de juicio, el amparo sólo podrá promoverse contra la resolución definitiva por violaciones cometidas en la misma resolución o durante el procedimiento, si por virtud de estas últimas hubiere quedado sin defensa el quejoso o privado de los derechos que la ley de la materia le conceda, a no ser que el amparo sea promovido por persona extraña a la controversia.

III.- Contra actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo ejecutados fuera de juicio o después de concluido. Si se trata de actos de ejecución de sentencia, sólo podrá promoverse el amparo contra la última resolución dictada en el procedimiento respectivo, pudiendo reclamarse en la misma demanda las demás violaciones cometidas durante ese procedimiento, que hubieren dejado sin defensa al quejoso.

Tratándose de remates, sólo podrá promoverse el juicio contra la resolución definitiva en que se aprueben o desaprueben.

IV.- Contra actos en el juicio que tengan sobre las personas o las cosas una ejecución que sea de imposible reparación;

V.- Contra actos ejecutados dentro o fuera de juicio, que afecten a personas extrañas a él, cuando la ley no establezca a favor del afectado algún recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto modificarlos o revocarlos, siempre que no se trate del juicio de tercería;

DE LA DEMANDA

ARTICULO 115.- La demanda de amparo deberá formularse por escrito, en la que se expresarán:

I.- El nombre y domicilio del quejoso y de quien promueve en su nombre;

II.- El nombre y domicilio del tercero perjudicado;

III.- La autoridad o autoridades responsables;

IV.- El acto que de cada autoridad se reclame; el quejoso manifestará, bajo protesta de decir verdad, cuáles son los hechos o abstenciones que le constan y que constituyen antecedentes del acto reclamado o fundamentos de los conceptos de violación;

V.- Los preceptos constitucionales que contengan las garantías individuales que el quejoso estime violadas, así como el concepto o conceptos de las violaciones;

VI.- La ley que en concepto del quejoso se haya aplicado inexactamente o la que dejó de aplicarse, cuando las violaciones reclamadas se hagan consistir en inexacta aplicación de las leyes de fondo. Lo mismo se observará cuando la sentencia se funde en los principios generales de derecho.

Cuando se trate de inexacta aplicación de varias leyes de fondo, deberá cumplirse con esta prescripción en párrafos separados y numerados.

TITULO TERCERO. DE LOS JUICIOS DE AMPARO DIRECTO ANTE LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO 

ARTICULO ___.- El juicio de amparo es competencia del Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, en los términos establecidos por las fracciones _ y __ del artículo 107 constitucional:

I. Contra leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 constitucional, reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, u otros reglamentos, decretos o acuerdos de observancia general, que por su sola entrada en vigor o con motivo del último acto de aplicación, se estimen inconstitucionales.

Se considera el último acto de aplicación las sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, o contra las resolución definitiva cuando el acto reclamado emane de un procedimiento seguido en forma de juicio, siempre que no proceda algún recurso ordinario que pueda modificarlo o nulificarlo.

II. Contra leyes o actos de la autoridad federal o de los Estados, en los casos de las fracciones II y III del artículo 1o. de esta ley.

DE LA DEMANDA 

ARTICULO 166.- La demanda de amparo deberá formularse por escrito, en la que se expresarán:

I.- El nombre y domicilio del quejoso y de quien promueva en su nombre;

II.- El nombre y domicilio del tercero perjudicado;

III.- La autoridad o autoridades responsables;

IV.- La sentencia definitiva, laudo o resolución que hubiere puesto fin al juicio, o la resolución definitiva en un procedimiento seguido en forma de juicio, que constituya el último acto, a no ser que la demanda se promueva contra la entrada en vigor de la ley.

V.- La fecha en que se haya notificado la sentencia definitiva, laudo o resolución que hubiere puesto fin al juicio o al procedimiento seguido en forma de juicio, o la fecha en que haya tenido conocimiento el quejoso de la resolución recurrida;

VI.- Las leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 constitucional, reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, u otros reglamentos, decretos o acuerdos de observancia general y los preceptos constitucionales cuya violación se reclame y el concepto o conceptos de la misma violación, y los documentos que acrediten la aplicación de las disposiciones reclamadas;

VII.- Si el amparo se promueve con fundamento en la fracción II del artículo 1o. de esta Ley, deberá precisarse la facultad reservada a los Estados que haya sido invadida por la autoridad federal, y si el amparo se promueve con apoyo en la fracción III de dicho artículo, se señalará el precepto de la Constitución General de la República que contenga la facultad de la autoridad federal que haya sido vulnerada o restringida. (Luis Orlando Hernández, Tomo III, páginas 2083 a 2090)

PROPUESTA. Otra solución para evitar la proliferación innecesaria de juicios podría ser que se apliquen las mismas reglas a los procedimientos seguidos en forma de juicio que en el amparo directo en materia civil.

Asimismo, que se de seguridad jurídica a la parte quejosa para impugnar por una sola vez la inconstitucionalidad de leyes, ya que el actual criterio es que el primer acto de aplicación debe causarle perjuicio, es decir se vincula la constitucionalidad de leyes a los aspectos de legalidad, cuando consideramos que es suficiente agravio el que se aplique una ley a la parte quejosa que  estima es inconstitucional. Pero además, en un procedimiento seguido en forma de juicio, se pueden aplicar distintos preceptos de una ley en distintos momentos, por lo que daría lugar a diversos juicios de amparo por el primer acto de aplicación, bajo el riesgo de que no hacerlo, al dictarse sentencia definitiva y reclamar la inconstitucionalidad de diversos artículos se sobresea bajo el criterio de ser actos consentidos.

A este problema se le agrega otro, en el sentido de que además la ley se debió aplicar en perjuicio de la quejosa, ya que aún cuando se aplique la ley, solo puede reclamar aquellos preceptos que le causen perjuicio a la parte quejosa, criterio que es totalmente distinto al amparo contra leyes heteroaplicativas. Por ello proponemos que una vez concluido el juicio o el procedimiento seguido en forma de juicio, el quejoso pueda impugnar la inconstitucionalidad de todos los preceptos que le fueron aplicados. 

114.- El amparo se pedirá ante el juez de distrito:

I.- Contra actos que no provengan de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo y que el acto reclamado no provenga de un procedimiento seguido en forma de juicio.

II. Contra actos promovidos por persona extraña a una controversia.

III.- Contra actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo ejecutados fuera de juicio o después de concluido. Si se trata de actos de ejecución de sentencia, sólo podrá promoverse el amparo contra la última resolución dictada en el procedimiento respectivo, pudiendo reclamarse en la misma demanda las demás violaciones cometidas durante ese procedimiento, que hubieren dejado sin defensa al quejoso.

Tratándose de remates, sólo podrá promoverse el juicio contra la resolución definitiva en que se aprueben o desaprueben.

IV.- Contra actos en el juicio que tengan sobre las personas o las cosas una ejecución que sea de imposible reparación;

V.- Contra actos ejecutados dentro o fuera de juicio, que afecten a personas extrañas a él, cuando la ley no establezca a favor del afectado algún recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto modificarlos o revocarlos, siempre que no se trate del juicio de tercería;

ARTICULO 158.- El juicio de amparo directo es competencia del Tribunal Colegiado de Circuito que corresponda, en los términos establecidos por las fracciones V y VI del artículo 107 constitucional, y procede:

I.- Contra leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el Presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 constitucional, reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, u otros reglamentos, decretos o acuerdos de observancia general, que por su sola entrada en vigor o con motivo el primer acto de aplicación, causen perjuicios al quejoso.

II. Contra actos que no provengan de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, cuando el acto reclamado emane de un procedimiento seguido en forma de juicio, el amparo sólo podrá promoverse contra la resolución definitiva, respecto de la cual no proceda ningún recurso ordinario por el que puedan ser modificados o revocados por violaciones cometidas en la misma resolución o durante el procedimiento, si por virtud de estas últimas hubiere quedado sin defensa el quejoso o privado de los derechos que la ley de la materia le conceda.

III. Contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, respecto de los cuales no proceda ningún recurso ordinario por el que puedan ser modificados o revocados, ya sea que la violación se cometa en ellos o que, cometida durante el procedimiento, afecte a las defensas del quejoso, trascendiendo al resultado del fallo, y por violaciones de garantías cometidas en las propias sentencias laudos o resoluciones indicados.

Para los efectos de este artículo, sólo será procedente el juicio de amparo directo contra sentencias definitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al juicio, dictados por tribunales civiles, administrativos o del trabajo, cuando sean contrarios a la letra de la ley aplicable al caso, a su interpretación jurídica o a sus principios generales de Derecho a falta de ley aplicable, cuando comprendan acciones, excepciones o cosas que no hayan sido objeto del juicio, o cuando no las comprendan todas, por omisión o negación expresa.

Cuando dentro del juicio surjan cuestiones, que no sean de imposible reparación, sobre constitucionalidad de leyes, tratados internacionales o reglamentos, sólo podrán hacerse valer en el amparo directo que proceda en contra de la sentencia definitiva, laudo o solución que pongan fin al juicio o resolución dictada que no provengan de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo que ponga fin al procedimiento seguido en forma de juicio.

VI.- Contra leyes o actos de la autoridad federal o de los Estados, en los casos de las fracciones II y III del artículo 1o. de esta ley.

 ARTICULO 159.- En los juicios seguidos ante tribunales civiles, administrativos o del trabajo, o en los procedimientos seguidos en forma de juicio que no provengan de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo se considerarán violadas las leyes del procedimiento y que se afectan las defensas del quejoso:

 I.- Cuando no se le cite al juicio o al procedimiento seguido en forma de juicio o se le cite en forma distinta de la prevenida por la ley;

II.- Cuando el quejoso haya sido mala o falsamente representado en el juicio o en el procedimiento seguido en forma de juicio de que se trate;

III.- Cuando no se le reciban las pruebas que legalmente haya ofrecido, o cuando no se reciban conforme a la ley;

IV.- Cuando se declare ilegalmente confeso al quejoso, a su representante o apoderado;

V.- Cuando se resuelva ilegalmente un incidente de nulidad;

VI.- Cuando no se le concedan los términos o prórrogas a que tuviere derecho con arreglo a la ley;

VII.- Cuando sin su culpa se reciban, sin su conocimiento, las pruebas ofrecidas por las otras partes, con excepción de las que fueren instrumentos públicos;

VIII.- Cuando no se le muestren algunos documentos o piezas de autos de manera que no pueda alegar sobre ellos;

IX.- Cuando se le desechen los recursos a que tuviere derecho con arreglo a la ley, respecto de providencias que afecten partes substanciales de procedimiento que produzcan indefensión, de acuerdo con las demás fracciones de este mismo artículo;

X.- Cuando el tribunal judicial, administrativo o del trabajo, continúe el procedimiento después de haberse promovido una competencia, o cuando el juez, magistrado o miembro de un tribunal del trabajo impedido o recusado, continúe conociendo del juicio, salvo los casos en que la ley lo faculte expresamente para proceder;

XI.- En los demás casos análogos a los de las fracciones que preceden, a juicio de la Suprema Corte de Justicia o de los Tribunales Colegiados de Circuito, según corresponda.

Hacer una ley que facilite su aplicación mediante un texto menos complejo y más fácil de comprender y, en la medida de lo posible, menos interpretable. (Luis Orlando Hernández, Tomo III, páginas 2094 a 2100)

Una de las principales demandas de la sociedad mexicana es la falta de una adecuada impartición y procuración de justicia, principalmente cuando la autoridad encargada de ello, el Ministerio Público, deja de cumplir con sus funciones, dejando al gobernado en estado de indefensión, toda vez que hasta antes de la última reforma al artículo 21 de la Constitución General de la República, dicha Representación Social ejercía el monopolio de la acción penal, sin que en contra de sus resoluciones que negara o desistiera dicha acción se pudiera entablar impugnación alguna, lo que significaba que el denunciante o querellante no pudiese inconformarse en contra de una actitud ilegal de la autoridad investigadora, lo que ocasionaba en muchos casos, la existencia de impunidad.

Sin embargo, con la citada reforma se dejó abierta la posibilidad de impugnar dichas resoluciones por vía jurisdiccional en los términos que establezca la Ley, misma que a juicio del que propone debe ser la de Amparo, pues el Constituyente no especificó en que Ley se debería regular dicha vía jurisdiccional.

Sobre este tema se han expuesto diferentes criterios: hay quienes afirman que debería establecerse una nueva instancia jurisdiccional que resuelva estos casos, lo que traería consigo la incorporación de una nueva institución innecesaria.

Tomando en cuenta que la Ley de Amparo es la vía por la cual los ciudadanos pueden hacer valer sus garantías individuales, cuando estas han sido violadas por la autoridad, y que además sirve para llevar el control constitucional y la legalidad de los actos del gobernante, se considera que a través de ella debe de impugnarse las actuaciones del Ministerio Público que tiendan a negar o desistir la acción penal. Con ello quedaría garantizado para la víctima del delito la no-impunidad de los hechos delictuosos, ya que incluso, el prestigio del Poder Judicial de la Federación, generaría una plena confianza de la sociedad en la impartición de justicia.

Con esta propuesta no existe la necesidad de crear nuevos procedimientos e instancias que incrementen la burocracia judicial, toda vez que con el procedimiento y las instancias establecidos en la Ley de Amparo se puede cumplir cabalmente con la citada última reforma al artículo 21 Constitucional.

La intención de la presente propuesta es incorporar en el artículo 114 de la Ley de Amparo una fracción que establezca que el amparo indirecto se pida ante el juez de Distrito, contra las resoluciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio y desistimiento de la acción penal, dejando con esto en claro la vía jurisdiccional a que se refiere el artículo 21 de nuestra Carta Magna. (Gabriel R. Zapata Bello, Tomo III, páginas 2134 a 2136)

ARTÍCULO 114. El amparo se pedirá ante el Juez de Distrito:

I. Contra leyes federales o locales, tratados internacionales, reglamentos expedidos por el presidente de la República de acuerdo con la fracción I del artículo 89 constitucional, reglamentos de leyes locales expedidos por los gobernadores de los Estados, u otros reglamentos, decretos o acuerdos de observancia general, que por su sola entrada en vigor o con motivo del primer acto de aplicación, causen perjuicios al quejoso;

II. Contra actos que no provengan de tribunales judiciales, administrativos, del trabajo o de árbitros.

En estos casos, cuando el acto reclamado emane de un procedimiento seguido en forma de juicio, el amparo sólo podrá promoverse contra la resolución definitiva por violaciones cometidas en la misma resolución o durante el procedimiento, si por virtud de estas últimas hubiere quedado sin defensa el quejoso o privado de los derechos que la ley de la materia le conceda, a no ser que el amparo sea promovido por persona extraña a la controversia;

III. Contra actos de tribunales judiciales, administrativos o del trabajo ejecutados fuera de juicio o después de concluido.

Si se trata de actos de ejecución de sentencia, sólo podrá promoverse el amparo contra la última resolución dictada en el procedimiento respectivo, pudiendo reclamarse en la misma demanda las demás violaciones cometidas durante ese procedimiento, que hubieren dejado sin defensa al quejoso siempre y cuando trascienda al resultado del fallo.

Tratándose de remates, sólo podrá promoverse el juicio contra la resolución definitiva en que se aprueben o desaprueben;

IV. Contra actos en el juicio que tengan sobre las personas o las cosas una ejecución que sea de imposible reparación;

V. Contra actos ejecutados dentro o fuera de juicio, que afecten a personas extrañas a él, cuando la ley no establezca a favor del afectado algún recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto modificarlos o revocarlos, siempre que no se trate del juicio de tercería; y

VI. Contra leyes o actos de la autoridad federal, de los Estados,  del Distrito Federal  o de los Municipios en los casos de las fracciones II y III del artículo 1o. de esta ley. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2217 y 2218)

La intención del presente es plasmar alguna posible propuesta que sea viable y conduzca a crear, modificar y, en su caso, derogar disposiciones a la Ley Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a fin de evitar el abuso del juicio de amparo INDIRECTO TRATÁNDOSE DE ACTOS PROVENIENTES DE TRIBUNALES JUDICIALES ADMINISTRATIVOS O DEL TRABAJO y, a su vez, permita a los jueces de Distrito, cumplir su función jurídica de emitir resoluciones más apegada a los principios establecidos en el normativo 17 de la ley suprema del país, esto acorde con la constante evolución económica, política y social de la Nación; por ende, huelga hablar de la vital e irrefragable necesidad de la existencia del juicio de amparo y su sublime esencia.

La trayectoria existencial del juicio constitucional indirecto evidencia  el aumento excesivo en la tramitación de esto juicios, y que para hacer frente a este fenómeno, se ha tomado como medida la fórmula siguiente: a mayor promoción de amparos indirectos, creación de más juzgados de Distrito; pero esa misma trayectoria existencial  prueba la ineficacia de la medida por insuficiente, pues desde los puntos de vista económico y presupuestal, no es factible, sano y conveniente la creación constante y en gran número de juzgados, en tanto que, desde la óptica social, se requiere  que tal medida  se concatene con otros mecanismos legales conductores a que los fallos de amparo no se alejen de los principios rectores del citado precepto 17 de nuestra Carta Magna.

Por lo expuesto, es clara la necesidad de buscar nuevos métodos jurídicos que permitan al Poder Judicial de la Federación, a través de los jueces federales, cumplir con la noble tarea de impartir justicia constitucional de manera pronta y expedita, la cual, por antonomasia, es social y se impetra a través del juicio de amparo, pero que, a su vez esas medidas no atenten su asequibilidad.

No se puede soslayar que la historia de las sentencias de los juicios de amparo indirecto, en buen número de ellas, muestran el otorgamiento del amparo y protección de la Justicia de la Unión y su eficacia para que las autoridades ciñan sus actos a la constitución federal; sin embargo, datos estadísticos oficiales revelan que en su mayoría, se gestionan a pesar de su improcedencia, abusando de su promoción, en cuyos casos, generalmente se persigue el fin  de obtener la suspensión de los actos reclamados, con el único objeto de retardar la ejecución y cumplimiento de resoluciones judiciales, tanto para ganar tiempo, como para la obtención de beneficio económico de abogados que se prestan y recomiendan tales acciones, provocando el retardo en la impartición de la justicia en general.

Pese a ello, de ninguna manera y desde ningún punto de vista se considera inadecuada la existencia de la figura jurídica de la suspensión del acto reclamado, al contrario, la misma ha sido uno de los logros de mayor importancia para nuestro sistema de enjuiciamiento constitucional. 

No obstante, y como se estableció, la anterior circunstancia  ha dado lugar a que algunos particulares, bajo el asesoramiento de abogados con conducta poco ética, obtengan la citada institución jurídica suspensional, para retardar la ejecución de resoluciones jurisdiccionales, sabiendo de antemano, que en el fondo, no les asiste razón  legal ni jurídica en sus pretensiones; lo cual viene acaeciendo hasta la fecha, entre otras cosas, porque se aprovechan de la conformación del actual sistema normativo de tramitación del amparo bi-instancial. En otras palabras, la Ley de Amparo establece, en lo que aquí interesa,  por un lado, que la demanda condigna se presente directamente ante el juzgado  de Distrito (Oficialía de partes), sin necesidad, comúnmente, de acompañar constancia o instrumento alguno y, por el otro, que si ésta es clara, satisface los requisitos de sus artículos 116 y 120 y algunos otros,  se debe proveer en cuanto a su admisión y, en su caso, se resuelva sobre suspensión provisional.         

Y es aquí de donde, a criterio del suscrito surge, en gran parte, el aprovechamiento para tramitar amparos indirectos a la sazón improcedentes y, en muchos casos, logrando la obtención de la paralización en la ejecución de resoluciones judiciales a través de su suspensión; es decir, aprovechando que la demanda debe presentarse directamente ante el juez de Distrito, y de que éste únicamente  cuenta con lo expuesto en la demanda de garantías para proveer lo conducente, escrito de demanda en el cual, valiéndose de esas condiciones de su presentación, se promueven con fines alejados al espíritu de la Constitución General y la Ley, asentando en ella  muchas veces hechos inexactos u omitiendo otros trascendentales para una determinación correcta sobre esos aspectos inmediatos a resolver, verbigracia, al señalar  fecha diferente a la del real conocimiento del acto reclamado; no señalándola; también cuando se omite indicar que el acto reclamado se dictó en estricto acatamiento a una ejecutoria de amparo; soslayando indicar que frente al propio acto reclamado  ya promovió otro juicio de garantías, pasando por alto exponer que frente al acto reclamado ya promovió o se encuentra tramitando un recurso o medio ordinario de defensa; ostentándose tercero extraño a la controversia cuando en realidad es parte o compareció a juicio;  casos que se señalan a manera ilustrativa y no limitativa, pues son más los que en la actualidad se presentan.

Esto conduce a reflexionar sobre qué medidas pueden adoptarse para evitar, entre otras, las eventualidades mencionadas, pretensión de este escrito, y que conducen a la necesidad de que el juzgador del amparo tenga conocimiento de ellas al recibir la demanda constitucional,  lo cual considero se puede lograr, si se establece en la mencionada Ley Reglamentaria, que determinadas demandas de amparo indirecto, en las cuales se reclame acto emitidos por tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, se presenten ante la autoridad responsable, imponiéndole, entre otras obligaciones, la de remitirla con su informe al juzgador de garantías y como justificación del mismo, copias certificadas legibles del juicio del cual provenga el acto reclamado, para que así, el juzgador de amparo las pueda, con pleno conocimiento y en vista de las actuaciones remitidas en fotocopias autentificadas, admitir o desechar la demanda, obteniéndose lo primero, cuando realmente se advierta su procedencia y, lo segundo, cuando con esas documentales advierta que se dan alguna de las hipótesis citadas o algunas otras, que permitan arribar a la conclusión de su notoria e indudable improcedencia, para ello y bajo este contexto, reiterándose además que únicamente se esta hablando de actos derivados de procedimientos de carácter jurisdiccional, me permito formular excluyentes entre sí, las siguientes

P R O P U E S T A S  :

1.-  Que cuando se reclame alguno de los actos comprendidos en el artículo 114 fracciones I, excepto cuando la norma tildada de inconstitucional no se haya aplicado en un procedimiento de carácter jurisdiccional,  III y IV, de la Ley de Amparo, la demanda de garantías deberá presentarse ante la autoridad responsable de carácter judicial, administrativa o del trabajo que conozca del procedimiento en el cual se emitió u ordenó el acto de molestia, o se aplicó el precepto tildado de inconstitucional; en tanto que, en los casos contemplados en las demás fracciones del numeral en cita, y cuando se reclamen ordenes de aprehensión, se presente directamente ante el Juez de Distrito competente.

2.- Idéntica a la anterior, pero en el supuesto establecido en la fracción V, del citado precepto 114 (personas extrañas a juicio), la demanda de amparo deba presentarse ante el Organo Jurisdiccional que vaya a ejecutar, trate de ejecutar, ejecute o haya ejecutado el acto de molestia reclamado, sea o no ordenadora, esto con el objeto de ajustarse a lo ordenado en el numeral 36 de la Ley de Amparo. 

El proceder de la autoridad responsable que reciba la demanda de garantías en los casos antes especificados, puede instrumentarse de cualquiera de las formas siguientes:

A.- Que sólo se le encomiende la recepción de la demandada de amparo, con la obligación de remitirla de inmediato al juez de Distrito competente, conjuntamente con el o los informes y copia certificada legibles de la totalidad de las constancias integrantes del procedimiento en el cual se emitió el acto de molestia reclamado o se aplicó la ley impugnada de inconstitucionalidad, salvo que se trate de actuaciones totalmente concluidas, pues en tal caso, deberá remitir el expediente original, para que éste último, con vista en dichas constancias resuelva lo conducente  en cuanto a su admisión y, en su caso, lo relativo a la suspensión provisional, conforme a la Ley de Amparo.

B.- O bien, que la propia autoridad ante la cual se presente la demanda, proceda en forma similar a la establecida para la substanciación e integración de los juicios de amparo directos, siguiendo en general las reglas apuntadas por los artículos 163, 164, 165, 167, 168, 169, 170, 173 y demás relativos de dicha ley; y resolviendo sobre suspensión en vista de las constancias con que cuente, en cuyo caso, cabría realizar algunas adecuaciones a saber:

a).- En los casos en que el quejoso se ostente tercero extraño al juicio de origen, la autoridad responsable no tendrá la obligación de hacer la certificación a que alude el artículo 163 de la Ley de Amparo, solamente se hará constar la fecha en que se presentó la demanda de garantías.

b).- En la diligencia en la cual se realice el emplazamiento de los terceros perjudicados, el funcionario que la practique les hará del conocimiento sobre la existencia de la promoción del juicio de amparo, y los requerirá tanto para que comparezca ante el Juez de Distrito a quien corresponda conocer de la demanda de garantías, para los efectos de imponerse de la fecha y hora que se señale para la celebración de la audiencia constitucional, y puedan hacer valer los derechos que a su parte corresponda, como para que señalen, en el lugar de residencia del Juez de Distrito competente, domicilio para oír y recibir notificaciones de carácter personal que deban hacérseles, bajo el apercibimiento de no hacerlo, éstas se le practicarán por medio de lista.

c).- Con su informe las autoridades responsables deberán acompañar como justificación del mismo, copias certificadas legibles de la totalidad de las constancias integrantes del juicio de donde deriva el acto reclamado, quedando en su poder el expediente original.

d).- Que frente a la resolución sobre suspensión emitida por la autoridad responsable, procederá el recurso de queja, en los mismos términos de lo dispuesto por el artículo 95, fracción VIII, de la Ley de Amparo, pudiéndose  establecer que el conocimiento y resolución del citado medio de impugnación, corresponda al Juez de Distrito que corresponda conocer del amparo, y en contra de lo que éste resuelva proceda la queja de queja ante el Tribunal Colegiado en Turno que ejerza su jurisdicción sobre el Juez de Distrito antes citado, o también que frente a lo resulto por la responsable sobre suspensión, conozca directamente el referido Tribunal Colegiado  siguiendo los lineamientos planteados en los numerales 97, 99, 100 y demás relativos del mismo cuerpo de leyes invocado con antelación.

e).- El señalamiento de hora y fecha para la celebración de la audiencia constitucional, lo deberá hacer el Juez de Distrito competente, dentro de los quince días siguientes a la que reciba la demanda de amparo, con lo cual se brinda oportunidad a las partes para que acudan a defender sus derechos, ofrezcan las pruebas que a su parte corresponda y señalen domicilio para recibir notificaciones personales.

f).- En los casos en que no le sea posible a la autoridad responsable emplazar a uno o varios terceros perjudicados, después de haber agotado todos los medios a su alcance para tal efecto, levantará una certificación en ese sentido y remitirá la demanda de amparo y demás constancias ante el Juez de Distrito que deba conocer de la misma, quien acordará lo que conforme a derecho estime procedente sobre la imposibilidad de emplazamiento de los terceros perjudicados de mérito.

g).- 
Debe permitirse al Juez de Distrito que al recepcionar la demanda de amparo junto con los informes justificados de las autoridades responsables y teniendo a la vista las copias certificadas de las constancias integrantes del juicio de donde deriva el acto reclamado, pueda desechar de plano la demanda de amparo, invocando cualquiera de las causales de improcedencia previstas en el artículo 73 de la Ley de Amparo; eliminando con ello las trabas que para desechar de plano una demanda de amparo se encuentran establecidas en algunas tesis de jurisprudencia, tales como cuando se trata del agotamiento del principio de definitividad.

EN AMBOS CASOS, SE SUGIERE, que en el artículo 116, antes invocado, se incluya como requisito de la demanda, que fuera de los casos del numeral 13 y del en que se promueva por propio derecho, se exhiba documento que acredite el carácter o personalidad con la cual se comparece.

CONSIDERACIONES FINALES

De lograrse reformar en el sentido antes indicado, se lograría que en una parte, de la amplia gama de los supuestos de procedencia del juicio de amparo en la vía indirecta (cuando se reclaman actos derivados de procedimientos de carácter jurisdiccional, sean partes o terceros extraños al mismo), se pueda disminuir en forma considerable la promoción de juicios de garantías en donde únicamente interesa al promovente obtener la suspensión del acto reclamado, para de esa manera retardar la ejecución de la resolución que no le es favorable a los intereses del amparista, y sabe de antemano que no le será concedida la protección constitucional solicitada, por no asistirle la razón en sus aseveraciones; lo cual repercutirá en la disminución del tramite de este tipo de juicios en los Juzgados de Distrito y como consecuencia de ello, reducir la necesidad de la creación de nuevos Organos de Control constitucional.

Lo anterior es así, pues al recibir la autoridad responsable la demanda de amparo respectiva, y teniendo a la vista las constancias del juicio de donde emana el acto reclamado, podrá apreciar de una mejor manera el asunto, como actualmente no le es accesible al Juez de Distrito; la propuesta es con la finalidad de que se resuelva sobre la procedencia o no de la suspensión de la resolución reclamada, con vista a las constancias procesales.

Además, al ser enviado junto con la demanda de amparo, el informe justificado de las autoridades señaladas como responsables y las copias certificadas de las constancias integrantes del juicio de origen, tal circunstancia origina que al Juez de Distrito competente, solamente le queda señalar fecha y hora para la celebración de la audiencia constitucional, dando únicamente margen a las partes para que puedan comparecer a hacer valer sus derechos; de tal suerte que con ello se presentaría la posibilidad de que el expediente de amparo quedará más rápidamente integrado para emitir la sentencia constitucional, lo cual se traduce en una pronta impartición de justicia ordenada por el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, pues sucede que en practica cotidiana un gran porcentaje de los diferimientos de la celebración de las audiencias constitucionales en los juicios de amparo, se realizan bajo las razones de faltar terceros perjudicados por emplazar, de no obrar en autos el informe justificado de las autoridades responsables ni el acuse de recibo del oficio en donde le fue notificado el auto en el cual se le solicitó el mismo, para de esa manera presumir cierto el acto atribuido y/o de no obrar la totalidad de las constancias integrantes del juicio de origen, las cuales son necesarias para emitir la sentencia constitucional correspondiente.

En caso de hacerse realidad la reforma que se ha venido comentando, la misma no implicaría la necesidad de una reforma a la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 107, fracción VII, pues dicha fracción se encuentra redactada en los mismos términos a la fracción V, del citado numeral de nuestra Carta Magna, que se refiere a la promoción del juicio de amparo en la vía directa, el cual como es sabido, la demanda de amparo es presentada ante la propia autoridad responsable, lo que ahora se propone en el presente trabajo en una parte de la amplia gama de la procedencia del juicio de garantías en la vía indirecta o bi-instancial.

Finalmente, con la reforma propuesta con antelación, en forma alguna se afecta la asequibilidad del juicio de amparo para todo gobernado que considere que un acto de autoridad le vulnera alguna de sus garantías individuales consagradas en la parte dogmática de nuestra Carta Magna, por el contrario, la reforma en cita, beneficia a los gobernados que reclamen actos de autoridades que tiene su sede en poblaciones en las cuales no reside el Juzgado de Distrito que ejerce jurisdicción territorial en esa parte del territorio nacional, pues con ello evitarán trasladarse hasta la ciudad en la cual se encuentra establecido este último para la presentación de la demanda de amparo correspondiente; además, lo anterior también es beneficio si se toma en cuanta que en la mayoría de los casos, son las autoridades locales en donde reside el quejoso, quienes realizan los actos que aquél considera como violatorios de sus garantías individuales y que en su momento lo orillan a promover la acción de amparo en su contra, por lo que de la manera propuesta se evita los costos del traslado respectivo a la residencia del Juez de Distrito competente para presentar la demanda respectiva, dando una mayor accesibilidad a todo gobernado al juicio de garantías.(Moisés Duarte Briz, Tomo IV, páginas 2365 a 2375).

EN MATERIA CIVIL del orden común o tratándose de juicios mercantiles, no procederá la acción constitucional en la vía de amparo indirecto, con las únicas excepciones consistentes en que el quejoso alegue inaudición o se trate de órdenes de arresto, esto último por tratarse de actos que restringen la libertad personal.

En la vía de amparo directo en materia común o cuando se trate de juicios mercantiles, la acción de garantías procederá contra sentencias definitivas o resoluciones que pongan fin al juicio, siempre y cuando el interés del negocio exceda de 1000 (mil) veces el salario mínimo o se afecte o puedan afectarse derechos de menores o incapaces.

La acción constitucional en esta materia civil, en caso de competencia federal, seguirá como se encuentra actualmente, sea en la vía directa o indirecta.

Como se advierte, un buen número de decisiones en la materia de su legislación, quedará en estos casos a la consideración de los tribunales de los Estados, sin posibilidad de que intervenga ya la autoridad judicial federal. (José Luis Arellano Pita, Tomo IV, páginas 2692 y 2693).

Se adicione un artículo que disponga sobre los requisitos de procedencia del juicio de amparo, ante los Tribunales Unitarios de Circuito, ya que el artículo 114 señala contra  que actos de autoridad se pedirá el amparo, ante el juez de Distrito, únicamente. (Josefina Mondragón Lerma, Tomo V, página 38)

Artículo 115.  Salvo los casos a que se refiere la fracción V del artículo anterior, el juicio de amparo sólo podrá promoverse, contra resoluciones judiciales del orden civil, cuando la resolución reclamada sea contraria a la ley aplicable al caso o a su interpretación jurídica.

PROPUESTAS

El artículo 115 puede eliminarse sin que haya ninguna consecuencia, porque los amparos siempre tienen conceptos de violación, en los cuales se establece una violación a la ley aplicable o a su interpretación jurídica, sea real o sea supuesta, y si no los tienen, lo que sólo puede examinarse en la sentencia; se sobreseerá el juicio. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, páginas 1066 y 1067)

El artículo 115 de la Ley de Amparo me parece absurdo, pues el amparo indirecto en materia judicial siempre será porque la responsable dejó de aplicar la ley o lo hizo indebidamente. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1658)

Se propone su derogación por estimarse innecesaria la limitación que en el se impone. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1926)

ARTÍCULO 115. Salvo los casos a que se refiere la fracción V del artículo anterior, el juicio de amparo sólo podrá promoverse, contra resoluciones judiciales del orden civil, cuando la resolución reclamada sea contraria a la ley aplicable al caso o a su interpretación jurídica. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2218)

Artículo 115 bis. Los Tribunales Unitarios de Circuito por excepción, conocerán de los amparos indirectos promovidos contra actos de otros Tribunales Unitarios de Circuito, que no constituyan sentencias definitivas respecto de los juicios de amparo indirecto promovidos ante un Juez de Distrito. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2218)
Capítulo II

De la demanda

Artículo 116.  La demanda de amparo deberá formularse por escrito, en la que se expresarán:

I.  El nombre y domicilio del quejoso y de quien promueve en su nombre;

II.  El nombre y domicilio del tercero perjudicado;

III.  La autoridad o autoridades responsables; el quejoso deberá señalar a los titulares de los órganos de Estado a los que la ley encomiende su promulgación, cuando se trate de amparos contra leyes;

PROPUESTAS

Del artículo 116, lo único que hay que hacer es revisar  la redacción para quitar frase inútiles, como por ejemplo en la fracción III: “el quejoso deberá señalar a los titulares de los organismos del Estado etc, cuando se trata de amparos contra leyes” y digo que hay quitar esa frase, porque en tratándose de la ley, las autoridades responsables son el legislativo que la expide, el ejecutivo que la promulga y quienes tienen a su cargo su publicación, porque la ley es un acto complejo, en el que intervienen diversas autoridades. (Jesús A. Arroyo Moreno, Tomo II, página 1067)

IV.  La ley o acto que de cada autoridad se reclame; el quejoso manifestará, bajo protesta de decir verdad, cuáles son los hechos o abstenciones que le constan y que constituyen antecedentes del acto reclamado o fundamentos de los conceptos de violación;

V.  Los preceptos constitucionales que contengan las garantías individuales que el quejoso estime violadas, así como el concepto o conceptos de las violaciones, si el amparo se pide con fundamento en la fracción I del artículo 1° de esta ley;

PROPUESTAS

Los preceptos Constitucionales  que contengan las garantías individuales que el quejoso estime violadas, así como el concepto o conceptos de violación.

-  Se propone reformar esta fracción para excluir la referencia que se hace a la fracción I del artículo 1º de la Ley.  De igual forma se propone derogar la fracción VI del vigente precepto por las razones expuestas en la propuesta al artículo 1º. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1926)

Sobre este precepto el artículo 4º de la ley dice "El juicio de amparo únicamente puede promoverse por la parte a quien perjudique la Ley, Tratado Internacional, el Reglamento cualquier otro acto que se reclame, pudiendo hacerlo por sí, por su representante, por su defensor si se trata de un acto que corresponda a una causa criminal, por medio de algún pariente o persona extraña en los casos en que esta Ley lo permita expresamente; y sólo podrá seguirse por el agraviado, por su representante legal o por su defensor."

El artículo antes mencionado no señala  que deba ser un Licenciado en Derecho quien promueva el Juicio de Garantías, por lo que no resulta  necesario  que el artículo 116 mencione que se deban expresar los preceptos constitucionales violados; ya que cualquier persona puede ocurrir a solicitar la Protección de la Justicia Federal, aún no teniendo nociones de derecho, máxime que se trata de un juicio en el que se busca la protección del individuo atropellado en sus derechos, para que estos no se vulneren.

Asimismo el artículo 6º de la ley dice "El menor de edad podrá pedir Amparo sin la intervención de su legítimo representante cuando éste se halle ausente o impedido; pero en tal caso, el Juez, sin perjuicio de dictar las providencias que sean urgentes; le nombrará un representante especial para que intervenga en el juicio."

Es así que los artículo 4º y 6º, mencionan que cualquier persona, por sí misma y el menor de edad pueden solicitar el Amparo de la Justicia Federal, lo que nos hace entender  que no necesitan ser conocedores del derecho y sobre todo del Juicio de Amparo.

En conclusión se estima que la fracción V del artículo 116 de la ley debe ser derogada del  mismo, ya que existen lo siguientes principios latinos jura novit curia que significa que el juez conoce el derecho y se usa para afirmar que el derecho no está sujeto a prueba; el otro principio  es Jus novit curia, narra mihi factum, dabo tibi jus que significa que a los jueces se les debe narrar los hechos y estos le darán el derecho al demandante.

Por lo que en materia de Amparo únicamente deben narrarse los hechos constitutivos de la violación sufrida por el individuo y el juez quien si es conocedor de la materia deberá determinar si efectivamente fueron violadas sus garantías individuales y en caso de otorgar el Amparo mencionar que preceptos constitucionales fueron violados. (Juan Angel Martínez Acuña, Tomo III, páginas 1983 a 1985)

VI.  Si el amparo se promueve con fundamento en la fracción II del artículo 1o. de esta Ley, deberá precisarse la facultad reservada a los Estados que haya sido invadida por la autoridad federal, y si el amparo se promueve con apoyo en la fracción III de dicho artículo, se señalará el precepto de la Constitución General de la República que contenga la facultad de la autoridad federal que haya sido vulnerada o restringida.

PROPUESTAS

Respecto de la anterior tesis, opinamos que tanto la Ley de Amparo, como la jurisprudencia del Poder Judicial Federal, deben armonizarse con la legislación fiscal, ya que existe suplencia de la queja obligatoria u oficiosa, en el supuesto del artículo 212, segundo párrafo, del Código Fiscal, en el sentido de que cuando alguna autoridad que deba ser parte en el juicio contencioso administrativo no fuese señalada por el actor como demandada, de oficio se le correrá traslado de la demanda para que la conteste en el plazo de 45 días.

Por lo antes expuesto, consideramos muy acertad y justa la siguiente tesis de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que dice:

DEMANDA DE AMPARO. SI DE SU ANALISIS INTEGRAL SE VE LA PARTICIPACION DE UNA AUTORIDAD NO SEÑALADA COMO RESPONSABLE, EL JUEZ DEBE PREVENIR AL QUEJOSO PARA DARLE OPORTUNIDAD DE REGULARIZARLA.-  Ha sido criterio reiterado de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, que la demanda de amparo debe ser interpretada en una forma integral, de manera que se logre una eficaz administración de justicia, atendiendo a lo que en la demanda se pretende en su aspecto material y no únicamente formal, pues la armonización de todos los elementos de la demanda, es lo que permite una correcta resolución de los asuntos.  Ahora bien, entre los requisitos  que debe contener una demanda de amparo, de acuerdo con lo establecido por el artículo 116 de la ley de la materia, se encuentra el relativo a la expresión de la autoridad o autoridades responsables (fracción III), por lo cual, en los casos en que del análisis integral de la demanda, el juez advierta con claridad la participación de una autoridad no señalada como responsable en el capítulo correspondiente, debe prevenir a la parte quejosa, en términos de lo previsto en el primer párrafo del artículo 146 de la Ley de Amparo, para que aclare si señala o no como responsable a la referida autoridad y, de omitir esa prevención, incurre en una violación a las normas que rigen el procedimiento en el juicio de amparo, que trasciende al resultado de la sentencia, por lo que en términos del artículo 91, fracción IV de la Ley de Amparo, debe ordenarse su reposición.

2ª. XXIV/96

Amparo en revisión 340/96.- Transportes Aguascalientes, S.A. de C.V.- 15 de marzo de 1996.- Cuatro votos.- Ausente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano, por estar integrando la Primera Sala de esta Suprema Corte de Justicia, en virtud de la designación del Tribunal Pleno.-  En su ausencia hizo suyo el proyecto el Ministro Genaro David Góngora Pimentel.- Secretaria: Adela Domínguez Salazar.

Visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, tomo III, abril de 1996, pp. 204 y 205.(Gregorio Sánchez León, Tomo I, páginas 14 y 15)

ADICIONAR UN ULTIMO PARRAFO AL ARTICULO 116 DE LA LEY DE AMPARO, PARA QUEDAR COMO SIGUE:

“ARTICULO 116 ………………………………………………

…………………………………………………………………………….

En todo caso, el quejoso deberá manifestar, bajo protesta de decir verdad, que los actos reclamados en la demanda, no han sido motivo de otro Juicio de Amparo.”

MOTIVO

Evitar que los quejosos promueven nuevos juicio de Amparo en contra de los mismos actos reclamados que hayan sido materia de otro juicio, y en caso de que así sea, sancionar a los promoventes en los términos de la propuesta relativa a la Fracción I, del Artículo 211. (Armando Díaz Olivares, Tomo I, página 93)

1.-
De todos los que de una forma u otra están relacionados con el trámite del amparo, es de sobra conocido la importancia y trascendencia que tiene el incidente de suspensión.

Bástame decir que a un alto porcentaje de quejosos lo único que les interesa al promover los juicios de garantías no es obtener el otorgamiento de la protección federal (de antemano saben que les será negado), sino la concesión de la suspensión ya provisional ya definitiva.

Justo por tal relevancia es que resulta absurdo que el incidente respectivo se inicie con un escrito sin firma; ocurso que no deja de ser una verdadera demanda incidental.

Efectivamente,  la  generalidad  de  los  abogados postulantes acostumbran pedir a sus clientes que les firmen sólo el original de la demanda de garantías, comenzándose así la tramitación del incidente de suspensión con copias, por duplicado, de dicho libelo, pero, increíblemente, sin tener el respaldo de la firma del promovente.

Debido quizás a la urgencia del agraviado en la obtención de la medida, así como a la falta de costumbre del juzgador o para evitarse éste problemas, se ha accedido a dar curso a las peticiones, mas incorrectamente.

Tal como se encuentra redactada la ley de la materia (que no contempla a la firma del quejoso como uno de los requisitos de la demanda de amparo directo o indirecto), la única forma de dar respuesta a esas promociones sin respaldo, sería  denegando el trámite del incidente hasta que se subsanara la omisión de la firma, mas lo conveniente sería incluir a la firma como elemento tanto de la demanda principal como de la incidental, para lo cual deberían adicionarse los artículos 116, 124 y 166 de la ley referida, con una fracción mas. (Jorge Figueroa Cacho, Tomo I, páginas 397 y 398)

III.- Así mismo, y tomando en cuenta que en múltiples ocasiones los quejosos en los juicios de amparo contra resoluciones jurisdiccionales en materia penal no solamente promueven un solo juicio de garantías sino que en ocasiones promueven dos o más según les convenga a su propósito de retardar los procesos, no obstante que antes de hacer el señalamiento a que se refiere el Artículo 116 de la Ley de Amparo protestan decir verdad, se hace necesario adicionar una fracción más a dicho artículo para que los quejosos manifiesten si tienen promovido diverso juicio de amparo relacionado con el juicio penal contra el cual ya hicieron valer una demanda de garantías para así evitar que se entorpezcan dichos juicios y a la vez ahorrar trabajo a los juzgados de amparo.

Para tal efecto, dicha fracción quedaría redactada en la siguiente forma:

Artículo 116.- 

Fracción VII. Si el quejoso tiene promovido diverso juicio de garantías en que haya señalado el mismo acto reclamado y contra las mismas autoridades. (José Antonio Sam López, Tomo II, páginas 794 y 795)

Deben reformarse a su vez los artículos 76 Bis y 116, de la Ley de Amparo, a fin de hacer más sencilla la formación de la demanda de amparo y no dar lugar a que por defectos de ésta, o de la queja, se niegue al quejoso el amparo y protección de la justicia federal, cuando a éste le han sido violadas las garantías individuales

Para simplificar la demanda de amparo, el artículo 116 de la Ley de Amparo, bien podría adicionarse con lo siguiente: “En caso de que el quejoso desconozca la existencia de tercero perjudicado, o por cualquier causa omitiere mencionar su nombre y domicilio, la autoridad responsable bajo su más estricta responsabilidad, estará obligada a proporcionar con su informe justificado el nombre y domicilio de éste”. “En caso de que el quejoso omita señalar las garantías violadas y los conceptos de violación, o lo hiciere equivocadamente, probándose la existencia del acto reclamado y siendo éste violatorio de garantías individuales, las autoridades que conozcan de él, deberán suplir esa deficiencia en la sentencia que en su caso se dicte.” . (Jorge Arellano Medina, Tomo II, páginas 812 y 813)

ANÁLISIS PARA LA IMPLEMENTACIÓN DE LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO Y SU PROMOCIÓN EN LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, TRIBUNALES Y JUZGADOS.

En los capítulos anteriores hemos explicado ampliamente las herramientas y servicios que Internet maneja, así como la importancia y aplicación de estos servicios dentro de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Tribunales Colegiados y Juzgados; así como las ventajas que implica el tener acceso a esta ‘red’ y el interés por el gobernado de conocer y tener más opciones para la Presentación de la Demanda de Amparo y su Promoción.

Al utilizar Internet como una opción más ayudará a realizar avances tecnológicos en materia informática-jurídica, más estructurada y difundida en el que los usuarios (gobernados) tendrán una participación activa. Para los juzgados y Tribunales Mexicanos, la internet representa una poderosa herramienta para acercar a los Ministros, Magistrados, Jueces y Gobernados con las Instituciones con su cúmulo de información reciente, estimulando su interés hacia los medios modernos de comunicación, buscando con esto una mayor eficacia en el trámite de presentación de documentos ante las Instituciones encargadas de la impartición de la justicia.

El uso de una red resulta, hasta este momento, ya accesible, Cuando en los años sesenta la Internet fue creada, con el propósito de intercambiar la libre información.

Desgraciadamente, en nuestro país no ocurre así. Las causas principales son:

El desconocimiento del potencial de una red.

La poca disponibilidad hacia los medios de comunicación

El porcentaje de gente interesada para conocer la red no llega al 1% A nivel medio superior, y básico es nulo.

Desde un punto de vista meramente nacional, este dato podría parecer poco significativo, ya que podría argüirse la novedad de la red.

Sin embargo, deben tomarse en cuenta otros factores. En los Estados Unidos se encuentran conectadas a la red de Instituciones como universidades, primarias, bibliotecas, radiodifusoras, hospitales, iglesias, centros de espectáculos, revistas y hasta reclusorios, entre otros.

Podría pensarse el potencial económico de ese país, que le permite realizar inversiones tales que hacen posibles conectar cualquier tipo de Institución e incluso particulares.

La infraestructura para crear un medio de Presentación de la Demanda de Amparo y su Promoción, no resulta realmente costosa, debido a los beneficios que se pueden obtener de ella, la inversión se recupera en muy poco tiempo. Independientemente de que el Poder Judicial Federal Tiene esa infraestructura, ya que tan sólo requeriría de algunas adaptaciones como por ejemplo un soporte de mayor capacidad para la entrega de un acuse de recibo en el caso del correo electrónico (e-mail).

La Suprema Corte esta encargada de proveer el servicio a Juzgados y Tribunales y al público en general. Y crea documentos de interés jurídico, todo esto, para una más rápida integración del gobernado al uso del sistema; las instituciones que cuentan con este servicio otorgan cuentas de acceso a investigadores y profesionales de las Leyes, pero dejan fuera a la mayor parte de la población.

El objetivo primario de Internet y muy en especial del correo electrónico (e-mail), es convertirse en un vehículo para la emisión de información a nivel masivo, propósito que no se cumple en México. Sólo unos cuantos gozan de este beneficio, resulta verdaderamente triste, ya que abogados, peritos y otros más, están prácticamente marginados de los avances tecnológicos que están presentando dentro del Poder Judicial Federal y a los grandes avances en infraestructura de Redes de Computo que se encuentran actualmente en la Suprema Corte de Justicia. (Ver anexo F)

Con esto, hay que tener en cuenta un aspecto aún más importante: la tan buscada integración en materia de Informática-Jurídica, que puede comenzar, mediante la conexión vía esta red entre los principales órganos el Poder Judicial Federal a nivel Nacional, ya que los regionalismos desaparecerán al convertirse en usuario de una red común. 

Nada permanece estático, así que el próximo paso sería conoctar a todo el sistema educativo nacional público y privado, lo que desarrollaría en los individuos una cultura computacional, una actitud investigadora y una conciencia humanista.

Para lograr estos objetivos es necesario llevar a cabo una serie de acciones: Difundir los alcances, servicios y beneficios de Internet en el Poder Judicial Federal, La Suprema Corte de Justicia de la Nación, debe darle la importancia debida a la red jurídica para despertar el interés en las comunidades computacionales, científicas, universitarias y en el usuario individual.

Pensar en un cambio tan profundo en la perspectiva jurídica mexicana, no deja de ser una idea con tintes ingenuos.

Sin embargo, tiene mucho de realidad. Con estudio cuidadoso y una estrategia de penetración, se podría enlazar primero a la Suprema Corte de Justicia de la Nación del país, acto seguido al nivel de tribunales y Juzgados y por último hacia los gobernados.

¿Por qué la importancia de conectar primero a la Suprema Corte de Justicia de la Nación? Los cambios más importantes en las corrientes de la informática-jurídica se da en el Poder Judicial Federal. 

Esto es debido al ambiente que priva en el Consejo de la Judicatura Federal, al impulso existente hacia los proyectos de los abogados y al impulso creador del que se hace gala en estos años de la Internet. La impartición de justicia en México ganará mucho al descubrir los inmensos beneficios que esta red jurídica nos proveerá, ya que contiene los elementos más importantes para atraer la atención de los estudiosos del derecho:

ES FUENTE DE INFORMACIÓN MUY IMPORTANTE, EL CORREO ELECTRÓNICO, PÁGINA WEB, LA INTERNET Y LA INTRANET, PARA UN PUNTO DE ENCUENTRO DE IDEOLOGÍAS Y LO MÁS IMPORTANTE UN LUGAR DETERMINADO PARA LOGRAR EL ACCESO A LA RED JURÍDICA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, PARA QUE NO SEA ELITÍSTA, SERÁ NECESARIA UNA CAMPAÑA DE DIFUCIÓN A NIVEL JURÍDICO.

Se debe mostrar tanto al abogado, al juez y al gobernado en particular que este servicio es su derecho y que deberá exigirlo ya sea en un bufete, o por una conexión privada. La presentación de la demanda de amparo y su promoción, es una oportunidad para todos, no es un lujo para unos cuantos.

El impulsar esta propuesta es una necesidad y una nueva herramienta jurídica, corresponderá tanto al Poder Judicial Federal como al Consejo de la Judicatura Federal y sobre todo al Poder Legislativo, la legislación de este tan importante tema, que veremos posteriormente dentro de esta tesis, todo esto en acorde a la idiosincrasia nacional y la apertura de grupos de discusión con temas de interés nacional, esta debe ser la primera meta a lograrse a través de la red jurídica, lo cual se desea impulsar creando este proyecto de tesis, introducir al Abogado, Juez, Magistrado, y Gobernado en General, y muy especial al de nuestro máximo Tribunal de Justicia en todas las posibilidades que ofrece INTERNET.

Internet es una estupenda oportunidad para México y una solución viable y factible para resolver un problema que ha frenado a nuestro país en sus intentos de crecimiento y desarrollo en el aspecto jurídico; la deficiencia en la impartición de justicia por obsolescencia y falta de ética.

La conexión a esta red jurídica esta ahí y fácilmente puede ser absorbida y distribuida equitativamente entre Justicia y Gobernado y los órganos Institucionales de Impartición de Justicia, con esto, nuestro Juicio de Amparo será aún más sólido que nunca.

PROPUESTAS

PRIMERA.- En atención al carácter eminentemente dinámico que ostenta el derecho y muy especial el juicio de amparo, puesto que se halla en estado constante de evolución, la suprema corte de justicia de la nación, como un órgano institucionalmente autónomo, y como vigilante del medio de preservación de las garantías del gobernado y, en general de todo orden jurídico, es fundamental utilizar la ciencia y la tecnología de vanguardia en la informática-jurídica existente en esta institución, de aquí que nuestro interés se encuentre enfocado en su estructura, para realizar, como propuesta de implementación de la presentación de la demanda de amparo y su promoción ‘vía Internet’ en el poder judicial federal.

SEGUNDA.- La proyección de la informática a la documentación jurídica representa un aspecto de las proyecciones sociales del desarrollo tecnológico. Un desarrollo que se haya hoy definido y condicionado por el protagonismo de la información, así como por las posibilidades para su almacenamiento, proceso y difusión, anteriormente insospechadas. La racionalidad técnica de estos avances garantiza su objetividad, aparentemente indiscutible, pero, el propio tiempo, con ello descalifica cualquier tentativa de resistencia. De ahí que sea necesario proceder continuamente a una valoración de la tecnología, o sea, a constantes juicios valorativos de los riesgos y ventajas de cada una de las innovaciones de la tecnología; por tanto, también de la tecnología jurídica.

TERCERA.- El habeas corpus y el habeas data representan, dos garantías procesales de aspectos diferentes de la libertad. Así mientras el primero se circunscribe a la dimensión física y externa de la libertad, el segundo tiende a proteger prioritariamente aspectos internos de la libertad: la identidad de la persona, su autodeterminación, su intimidad si bien, no debe soslayarse que, en las sociedades de informatizadas actuales, también la libre actuación pública de los ciudadanos se halla condicionada por sus posibilidades de acceso a la información, es necesario tener más opciones en la presentación de la demanda de amparo y sus promociones y no estar limitados, ya que no esta rebasando la tecnología moderna en el aspecto Informático, en México.

CUARTA.- La informática es una de las herramientas más importantes que ha desarrollado la inteligencia humana durante los últimos tiempos, pero que no deja de ser mero instrumento, pese a que algunos piensan, lamentablemente, que ha llegado a ser el rector del pensamiento humano. Lo anterior, no significa, de manera alguna, que intente restarle importancia al uso de la informática, sino que es nuestro deber normarla, sujetarla al derecho, para evitar que se convierta, más que en un instrumento, en una imposición absurda.

QUINTA.- En el futuro próximo será difícil llevar una vida normal, en cualquiera de las actividades sin tener un permanente contacto con las computadoras y con otros dispositivos similares. Las personas que carezcan de conocimientos aun elementales, sobre estos equipos, serán consideradas como analfabetas, en las Instituciones, el personal que no domine el uso de tales equipos será personal inútil.

De hecho, se ha iniciado en todos los países un nuevo proceso de alfabetización, que arranca desde los niveles elementales de la enseñanza, parece redundante mencionar que la informática tiene una gran influencia y a veces define las posibilidades en los campos de las telecomunicaciones. Con el auxilio de las computadoras, es posible también, apoyar al ciudadano por lejos que se encuentre de una población.

SEXTA.- Es indudable que veremos en los próximos años a los gobiernos y a las más grandes empresas de los países desarrollados pugnar por el control de los mercados de la información en todo el mundo. La información es más que un mero instrumento que influye en la eficiencia de los procesos productivos y en el desarrollo de la ciencia y de sus aplicaciones, como lo es en este caso, que es para ampliar las oportunidades de presentar documentos oficiales ante cualquier Institución, el fenómeno Informático afecta de muy diversas maneras a toda la sociedad moderna y sin lugar a dudas, será componente definitorio en la civilización futura.

SÉPTIMA.- La Informática Jurídica ganará mucho al descubrir los inmensos beneficios que la red jurídica del Poder Judicial Federal proveerá, ya que contiene los elementos más importantes para atraer la atención de los gobernados en general: es fuente de información, correo electrónico, foro de discusión, revista electrónica, depósito de actividades punto de encuentro de ideologías y los más importante un lugar para la investigación y la libre expresión en el aspecto jurídico, es por eso de suma importancia el impulso existente hacia los proyectos de la Informática-Jurídica, en las Universidades, para un profundo conocimiento del Derecho aplicado a la Informática, como un Futuro de las Leyes en México.

OCTAVA.- Las Universidades y proveedores privados del servicio de Internet, deben darle la importancia debida a la red jurídica, para despertar el interés en las comunidades computacionales, científicas, estudiantiles y en el usuario individual. Las instituciones de educación superior debe estudiar su conexión a corto plazo a la red informática del Poder Judicial Federal, para ofrecer este servicio a las Universidades integrándolas y haciéndolos partícipes activos del desarrollo mundial en todos los ámbitos del saber humano, la educación en México no puede ser pasiva, autoritaria o estática. El momento del cambio que se vive actualmente exige acciones para la incorporación de los gobernados conjuntamente con los profesionales del derecho a fuentes más versátil, dinámica e interactiva del conocimiento, el objetivo primario de internet es convertirse en un vehículo para la transmisión de información a nivel masivo, propósito que no se cumple en México. Solo unos cuantos gozan de este servicio y lo utilizan de manera limitada. El hecho es verdaderamente triste, ya que siendo una de las principales ciudades del mundo, los estudiantes universitarios estamos prácticamente marginados de los avances  tecnológicos de la informática.

NOVENA.- De lo anterior, cobra una gran significación la posibilidad de actualizar la legislación concerniente a la Demanda de Amparo y su presentación en materia de informática, y dado el contexto predominantemente económico, hacer reformas pertinentes, actualizando este instrumento jurídico, acorde con la realidad del nuevo desafío que nos presenta la apertura jurídica en informática existente y dejar delimitado el campo de acción en cada una de las áreas de disciplina jurídica y que permitan el licenciado en derecho tener las herramientas necesarias para una mejor comprensión de estos instrumentos jurídicos que son indispensables en su formación, pues con los requerimientos de la apertura comercial globalizada se tendrá a una mayor interacción en la informática-jurídica. Es indispensable que el legislador elabore un proyecto de actualización para la Informática-Jurídica, para que la presentación de la demanda de amparo y su promoción sea congruente con el momento por el cual atraviesa esta figura jurídica, ya que ha sido rebasada en su contexto por otros mecanismos del quehacer profesional limitándose a poco menos que actos sin relevancia en torno a nuestra actual situación jurídica en materia de Amparo.

DÉCIMA.- Es necesario también que el legislador, estudie la posibilidad de otorgar mayor facilidades para que la Informática-Jurídica, en materia de Amparo, las personas que por diversos motivos no tienen recursos las cuales cubrir el pago por una demanda de amparo, tengan la posibilidad de poder llevarla a cabo sin intermediarios, dando la autorización al Poder Judicial  Federal, para dar no solamente facilidad económica sino accesoria en lo concerniente al trámite administrativo y legal de dicha demanda de amparo, haciéndose así un beneficio social a favor de quien por diversas circunstancias no tiene a su alcance esta posibilidad. (José Antonio García, Tomo II, páginas 999 a 1009)

Los requisitos de la demanda previstos en el artículo 116 de la Ley de Amparo me parecen correctos con excepción de la fracción VI de ese ordenamiento, ya que es repetitiva pues lo que se pide que se haga en esa fracción es objeto del concepto de violación cuya formulación se exige en la fracción V del citado precepto. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, páginas 1658 y 1659)

Artículo 116, 166, 149, 131 y 149. Que se establezca en la ley la posibilidad de presentar demandas de amparo, informes con justificación, informes previos o notificaciones, por medio de correo electrónico, más ahora que ella está legitimada la firma digital, acompañando las copias de los actos por este medio (scanner). (Fernando Sánchez Ugarte, Tomo III, página 1793)

AMPLIACIÓN DE LA DEMANDA.  Se hace necesario llevar a texto expreso de la ley la jurisprudencia establecida en el sentido de que se puede ampliar el escrito inicial de demanda, por las causas que en la misma se señalan, como son entre otras, que haya hechos nuevos, que la demanda inicial contengan un principio de información sobre los hechos y el derecho que se introduce al juicio.  Asimismo para los casos del amparo por derecho de petición, en que si del informe con justificación resulta un agravio para la quejosa, que ella lo pueda ampliar, como sucede en materia fiscal. (Fernando Sánchez Ugarte, Tomo III, páginas 1793 y 1794)

PROCEDENCIA DEL AMPARO DIRECTO CONTRA RESOLUCIONES DE AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS.  En el caso de autoridades administrativas que dicten resoluciones en procedimientos administrativos en forma de juicio contra su resolución, procede el juicio de amparo directo.

Este sería el caso de los procedimientos de la Comisión, tanto de prácticas monopólicas como de concentraciones, porque en este último caso en el recurso administrativo los agentes económicos pueden ser oídos y con ellos excepcionarse y probar en su defensa.

Esto se justifica, porque tanto las resoluciones de los Tribunales Contenciosos Administrativos, como del Trabajo, procede el amparo directo contra sus resoluciones y la única diferencia es la naturaleza formal de la autoridad.  Así también cuando la PROFECO, el IMPI y las Comisiones Bancarias resuelven arbitrajes, que no son judiciales, debiera proceder este tipo de amparo.  Esta propuesta se justifica toda vez que el procedimiento seguido en forma de juicio es sustancialmente igual que un juicio ante tribunales, cuya diferencia radica en que lo resuelve la autoridad administrativa, pero materialmente es también un proceso jurisdiccional.

AMPARO DIRECTO.  Las audiencias deberían ser públicas, como en la mayoría de los juicios. (Fernando Sánchez Ugarte, Tomo III, páginas  1796 y 1797)

segundo.- resulta obligado determinar e instituir las leyes y procedimientos que permitan el acceso de los gobernados al juicio de amparo, de manera expedita, eficaz y cabal, en congruencia, tanto con el grado de instrucción de gran número de gobernados, como de su limitadísima capacidad económica y su estado de salud y edad; así proponemos, la adición del artículo 116 bis de la ley de amparo en los siguientes términos:


"artículo 116 bis.- en tratándose de menores de edad, incapacitados, ejidatarios, comuneros, pensionados, jubilados y trabajadores con percepciones hasta de tres salarios mínimos, la demanda de amparo podrá formularse en forma verbal por comparecencia judicial del quejoso". (Jesús González Moreno, Tomo III, página 1805)

"Artículo 116.- la demanda de amparo deberá formularse por escrito, o verbalmente en los casos establecidos en el artículo 116 bis, en la que se expresarán:

i.- ...

ii.- ...

iii.- ...

iv.- ...

v.- ...

vi.- ...

vii.- las pruebas conducentes a demostrar la existencia y la 

inconstitucionalidad del acto reclamado". (Jesús González Moreno, Tomo III, página 1814)

ARTÍCULO 116. La demanda de amparo deberá formularse por escrito, en el que se expresarán:

I. El nombre y domicilio del quejoso y de quien promueve en su nombre;

II. El nombre y domicilio del tercero perjudicado si lo hubiere.

III. La autoridad o autoridades responsables; el quejoso deberá señalar a los titulares de los órganos de Estado a los que la ley encomiende su promulgación, cuando se trate de amparos contra leyes;

IV. La ley o acto que de cada autoridad se reclame; el quejoso manifestará, bajo protesta de decir verdad, cuáles son los hechos o abstenciones que le constan y que constituyen antecedentes del acto reclamado o fundamentos de los conceptos de violación;

V. Los preceptos constitucionales que contengan las garantías individuales que el quejoso estime violadas, así como el concepto o conceptos de las violaciones, si el amparo se pide con fundamento en la fracción I del artículo 1o. de esta ley;

VI. Si el amparo se promueve con fundamento en la fracción II del artículo 1o. de esta ley, deberá precisarse la facultad reservada a los Estados, o la esfera de competencia del Distrito Federal  o de alguno de los Municipios que haya sido invadida por la autoridad federal, y si el amparo se promueve con apoyo en la fracción III de dicho artículo, se señalará el precepto de la Constitución General de la República que contenga la facultad de la autoridad federal que haya sido vulnerada o restringida. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2219)

Toda vez que el amparo fue creado para proteger al gobernado de los actos arbitrarios de las autoridades, y debe estar al alcance de cualquier persona, la ley debe de dar facilidades para que en las demandas de amparo indirecto en cualquier materia no se exijan más requisitos que el de señalar a groso modo los actos que se reclamen, las autoridades responsables y los hechos en que apoyen su demanda, no obstante no señalar concepto de violación, y sin importar la fecha del conocimiento de tales actos, en cuyo caso no deberá de actualizarse causa de importancia alguna de improcedencia por no promoverse dentro de cierto tiempo, ya que es bien sabido que la mayoría de la población campesina, obrera, indígenas o de las clases más necesitadas poco tienen acceso a este medio de defensa constitucional cuando es a ellos a quien más debe proteger. Por lo tanto, el juicio deberá ser más oficioso, aún en cuanto a recabar pruebas se refiere, sin tantas trabas jurídica y procurando siempre la búsqueda de la verdad. (Jaqueline Velázquez Ramírez, Tomo IV, páginas 2795 y 2796).

ARTÍCULO 116.-  La demanda de amparo deberá formularse por escrito, en el que se expresarán:

I.- El nombre y domicilio del quejoso y de quien promueve en su nombre.

II.- El nombre y domicilio del tercero perjudicado.  

III.- La autoridad o autoridades responsables; el quejoso deberá señalar a los titulares de los órganos de Estado a los que la ley encomiende su promulgación, cuando se trate de amparos contra leyes;

IV.- La ley o acto que de cada autoridad se reclame; el quejoso manifestará, bajo protesta de decir verdad, cuáles son los hechos o abstenciones que le constan y que constituyen antecedentes del acto reclamado o fundamentos de los conceptos de violación;

V.- Los preceptos constitucionales que contengan las garantías individuales que el quejoso estime violadas, así como el concepto o conceptos de las violaciones, si el amparo se pide con fundamento en la fracción I del artículo 1o. de esta ley;

VI.- Si el amparo se promueve con fundamento en la fracción II del artículo 1o. de esta Ley, deberá precisarse la facultad reservada a los Estados que haya sido invadida por la autoridad federal, y si el amparo se promueve con apoyo en la fracción III de dicho artículo, se señalará el precepto de la Constitución General de la República que contenga la facultad de la autoridad federal que haya sido vulnerada o restringida.

VII.- Con la demanda, el agraviado deberá acompañar todas las pruebas documentales necesarias para evidenciar la inconstitucionalidad de lacto o en caso de imposibilidad legal, indicar el lugar en donde se encuentran, para que el juez de Distrito tome las medidas correspondientes, en relación con la admisión de la demanda, salvo en los casos en los cuales se reclamen actos privativos de la libertad personal y en materia agraria a favor de las personas a que se refiere el artículo 212 de esta ley. (Salvador Bravo Gómez, Tomo V, páginas 26 y 27)

Concretamente le digo que con el sistema que se tiene de hacer notificaciones personales por medio de los actuarios, se gasta mucho tiempo y esfuerzo, pues da el caso de que en múltiples ocasiones los actuarios dan varias vueltas para poder hacer una notificación personal, a más del tiempo que gastan en su traslado, y a sitios muy distantes unos de otros.

De ahí que le sugiero lo siguiente:

a) Que cada Abogado litigante, o cada particular al iniciar un procedimiento ante los tribunales federales, al darle entrada en oficialía de partes a su escrito inicial, se le confiera un número confidencial y secreto. Para los abogados litigantes ese número sería permanente.

b) Ya con ese número en su poder, las notificaciones que debieran ser hechas personalmente, se podrían hacer por Internet, y el así notificado con su número confidencial, haría saber a la central, que había quedado enterado del acuerdo del caso.

c) Se dirá que se podría prestar para "chicanas" de parte de abogados deshonestos, 31 no avisar que se les había notificado; para salvar esa posibilidad, si pasados tres días no se hubiera recibido el aviso del caso en la misma Internet, se emplearía el actual y anticuado sistema de la notificación por medio del actuario.

d) Este procedimiento que le propongo, entiendo que ameritaría una modificación al Código Federal de Procedimientos Civiles, y a los demás ordenamientos similares, pero aún con la dificultad que anoto en el inciso anterior, estimo se obtendría un óptimo resultado que, bajaría en un 60 o 70% las notificaciones que hoy se hacen por medio de actuario, y ello significaría un gran ahorro de esfuerzo y tiempo.

e) Por otra parte, también se mantendría el sistema de notificación personal por actuario, respecto de aquellas personas que no tuvieran Internet.

f) Se reduciría también el trabajo físico de los actuarios, y se les podría emplear directamente en actividades dentro del tribunal al que estén adscritos.

Esto que le digo es sólo una idea inicial, que se meditaría por los expertos en la materia de ordenación (computación) y creo que los beneficios que se puedan obtener, serán mucho mayores que las posibles desventajas, que de cualquiera manera se buscaría eliminarlas, y sin duda los expertos tienen capacidad para ello.

Ojalá que encuentre interesante la propuesta, y entre otros muchos de sus aciertos quedara éste con otros, que ayuden a modernizar la impartición de justicia. (Ernesto Gutiérrez y González, Tomo V, páginas 224 y 225)

7.- Adicionar un segundo párrafo a la fracción IV del artículo 116, en los siguientes términos:

“Art. 116.- ... cuando las partes tengan que rendir prueba testimonial, pericial o inspección ocular para acreditar algún hecho, deberán anunciarla en la misma demanda, exhibiendo copia de los interrogatorios al tenor de los cuales deberán ser examinados los testigos, o el cuestionario para los peritos. El Juez ordenará que se entregue una copia a cada una de las partes, para que puedan formular por escrito o hacer verbalmente repreguntas al verificarse la audiencia. No se admitirán más de tres testigos por cada hecho; lo anterior sin perjuicio de que el quejoso pudiera anunciar con posterioridad las referidas probanzas en los casos en que se pretendan probar hechos que haya conocido con motivo de los informes justificados que rindan las responsables, pues en este supuesto deberán anunciarse dentro de los tres días siguientes contados a partir del siguiente al en que le fueron legalmente notificados” (Gustavo Aquiles Gasca, Tomo V, páginas 240 y 241)

ARTICULO 116-A.

COMENTARIO

Se propone regular sobre la ampliación de la demanda en los casos en que el quejoso desconozca diversas cuestiones que son vertidas por la autoridad responsable al rendir sus informes justificados.

reforma

ARTICULO 116-A. Se podrá ampliar la demanda de amparo cuando de los informes justificados rendidos por las autoridades responsables se advierta:

La existencia de un nuevo acto.

La intervención de una autoridad distinta a la que emitió o ejecutó el acto reclamado.

El fundamento jurídico y motivo que sustentan el acto. 

En todo caso, la presentación de la ampliación de la demanda deberá realizarse atendiendo a los plazos y requisitos que establece esta Ley respecto a la demanda principal. (Juan José Paullada Figueroa, Tomo V, páginas 273 y 274)

ARTICULO 116-B.

COMENTARIO

En caso de ampliación de la demanda, se le otorga la posibilidad a las autoridades de que rindan sus informes de ley.

reforma

ARTICULO 116-B. Las autoridades responsables rendirán sus informes previos y justificados relativos a la ampliación de la demanda, dentro de los términos que establecen los artículos 131 y 149 de esta Ley, debiendo en su caso, acompañar al informe con justificación la copia certificada de las constancias que sean necesarias para apoyar dicho informe. (Juan José Paullada Figueroa, Tomo V, página 274)

Artículo 116 Bis.  Derogado.

Artículo 117.  Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, bastará, para la admisión de la demanda, que se exprese en ella el acto reclamado; la autoridad que lo hubiese ordenado, si fuere posible al promovente; el lugar en que se encuentre el agraviado, y la autoridad o agente que ejecute o trate de ejecutar el acto. En estos casos la demanda podrá formularse por comparecencia, levantándose al efecto acta ante el juez.

PROPUESTAS

Más de 180 juzgados de Distrito en la República Mexicana  ocupan casi la mitad de su tiempo y de sus recursos humanos y materiales en el trámite de juicios de amparo promovidos contra órdenes de detención o de aprehensión atribuidas a autoridades no judiciales como son, entre otros, los procuradores de  justicia, los agentes del Ministerio Público y los directores de policía, así como la ejecución de tales órdenes que con frecuencia se reclaman de decenas de cuerpos policíacos.

Este trabajo implica, como en todos los juicios de amparo, la recepción, registro y análisis de la demanda, la formación del expediente principal y del incidente de suspensión, el dictado y notificación de cinco o más acuerdos que deben hacerse del conocimiento, de una considerable cantidad de autoridades, sobre  todo en lugares donde la zona metropolitana está formada con varios municipios, como los casos de Monterrey, Guadalajara y el Distrito Federal, entre otros.

Sin embargo, rara vez encontraremos una demanda con la que se persiga realmente una seria declaración de inconstitucionalidad de los  actos reclamados, pues en casi la totalidad de los casos a los promoventes  no les interesa una sentencia que generalmente es de sobreseimiento, ni la resolución  interlocutoria en la que casi siempre se niega la suspensión definitiva de los actos.  Lo único que pretenden es obtener una “protección rápida",  a través de la suspensión de los actos reclamados, con la esperanza de que esa situación perdure el mayor tiempo posible.

SOLUCIÓN QUE SE PROPONE:

Las reformas al artículo 107, fracción VII, de la Constitución Federal y de los artículos 123 y 146 de la Ley de Amparo, fundamentalmente, así como del 39, 89 y 117 para precisarlos, aclararlos o adecuarlos.

Estas reformas darían lugar a lo siguiente:

A).- ELIMINACIÓN DEL INCIDENTE DE SUSPENSIÓN SOLO ENTRATÁNDOSE DE LOS ACTOS ALUDIDOS.  Para ello se sugiere decretar la suspensión de plano, oficiosamente, en el auto inicial, tomando  las medidas de aseguramiento del quejoso, toda vez que el articulo 130 de la Ley de Amparo establece en su último párrafo la obligación de conceder la suspensión provisional siempre que se trate de la restricción de la libertad personal fuera de procedimiento judicial, sin que dicho precepto exija el cumplimiento de los requisitos que establece el artículo 124; por tanto no existe obstáculo para decretarla oficiosamente. Además, el mismo hecho de presentar una demanda contra éste tipo de actos genera la presunción de que  implícitamente se pide la suspensión.

B).- LA  ELIMINACIÓN  DE  LA  SENTENCIA  DE SOBRESEIMIENTO Y DE LA DECLARACION DE EJECUTORÍA EN ESTOS CASOS.  Pues es sabido de todos los juzgadores federales, que resultan ser trámites inútiles, ya que a ninguna de las partes les interesan y sí, en cambio, ocasionan junto con el incidente, un gran gasto de recursos humanos, materiales y económicos que pueden emplearse mejor en los trámites y resoluciones que sí sean importantes.

Para esto se propone que antes de la admisión de la demanda se  abra y registre un expediente auxiliar y se dicte un acuerdo decretando oficiosamente la suspensión, en el mismo auto se requerirá a las responsables y al promovente para que en el plazo de cinco días aquéllas informen solo sobre la existencia o inexistencia de los actos y en el mismo plazo el promovente podrá aportar prueba documental o  el testimonio de dos personas para acreditarlo. Si se acredita la existencia del acto  se admitirá la demanda; si no, se tendrá por no interpuesta.

C).- IRRECURRIBILIDAD DEL AUTO INICIAL EN COMENTO. Sugiero que no se reformen los artículos 83 y 95 ni los relativos a éstos, ya que el auto a que se refiere el inciso anterior deberá ser irrecurrible, pues su naturaleza y la transitoriedad del mismo hacen impráctico un medio de defensa en su contra. En cambio, el promovente presentará  nuevamente su demanda cuando realmente existan los  actos que reclama. (José Luis Rodríguez Santillán, Tomo I, páginas 590 a 592)

MOTIVOS

Se adecua el precepto a las demás reformas propuestas, pues en los casos de ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, que se traducen en órdenes de aprehensión dictadas por autoridades no judiciales, no bastan el señalamiento de actos y autoridades para admitir la demanda, sino que es necesario determinar previamente la certeza de tales actos, conforme al propuesto artículo 146 bis.

REFORMA PROPUESTA

ARTÍCULO 117.-   Cuando se trate de actos que Importen peligro de privación de la vida, (_) deportación, destierro o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, bastará, para la admisión de la demanda, que se exprese en ella  el  acto  reclamado;  si  fuere  posible  al promovente; el lugar en que se encuentre el agraviado, y la autoridad o agente que ejecute o trate de ejecutar el acto.

En los casos de ataques a la libertad personal fuera  del  procedimiento  judicial.  Además  del cumplimiento de los requisitos señalados en el párrafo anterior. será necesaria,  para la admisión de la demanda, la previa determinación de la certeza de los actos. Conforme al artículo 146 bis de esta ley.

           En estos casos la demanda podrá formularse por  comparecencia, levantándose al efecto acta ante el juez. (José Luis Rodríguez Santillan, Tomo I, páginas 607 y 608)

DE LA DEMANDA.  Los Jueces de Distrito tienen la obligación legal de proteger al gobernado que es la víctima de atropellos y abusos por parte de las autoridades por lo que proponemos que la demanda inicial ya sea por escrito, por comparecencia o vía telegráfica y que cumpla con los requisitos mínimos tratándose de actos que señala el artículo 22 constitucional se aplique la suplencia de la queja a favor del quejoso y no se le hagan prevenciones que retarden la protección de la justicia federal que solicita.  Por lo que respecta al artículo 117 se propone reformar el último párrafo, que la demanda pueda formularse por comparecencia ante cualquier funcionario del juzgado y no únicamente ante el juez sin menoscabo de su autoridad, esto es, con la finalidad de hacer más rápida y expedita la protección de la justicia federal a favor de quien lo solicita en comparecencia y no cargarle el trabajo al juez, de igual forma se deben plantear los requisitos y efectos que deba contener la comparecencia.  Cabe señalar que también proponemos adicionar el artículo 118 solicitando que se utilicen los medios modernos de comunicación independientemente del telégrafo como son: el fax, el correo electrónico, los cuales harían más rápida la pronta y eficaz protección de la justicia federal a favor del gobernado toda vez que los tiempos modernos así lo requieren. (Reynaldo Herrera Aké, Tomo II, páginas  1282)

4.- Dentro de las excepciones previstas en el artículo 117 de la Ley de Amparo a los requisitos de la demanda de garantías, deben incluirse los actos judiciales que importen peligro de privación de la libertad, deportación, incorporación forzosa al ejercito, Armada o Fuerza Aérea, ya que en todos ellos la libertad de la persona es atacada y no existe razón para que en algunos casos cuando se ataque la libertad del individuo se pidan menos requisitos en la demanda y en otros casos a pesar de ser análogos no se quiten esos requisitos. (Jorge Antonio Galindo Monroy, Tomo III, página 1659)

ARTÍCULO 117. Cuando se trate de actos que importen peligro de privación de la vida, ataques a la libertad personal fuera de procedimiento judicial, deportación, destierro o alguno de los prohibidos por el artículo 22 de la Constitución Federal, bastará, para la admisión de la demanda, que se exprese en ella el acto reclamado; la autoridad que lo hubiese ordenado, si fuere posible al promovente; el lugar en que se encuentre el agraviado, y la autoridad o agente que ejecute o trate de ejecutar el acto. En estos casos la demanda podrá formularse por comparecencia, levantándose al efecto acta ante el Juez. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2220)

Por lo que respecta al incomunicado, debe de instrumentarse un sistema más eficaz ya que en ocasiones las responsables niegan tener al quejoso como detenido, con el fin de hacerle nugatoria la impartición de justicia constitucional. También que base que se le ubique en el lugar donde se encuentre privado de su libertad, para que surta efectos la suspensión de oficio, ya que actualmente la ley establece que el quejoso debiera estar de acuerdo con la presentación de tal demanda de garantías, que la formuló otra persona en su nombre y representación por encontrarse impedido para hacerlo personalmente, precisamente por estar privado de su libertad personal. Se propone entonces también una flexibilización del principio de instancia de parte, ya que es lógico que el agraviado se encuentra afectado anímica, moral y cognocitivamente, por lo tanto no es dable, ni posible que pueda discernir y entender natural y normalmente sus actos. (Román Díaz Vázquez, Tomo III, página 2291)
Artículo 118.  En casos que no admitan demora, la petición del amparo y de la suspensión del acto pueden hacerse al juez de Distrito aun por telégrafo, siempre que el actor encuentre algún inconveniente en la justicia local. La demanda cubrirá los requisitos que le corresponda, como si se entablare por escrito, y el peticionario deberá ratificarla, también por escrito, dentro de los tres días siguientes a la fecha en que hizo la petición por telégrafo.

PROPUESTAS

DE LA DEMANDA.  Los Jueces de Distrito tienen la obligación legal de proteger al gobernado que es la víctima de atropellos y abusos por parte de las autoridades por lo que proponemos que la demanda inicial ya sea por escrito, por comparecencia o vía telegráfica y que cumpla con los requisitos mínimos tratándose de actos que señala el artículo 22 constitucional se aplique la suplencia de la queja a favor del quejoso y no se le hagan prevenciones que retarden la protección de la justicia federal que solicita.  Por lo que respecta al artículo 117 se propone reformar el último párrafo, que la demanda pueda formularse por comparecencia ante cualquier funcionario del juzgado y no únicamente ante el juez sin menoscabo de su autoridad, esto es, con la finalidad de hacer más rápida y expedita la protección de la justicia federal a favor de quien lo solicita en comparecencia y no cargarle el trabajo al juez, de igual forma se deben plantear los requisitos y efectos que deba contener la comparecencia.  Cabe señalar que también proponemos adicionar el artículo 118 solicitando que se utilicen los medios modernos de comunicación independientemente del telégrafo como son: el fax, el correo electrónico, los cuales harían más rápida la pronta y eficaz protección de la justicia federal a favor del gobernado toda vez que los tiempos modernos así lo requieren. (Reynaldo Herrera Aké, Tomo II, páginas  1282)

Se propone derogar las disposiciones  contenidas en los artículos  118 y 119 vigente, al haberse fortalecido la competencia auxiliar , pero sobre todo por que a la fecha el sistema de telégrafos resulta más tardado que la propia presentación de la demanda ante el Juzgado de Distrito. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1926)

ARTÍCULO 118. En casos que no admitan demora, la petición del amparo y de la suspensión del acto pueden hacerse al Juez de Distrito aun por telégrafo, siempre que el actor encuentre algún inconveniente en la justicia local. La demanda cubrirá los requisitos que le corresponda, como si se entablare por escrito, y el peticionario deberá ratificarla, también por escrito, dentro de los tres días siguientes a la fecha en que hizo la petición por telégrafo. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, página 2220)
Artículo 119.  Transcurrido dicho término sin que se haya presentado la ratificación expresada, se tendrá por no interpuesta la demanda; quedarán sin efecto las providencias decretadas y se impondrá una multa de tres a treinta días de salario al interesado, a su abogado o representante, o a ambos, con excepción de los casos previstos en el artículo 17 de esta ley, en los cuales se procederá conforme lo establece el artículo 18 de la misma.

PROPUESTAS

Se propone derogar las disposiciones  contenidas en los artículos  118 y 119 vigente, al haberse fortalecido la competencia auxiliar , pero sobre todo por que a la fecha el sistema de telégrafos resulta más tardado que la propia presentación de la demanda ante el Juzgado de Distrito. (David Ancira Martínez, Tomo III, página 1926)

Artículo 120.  Con la demanda se exhibirán sendas copias para las autoridades responsables, el tercero perjudicado si lo hubiere, el Ministerio Público, y dos para el incidente de suspensión si se pidiere ésta y no tuviera que concederse de plano conforme a esta ley.

PROPUESTAS

Derogar los artículos 120 y 121. (Sergio Pallares y Lara, Tomo I, página 493)

ARTÍCULO 120. Con la demanda se exhibirán sendas copias para las autoridades responsables, el tercero perjudicado si lo hubiere, el Ministerio Público, y dos para el incidente de suspensión si se pidiere ésta y no tuviera que concederse de oficio conforme a esta ley. (Oscar Barrera Garza, Tomo III, páginas 2220 y 2221)

JUSTIFICACIÓN

Con esta propuesta se evitará dejar en estado de indefensión a las autoridades responsables ,toda vez que al contar con los anexos (pruebas documentales o
constancia
del
acto reclamado),  se  estará  en posibilidad inmediata de rendir los   informes   previo   y justificado, dentro del término legal (veinticuatro horas y cinco días, respectivamente).

TEXTO QUE SE PROPONE

Artículo 120.-  Con la Demanda de amparo se exhibirán sendas copias de la misma y de los anexos  que  se  le acompañen, para correr traslado a cada una de las
autoridades responsables, al tercero perjudicado si lo hubiere y al  Ministerio  Público; además de otras dos sin copia de los anexos para  el  incidente  de suspensión si se pidiera ésta y no tuviera que concederse  de  plano conforme a esta ley. (Manuel Fuentes Muñiz, Tomo V, páginas 171 y 172)

Con la presente reforma, se busca evitar que la autoridad responsable se encuentre en completo estado de indefensión, puesto que al momento de ser emplazada la autoridad responsable desconoce ciertos elementos que permitan una defensa del acto de manera eficiente.

Reforma

ARTICULO 120. El quejoso deberá anexar a su demanda de garantías:

Una copia de la misma, así como de los anexos que hubiere ofrecido para cada una de las autoridades responsables, para el tercero perjudicado si lo hubiere, para el Ministerio Público y dos más para el incidente de suspensión si este se hubiere solicitado, siempre que no tuviere que concederse de plano la misma conforme a esta Ley.

El documento que acredite su personalidad o en el que conste que le fue reconocida en la forma que determine la ley que rige la materia de la que emane el acto reclamado.

En su caso, el documento donde conste el acto reclamado y constancia de su notificación , excepto cuando el demandante declare bajo protesta de decir verdad que no recibió constancia o cuando hubiera sido por correo. Si la notificación fue por edictos deberá señalar la fecha de la última publicación y el nombre del órgano en que ésta se hizo. (Juan José Paullada Figueroa, Tomo V, páginas 274 y 275)
� Esta disposición la establece actualmente el artículo 101 en relación con la queja.


� Poder Judicial de la Federación, México, IUS 7, 1997, CD-ROM.


� Poder Judicial de la Federación, México, IUS 7, 1997, CD-ROM.


� Poder Judicial de la Federación, México, IUS 7, 1997, CD-ROM.


� Artículo 95, fracción V, de la Ley de Amparo.


� Recuérdese que por decreto del 30 de diciembre de 1983, se adiciono el último párrafo del artículo 105 de la Ley de Amparo pues hubo varias ocasiones en que le poder judicial federal con motivo de la concesión del amparo ordenó la restitución de tierras al quejoso, pero el cumplimiento de dicha sentencia era imposible porque las tierras habían sido invadidas por cientos de familias o revendidas, etc., y entonces para resolver el cumplimiento de estas sentencias  se opto por el cumplimiento sustituto.


� Actualmente se denomina “De la ejecución de las sentencias”


� El plazo actual es de un año, pero consideramos demasiado tiempo; el plazo de treinta días permitiría a cualquier persona defender sus derechos, pues se cuenta a partir del momento en que se tenga conocimiento del acto de la autoridad que motiva el incidente.
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